
A C TA S  D E  C O M I S I Ó N
Siendo las 10:00 a. m. del día 14 de febrero de 2017, 

en el salón Guillermo Valencia – Capitolio Nacional, 
recinto de sesiones de la Comisión Primera de Senado, 
en la ciudad de Bogotá, D. C., se da inicio a la Audien-
cia Pública previamente convocada y con la presencia 
de los honorables Senadores miembros de la Comisión 
Primera del honorable Senado, presidida por el Pre-
sidente de esta célula Legislativa, honorable Senador 
Carlos Fernando Motoa Solarte.

Atendiendo instrucciones de la Presidencia, por Se-
cretaría se da lectura a la Resolución número 08.
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AUDIENCIA PÚBLICA DE 2017
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(Decreto número 2052 del 16 diciembre de 2016)

Legislatura para la Paz - Periodo Especial

Sesión Extraordinaria

– Proyecto de Acto Legislativo número 02 de 
2017 Senado, 002 de 2016 Cámara (acumulado) 
con Proyecto de Acto Legislativo número 003 de 
2016 Cámara, por medio del cual se crea un título de 
disposiciones transitorias de la Constitución para la 

-
ciones. (Jurisdicción Especial para la Paz).

Convocada mediante Resolución número 08 del 8 
-

nas naturales o jurídicas, interesados en presentar opi-
niones u observaciones al Proyecto de Acto Legislativo 
número 02 de 2017 Senado, 002 de 2016 Cámara (acu-
mulado) con Proyecto de Acto Legislativo número 003 
de 2016 Cámara, por medio del cual se crea un título 
de disposiciones transitorias de la Constitución para 

-
siciones. (Jurisdicción Especial para la Paz).
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Secretario:
Al respecto me permito informarle, señor Presiden-

te, que, de conformidad con la resolución, salió un avi-
so en un periódico de circulación nacional y en el Canal 
Institucional del Congreso también salió el aviso por 
varios días.

La Secretaría informa que fueron invitados los si-
guientes:

– Doctor José Francisco Acuña Vizcaya, Presi-
dente (E) Corte Suprema de Justicia

– Doctor Jorge Octavio Ramírez Ramírez, Presi-
dente Consejo de Estado

– Doctor Fernando Carrillo Flórez, Procurador 
General de la Nación

– Doctor Néstor Humberto Martínez Neira, Fis-
cal General de la Nación

– Doctora Martha Lucía Olano de Noguera, Pre-
sidenta Consejo Superior de la Judicatura

– Doctor Carlos Alfonso Negret Mosquera, De-
fensor del Pueblo

– Doctor Yesid Reyes Alvarado, ex-Ministro de 
Justicia

– Doctor Néstor Raúl Correa Henao
– Voceros Voces de Paz y Reconciliación 

– Doctor Odorico Guerra, Coordinador de la 
Mesa Nacional de Víctimas

En la Secretaría, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 230 de la Ley 5ª de 1992, se inscribieron:

– Señor Brigadier General Jaime Ruiz Barrera, Pre-
sidente Acore

– Doctora Marta Luz Hurtado Arango, Abogada 
– Doctor Javier Osorio López, ex-Magistrado Corte 

Suprema de Justicia Especialista en Derecho Constitu-
cional

– Doctor Jean Carlos Mejía Azuero, Phd. Docente, 
Investigador y Doctrinante Perito Corte Interamericana 
de Derechos Humanos

– Doctor Jorge Mario Gómez, Abogado Litigante 
– Doctor Jesús Orlando Gómez, Abogado Litigante 
– Doctora Sandra Sofía Chacón, Abogada Litigante 
– Doctor John Fernando Vásquez Orjuela, Subdi-

rector de Defensa Técnica Defensoría Militar
– Doctora Luz Stella Aponte
– Doctor José Luciano Sanín Vásquez, Corporación 

Viva la Ciudadanía
– Doctor Juan Carlos Ospina, Comisión Colombia-

na de Juristas
– Doctor William Rozo, Cinep
– Doctor Andrés Molano Rojas, Director Acadé-

mico Instituto de Ciencia Política Hernán Echavarría 
Olózaga

– Doctora Gloria María Borrero Restrepo, Directora 
Ejecutiva Corporación Excelencia en la Justicia

– Doctora Linda María Cabrera Cifuentes, Subdi-
rectora Sisma Mujer

– Doctor Marco Romero Silva, Director General 
Consultoría para los Derechos Humanos (Codhes)

– Doctor Fernando Vargas Valencia, Asesor Legal 
Consultoría para los Derechos Humanos (Codhes)

– Doctora Esther Marina Gallego Zapata, Coordina-
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– Doctor Rodrigo Uprimny, Dejusticia
– Doctora Soraya Gutiérrez Argüello, Integrante 

Junta Directiva Colectivo de Abogados José Alvear 
Restrepo

– Doctora Jomary Liz Ortegón Osorio, Presidenta 
Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo

– Alberto Yepes Palacio, Coordinador del Observa-
torio de Derechos Humanos Coordinación Colombia-
Europa-Estados Unidos

– Monseñor Héctor Fabio Henao Gaviria 
– Doctora Juanita Goebertus, Directora para Co-

lombia Instituto para las Transiciones Integrales
La Presidencia interviene para un punto de or-

den:
Gracias, señor Secretario. Para organizar el deba-

te, vamos a establecer las siguientes reglas: un tiempo 
máximo de 15 minutos para los invitados por parte de 
la mesa directiva, tiempo máximo de 10 minutos para 
los inscritos con documento previo, como bien lo ha 
mencionado el Secretario de la Comisión primera. 
Igualmente, 10 minutos para los Senadores Ponentes 
y para los demás miembros que integran la Comisión 
Primera Constitucional.

Igualmente, 10 minutos como tiempo máximo para 
los Representantes del movimiento Voces de Paz y Re-
conciliación.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-

Muy buenos días, señor Presidente Comisión Pri-
mera, y señores miembros de la Comisión Primera del 
Senado de la República. La intervención mía apunta 
como representante de organizaciones políticas, invi-
tando a que en aras de la búsqueda de la verdad y en 
aras de lograr el perdón y la reconciliación, con motivo 

Acto Legislativo que cursa en el Congreso y que tiene 
que ver con la creación de la jurisdicción especial de 
paz estable establece un sistema integral de verdad, jus-
ticia reparación y no repetición.

Que la legalidad y que la integralidad del sistema 
contribuye al esclarecimiento de esa verdad del con-

-
tendiendo que el componente de justicia de acuerdo al 
Proyecto de Acto Legislativo apunta a que solo se le 

el Gobierno nacional y a los agentes del Estado, miem-
bros de las fuerzas militares que se involucraron con 

el marco general del acuerdo con las FARC, se contem-
pla un punto especial en el tema de víctimas que es el 
esclarecimiento del fenómeno del paramilitarismo en 
Colombia. Invito al Congreso de la República a que 
no excluya la búsqueda de la verdad del fenómeno del 
paramilitarismo, el cual nace en la entraña del Estado 
colombiano y no nace en los últimos tiempos en Co-

porque el Estado combatió a través de fuerzas irregula-
res a todos los sectores insurgentes que se opusieron al 
régimen de cosas.

En alguna ocasión lo discutíamos con el Senador 
Horacio Serpa, en que el paramilitarismo había sido del 
mismo Estado, y por esa circunstancia consideramos 
que negar la posibilidad a que personas que estuvieron 

vinculadas a través de una u otra manera con el fenó-
meno que se excluirán de la jurisdicción especial de 
paz que estamos negando la posibilidad de que se es-
clarezca el fenómeno del paramilitarismo y no se vuel-
va a repetir en Colombia.

¿Por qué debemos aprovecharlo? Porque debemos 
aprovechar la oportunidad para que para que de una 
vez por todas nos reconciliamos y podamos construir 
esa paz estable y duradera, por eso proponemos que se 
haga una incorporación de un texto que apunte hacia 
ese propósito en el artículo transitorio número 10 del 
primer artículo del Acto Legislativo. Para que no que-
de solamente esa posibilidad para los combatientes y 
en este caso combatientes del Estado, fuerza pública y 
combatientes de las FARC.

Y en el otro sentido, en ese mismo sentido, llamar 
la atención porque nada tiene o nada vale la pena si 
antes los excluimos en el artículo transitorio 16, incor-
porar a terceros que participen, que comparezcan a la 
jurisdicción especial de paz y no les vamos a dar el es-
tímulo incluso del restablecimiento de derechos políti-
cos porque se trata de eso, de que todos los ciudadanos 

comparezcan y contribuyan a la búsqueda de la verdad 
y entonces reciban el estímulo del restablecimiento de 
sus derechos.

Por ejemplo, podemos interpretar el parágrafo, con-

artículo 122 de la Constitución Política de Colombia, 
establece la posibilidad que los desmovilizados y en-
tiendo que el proceso de desmovilización se habla de 
miembros de las Autodefensas Unidas Colombianas 
que hicieron un acuerdo con el Estado colombiano en 
un proceso de justicia transicional anterior.

Este Proyecto de Acto Legislativo contempla la po-
sibilidad de que los combatientes desmovilizados de 
esas autodefensas pueden incluso posterior a este acto 
ser servidores públicos, empleados públicos y trabaja-

la palabra, sino el concepto, sino empleados públicos 

privados de la libertad.
Está abriendo el espacio para la participación en el 

servicio público a los paramilitares, pero no estamos 
abriendo el espacio para la búsqueda de esa verdad que 

y del acuerdo suscrito con las FARC, entre las FARC y 
el Estado colombiano.

Y algo más interesante: sería conveniente extender 
la jurisdicción especial de paz a todos los ex servidores 

-
-

narios públicos del Estado, sino a los ex servidores pú-

con los paramilitares.
Habiendo determinado si estas alianzas se hicieron 

con ocasión de circunstancias de coacción, de estado de 
necesidad o realmente por causa para que los colom-
bianos tengamos derecho a saber qué fue lo que suce-
dió con ese fenómeno del paramilitarismo y el Estado 
de una vez por todas asuman su responsabilidad en la 
participación del fenómeno y no se quede aquí silen-
ciado habiendo sido acordado en el marco general de la 
mesa de conversaciones. Muchas gracias.
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La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-
tor Rodrigo Uprimny Yepes, Catedrático:

Muy buenos días, honorables Senadores y a los 
demás participantes en esta importante audiencia. Co-
mienzo por agradecer al Senado de la República que 
convoque este tipo de audiencias, porque, como había 
señalado en anterior oportunidad, el fast track es nece-
sario para implementar de manera rápida el acuerdo de 
paz, lo cual a su vez es importante para lograr una paz 
estable y duradera.

Sin embargo y por eso creo que es un mecanismo 
legítimo; sin embargo, el fast track adolece de pro-

acortamiento de los debates en el Congreso y por eso 
son importantes estas audiencias públicas para intentar 

Dicho esto, mi presentación, que es basada en un 
documento que hemos entregado a la mesa y que fue 
suscrito por varias organizaciones académicas y de de-
rechos humanos, se va a centrar solo en dos puntos por 
las limitaciones de tiempo, en el primero voy a defen-
der de manera global el Acto Legislativo y en el segun-
do voy a ser crítico con un punto que me parece que 
está regulado de manera inadecuada en el Acto Legisla-
tivo y es crucial, que es el relativo a la responsabilidad 
del mando.

Sobre lo primero, yo creo que este Acto Legislativo 
que recoge lo fundamental, la regulación del sistema 
integral de satisfacción de los derechos de las víctimas 
y la jurisdicción especial de paz, del acuerdo de paz, es 
un Acto Legislativo que es en términos generales con-
veniente para el país y que se ajusta a los estándares 
internacionales y que no implica ninguna sustitución 
de la Constitución.

En particular, en lo relativo a la jurisdicción espe-
cial de paz, el Acto Legislativo respeta los estándares 
internacionales puesto que excluye de amnistía los crí-
menes internacionales como regla general, y aquellos 
que hayan cometido esos crímenes tendrán que pasar 
ante la jurisdicción especial de paz y aunque hagan 
contenciones efectivas a la verdad tendrán una sanción.

En esa medida cumplen con los estándares de jus-
ticia a nivel internacional, y en segundo lugar yo creo 
que este Acto Legislativo no implica ninguna sustitu-
ción de la Constitución, contrariamente a lo que ha sido 
sostenido por algunos colegas, porque la Constitución 
admite la existencia de distintas jurisdicciones, luego 
no tiene ningún problema de sustitución de la Constitu-
ción incorporar una jurisdicción más.

La Constitución en la Rama Judicial prevé no más 
la Jurisdicción Ordinaria, la Jurisdicción Constitucio-
nal y la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, y por 
fuera de la Rama Judicial está la Jurisdicción Militar y 
las jurisdicciones especiales, como la jurisdicción indí-
gena o la jurisdicción de Jueces de paz. Si eso es así, 
sería un exabrupto sostener que incorporar una nueva 

y duradera, sea una sustitución de la Constitución.
Por eso creo que en términos generales el Acto Le-

gislativo se adecúa a los principios neurales de la Cons-
titución y al derecho internacional y en esa medida es 
un Acto Legislativo positivo, porque esta incorpora-
ción de la jurisdicción especial de paz da la seguridad 
jurídica a quienes se someten a ella y en esa medida 
garantizará mejor una paz estable y duradera.

Por eso quienes suscribimos estos documentos de-
fendemos en términos generales el Acto Legislativo, 
pero tenemos discrepancias puntuales con varios as-
pectos del mismo. Por limitaciones del tiempo me limi-
to exclusivamente al que considero más problemático y 
es la regulación de la responsabilidad del mando en el 
Acto Legislativo, para la cual haré dos cosas: recordaré 
por qué la responsabilidad del mando y su regulación 
adecuada es un tema fundamental de derecho interna-
cional y, segundo, porque la regulación que está incor-

¿Qué es la responsabilidad del mando? La responsa-
bilidad del mando no es la responsabilidad de los altos 
mandos militares, policiales o guerrilleros por comisión 
directa de crímenes por parte de ellos, no es cuando 
ellos han dado órdenes o cuando ellos han participado 
directamente en esos crímenes, sino la responsabilidad 
del mando tiene que ver con omisiones en que incurren 
estos mandos que permiten que sus subalternos come-
tan esos crímenes.

Y desde hace décadas en el Derecho Internacional 
-

dos tienen el deber de prevenir la ocurrencia de esos 
crímenes y si no lo hacen de forma apropiada incurren 
en responsabilidad del mando, esto no es una innova-
ción del Acto Legislativo, es un estándar que existe en 
el derecho internacional consuetudinario desde hace 
décadas; algunos lo remontan a los convenios de La 
Haya de 1903, pero de manera clara surge en los tri-
bunales penales internacionales después de la Segunda 
Guerra Mundial y está consagrado explícitamente en el 
artículo, si no estoy mal, 106 del Protocolo Uno a los 
convenios de Ginebra.

O sea, es un estándar consolidado. ¿Cuál es el lío 
con la responsabilidad del mando? Que tiene que haber 
una regulación que logre dos propósitos, que al mismo 
tiempo evite injusticias con mandos militares y cacería 
de brujas a mandos militares por crímenes de sus sub-
alternos en los que ellos no incurrieron en omisiones, 
pero de otro lado logre sancionar a los altos mandos 
que no cumplieron con esos deberes.

Y para ello el derecho internacional ha establecido 
tres requisitos sobre la responsabilidad del mando; y 
si se cumplen esos tres requisitos, el mando superior 
responde. ¿Cuáles son esos tres requisitos? El uno está 
relacionado con el conocimiento. Para que no haya res-
ponsabilidad objetiva, el alto mando debe haber cono-
cido o debe haber tenido razones para haber conocido, 
es lo que se llama conocimiento inferido o debe, dadas 
las circunstancias del caso, haber debido saber qué es 
lo que algunos llaman conocimiento presunto.

Si se da alguno de estos elementos, conocimiento 
real o conocimiento inferido, se cumple este primer re-
quisito; el segundo es que haya mando efectivo, es de-
cir, que el alto mando controle a sus subalternos, tenga 
sobre ellos un control efectivo, porque si no entonces 
no podría responder por sus omisiones.

Y el tercero, que se abstenga de realizar las medidas 
razonables para evitar la ocurrencia de las atrocidades. 
Si serán esos requisitos, la persona responde en el dere-
cho internacional como lo ha establecido por ejemplo 
la corte de Yugoslavia, de la antigua Yugoslavia en mu-
chísimos casos, como en el caso Ori, por citar alguno, 
y lo ha establecido la Corte Penal Internacional en el 
único caso donde ha abordado este tema, que es el caso 
Bemba, que es el caso que fue resuelto este año.
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¿Cuál es el problema con la regulación que trae el 
Acto Legislativo? Tiene tres problemas graves. El pri-
mer problema es que no aparece explícita la regulación 
de la responsabilidad del mando de comandantes gue-
rrilleros; se entiende implícito en la medida en que el 
acuerdo mismo trae una cláusula relativa a la responsa-
bilidad del mando de las FARC.

Pero sería conveniente para establecer el equilibrio 
que haya una cláusula explícita sobre responsabilidad 
del mando de guerrilleros, lo segundo es que no trae 
ninguna cláusula explícita de responsabilidad del man-
do, de mandos militares y policiales, solo incorpora la 
responsabilidad del mando de los miembros de la fuer-
za pública pero puede haber responsabilidad del mando 
conforme al derecho internacional de mandos civiles.

Por ejemplo un Ministro, un Alcalde, que no contro-
la adecuadamente la fuerza policial por la Fuerza Mi-
litar teniendo mando efectivo sobre ella puede incluir 
en responsabilidad del mando y habría que incorporar 

-
nalmente en relación con la regulación con la responsa-
bilidad del mando tanto de guerrilla como de militares 
y altos mandos policiales hay problemas en relación 
con la regulación del requisito del conocimiento y el 
requisito del mando efectivo.

En relación con el requisito del conocimiento, si 
uno lee tanto la norma que existe en el Acto Legislati-
vo que es la relativa a los mandos militares parece en-
tenderse o podría uno inferir que no es así pero parece 
entenderse que solo se sancionará al mando militar si se 
le prueba conocimiento efectivo, pero eso es contrario 
al estándar internacional que admite el conocimiento 
inferido.

-
tes que permitan inferir que el alto mando militar del 
alto mando guerrillero debía haber sabido o había ra-
zones para que supiera respondería frente al derecho 
internacional y con una lectura literal del Acto Legisla-
tivo no respondería.

Por eso nosotros en nuestra presentación solicita-
mos aclarar ese punto, que se incorpore el estándar que 
ya yo creo que hace parte del ordenamiento jurídico 
colombiano que es el que está en el artículo 160 del 
protocolo uno o 161 no recuerdo bien el protocolo uno 
a los convenios de Ginebra que dice que responde el 
superior cuando sabía o cuando tenía información a 
partir de la cual hubiera debido concluir que esas atro-
cidades se estaban cometiendo, es una reforma sencilla 
que blinda el acuerdo frente al derecho internacional.

Y el segundo punto es el relativo al mando efectivo, 
aquí la regulación en el acuerdo frente a la guerrilla está 
bien porque se remite al artículo 21 del Estatuto de la 
Corte Penal Internacional, pero la regulación incorpo-
rada en el Acto Legislativo en relación con miembros 
de la fuerza pública es problemática, el tema tiene un 
sentido técnico pero consecuencias políticas y jurídicas 
trascendentales por lo cual me permito su indulgencia 
para mirar ese tema técnico.

¿Qué es lo que dice el Acto Legislativo? Que solo 
se entenderá que hay mando efectivo si concurren cua-
tro circunstancias que trae el Acto Legislativo, esas 
circunstancias son bastante razonables, son circunstan-
cias que normalmente la Corte Penal Internacional o la 
Corte de Yugoslavia han tenido en cuenta para ver si 
hay o no mando efectivo, pero tanto la Corte Penal In-

ternacional como la Corte de Yugoslavia, por ejemplo 
la corte internacional en el caso Bemba en el párrafo 
188 señala claramente que el tema del mando efectivo 
es un tema empírico, que puede tener connotaciones 
jurídicas pero es empírico, es fáctico.

Es decir si uno prueba que fácticamente un coman-
dante tenía mando de efectivo sobre sus subalternos se 
cumple ese requisito y ¿qué es tener mando efectivo? 
Es tener la posibilidad efectiva de impedir que los sub-
alternos cometieron esas atrocidades, no hay ningún re-
quisito formal jurídico para aprobar ese mando efectivo 
en el derecho internacional, en el Acto Legislativo se 
establecen requisitos formales jurídicos.

Por ejemplo, que estuviera mando en la zona, por 
ejemplo que tuviera la capacidad formal de dar órde-
nes, son indicadores importantes pero decir que se tie-
nen que cumplir esos requisitos para que haya mando 
efectivo contraviene el derecho penal internacional, 
contraviene el estatuto de Roma, y contraviene el de-
recho penal consuetudinario que dice que hay distintos 
indicadores para probar que hay mando efectivo.

Por eso nosotros sugerimos que se indique que los 
Magistrados de la jurisdicción especial de paz podrían 
tener en cuenta esos requisitos como elementos para 
determinar si hay o no mando efectivo pero que el man-
do efectivo es un asunto material que los Jueces deter-
minarán en cada caso.

Sobre ese punto de efectivo preciso llamó la aten-

que eso contravenía el estatuto de Roma y precisamen-
te citó el caso Bemba y el caso Bemba es interesante 
porque en el caso Bemba, Bemba que era comandan-
te de unas milicias en Congo respondió por crímenes 
ocurridos en República central africana donde no tenía 
mando formal, pero le probaron que si tenía mando 
efectivo, entonces por eso es que nosotros sugerimos 
ahí esa redacción.

Y termino señor Presidente con esta consideración, 
si uno no ajusta el Acto Legislativo a los requisitos 
establecidos por el derecho penal internacional en es-
pecial para los miembros de la fuerza pública uno no 
le aseguraría a los miembros de la fuerza pública que 
acudan a la jurisdicción especial de paz o sea llamados 
por ella que realmente si pasa por la jurisdicción espe-
cial de paz su caso tendrá seguridad jurídica porque si 
no está ajustado a los estándares internacionales no se 
puede garantizar esa seguridad jurídica y por eso es que 
hacemos ese llamado a reformar ese artículo con las 
consideraciones técnicas que presentamos en los docu-
mentos que remitimos a la mesa.

Muchas gracias señor Presidente.
La Presidencia ofrece el uso de la palabra a la 

doctora Marta Lucía Olano Noguera, Presidenta 
del Consejo Superior de la Judicatura:

Buenos días, se dirige a ustedes Marta Lucía Ola-
no de Noguera Magistral Consejo Superior de la Ju-
dicatura y Presidenta de esta corporación, agradecer 
la invitación que nos hicieran a esta audiencia pública 
de procedimiento legislativo especial para la paz, Acto 
Legislativo 01 del 2016 con un cordial saludo para esta 
mesa directiva y para todos los asistentes.

El Consejo Superior de la Judicatura en su condi-
ción de órgano de gobierno y administración judicial 
apoya los pronunciamientos institucionales que sobre 
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la materia ha realizado el Consejo de Estado y nuestra 
Corte Suprema de Justicia y en este orden de ideas con-
sidera que los actos legislativos que actualmente cur-
san en el honorable Congreso de la República deben 

derechos de las víctimas y la consolidación de la paz 
con énfasis en la restauración y reparación de los daños 

En este sentido de manera respetuosa me permito 
presentar algunos aportes para este debate, primero, el 
funcionamiento de la jurisdicción especial de paz, la ju-
risdicción especial de la paz es la columna vertebral de 
la iniciativa, el artículo quinto transitorio el Proyecto 
Acto Legislativo señala que estará sujeta a un régimen 
legal propio con autonomía administrativa, presupues-
tal y técnica, administrará justicia de manera transitoria 
y autónoma.

Y conocerá de manera preferente sobre todas las 
demás jurisdicciones y de forma exclusiva de las con-
ductas cometidas con anterioridad al 1° de diciembre 
de 2016 por causa o con ocasión en relación directa 

-
ciparon en el mismo en especial respecto a conductas 
consideradas graves infracciones al derecho internacio-
nal humanitario o graves violaciones de los derechos 
humanos.

para La Paz no hará parte de la estructura de la rama 
judicial, es decir que se trata de una justicia especial, 
paralela, autónoma y preferente a las jurisdicciones que 
conforman la rama judicial, si la justicia especial para 
La Paz no entra a formar parte de la rama judicial se 
hace necesario precisar cuál va a ser su capacidad de 
funcionamiento.

Es decir ¿de dónde van a salir los recursos para su 
funcionamiento? Y obviamente se debe dejar en claro 
que esta situación no afecta ni afectará el presupuesto 

que le fueron asignadas a través de la reforma tributa-
ria estructural aprobada recientemente por el Congreso 
de la República esto es el 2% adicional de los laudos 
arbitrales y el 2.5% referente a ciertos actos notariales 
los que fueron asignados como recursos propios de la 
rama.

El acuerdo de paz se vincula necesaria y directa-
mente con el marco orientador de sostenibilidad de las 

334 de la Constitución, por lo tanto la implementación 
de la justicia especial para La Paz debe garantizar no 
solo los recursos para toda la infraestructura necesaria 
para los programas, mecanismos y medidas del acuer-
do sino también garantizar la sostenibilidad y el forta-
lecimiento de la institucionalidad actualmente vigente.

Por ello el Consejo superior de la judicatura exhorta 
al Congreso de la República para que dentro de los Pro-
yectos de Acto Legislativo se establezca con claridad 
que el funcionamiento de la justicia especial para La 
Paz no implica la afectación presupuestal de la rama 
judicial.

Como segundo punto la coordinación y articulación 
interinstitucional, por la naturaleza de sus funciones de 
la jurisdicción especial para La Paz tendrá que obte-
ner información y solicitar colaboración de diferentes 
organismos entre aquellos que hacen parte de la rama 

judicial por lo que se debería establecer la forma como 
a ello habrá de suceder.

A manera de ejemplo el artículo quinto transitorio 
en su inciso segundo prevé que si con posterioridad a 

-
nalización del proceso de dejación de armas alguna de 
las personas sujetas a la jurisdicción especial cometiera 
un nuevo delito este será de conocimiento de la juris-
dicción ordinaria lo que necesariamente implicará una 
coordinación y articulación que no se encuentra previs-
ta en esta propuesta de Acto Legislativo.

Tercero, acciones de tutela contra acciones u omi-
siones de la justicia especial para La Paz, el inciso 
cuarto del artículo octavo transitorio el Proyecto Acto 
Legislativo dispone “la decisión sobre selección de fa-
llos a revisar en tutela será adoptada por una sala con-
formada por dos Magistrados de la corte constitucional 
escogidos por sorteo y dos Magistrados de la jurisdic-
ción especial para La Paz, el fallo será seleccionado si 
los cuatro Magistrados votan a favor de la selección”.

veto de uno de los Magistrados en contra de la voluntad 
de la mayoría que seleccione la tutela, lo que restrin-
ge el derecho de acceso a la administración de justicia 
prevista en el artículo 229 de la Constitución, es decir 
a pesar de que tres Magistrados consideren que el fallo 
debe revisarse otro lo impide cuando debería primar la 
voluntad de la mayoría y no la de este como normal-
mente ocurre.

El mecanismo de selección consagrado no encaja 
en una normativa garantiza y no permite la protección 
de los derechos fundamentales establecidos en la carta 
política, por ello respetuosamente el texto ha de modi-

adoptada por la mayoría, cambio que puede efectuarse 

jurisdicción, artículo noveno transitorio donde se sus-
tituyó el Consejo superior de la judicatura por la corte 
constitucional a pesar de lo convenido en el acuerdo 
de paz.

Cuarto, facultades de la Secretaría ejecutiva, el ar-
tículo séptimo transitorio Proyecto Acto Legislativo se 
establece que “la Secretaría ejecutiva se encargará de 
la administración, gestión y ejecución de los recursos 
de la jurisdicción especial para La Paz, el Secretario 
ejecutivo podrá adoptar medidas cautelares anticipadas 

-
to armado conforme a la ley”.

La redacción del precepto implica una amplia gama 
de facultades y no limitadas en el tiempo, por lo que 
es posible que el Secretario ejecutivo decreta medidas 
cautelares a pesar de estar funcionando la jurisdicción 
especial para La Paz, de ahí que interferiría en la labor 
de esta no existirían funciones paralelas, no obstante en 

se indica que el Secretario ejecutivo de la jurisdicción 
para La Paz podrá adoptar medidas cautelares anticipa-
das a la entrada en funcionamiento de la totalidad de las 
salas y excepciones de la jurisdicción.

Al respecto se considera que la limitación en el 
tiempo es conveniente por lo que se recomienda que la 
misma sea incorporada al Proyecto de Acto Legislativo 
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complementar el texto legislativo con lo plasmado al 
respecto en lo pactado.

Quinto, cumplimiento del marco jurídico interna-
cional, el inciso tercero del artículo transitorio quinto se 
expresa “la justicia especial para La Paz al adoptar sus 

propia del sistema respecto a las conductas objeto de la 

colombiano y o en las normas de derecho internacional 
en materia de derechos humanos, derecho internacional 
humanitario, derecho penal internacional, siempre con 
aplicación obligatoria el principio favorabilidad”.

Al respecto conviene recordar que el marco nor-
mativo constitucional colombiano es respetuoso del 
derecho internacional público, artículo 9°, 53, 93, 94 
y 214 de la Constitución, por ello la justicia especial 
para La Paz debe utilizar los principios internacionales 
de protección de la persona humana consagrados en el 
derecho internacional de los derechos humanos y el de-
recho internacional humanitario.

Las disposiciones transitorias que se pretenden adi-
cionar a la Constitución deben sujetarse a parámetros 
estrictos de control, y no deben ser contrarias ni deben 
devaluar los principios del Estado de derecho, ni los 
principios internacionales de protección de los dere-
chos humanos.

Entonces, conforme a lo anterior es obvio que la ca-
-

código penal, el derecho internacional de los derechos 
humanos, el derecho internacional humanitario y el de-
recho penal internacional, es decir se deben tener en 
cuenta los marcos normativos nacional e internacional 
sin que puedan ser exclusivos el uno o el otro.

Por ello la judicatura considera que la mencionada 
disposición al incluir la conjunción y/o podría interpre-
tarse de forma errónea y excluyente por lo que se su-
giere suprimir la O.

Agradezco a todas las personas que están en este 
recinto haber escuchado esta intervención que es la voz 
del Consejo superior de la judicatura y en estos térmi-
nos dejamos sentadas las principales observaciones 
que tenemos al respecto, gracias Presidente.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al Bri-
gadier General (R), Jaime Ruiz Barrera:

Muchas gracias señor Presidente, honorables Sena-
dores, integrantes de esta Comisión, doctor Reyes un 
Asesor Presidencial digestor de todos estos articulados 
que cursan en el Congreso para la implementación de 
lo acordado con base en los compromisos adquiridos 
en los honestos acuerdos.

Mi intervención es muy breve, ya presentamos for-
malmente por escrito una ponencia donde planteamos 
con claridad que es porque estos textos que actualmen-
te se tramitan ante el Congreso de la República y en 
estos dos últimos debates del Senado de la República 
son muy lesivos para los miembros de la fuerza pública 
que sean sometidos a esta jurisdicción especial.

Quiero decir con claridad que en este momento he-
mos sido víctimas de un engaño, sobre este tema ve-
níamos trabajando conjuntamente con el equipo del 
Ministerio de defensa planteando una serie de obser-
vaciones sobre temas que consideramos perjudiciales 
y no coincidentes con el anuncio presidencial de que 

protección y blindaje internacional.
Para discutir este tema, no hace mucho por orden 

del señor Presidente de la República, se convocó a una 
reunión, en presencia del señor Ministro Nacional, en 
presencia del doctor Yesid Reyes que se encuentra, 
quienes en tercer lugar planteamos una serie de obser-
vaciones que se discutieron ampliamente, amigable-

aceptaron cinco. 
El compromiso era que quedarían en este Acto Le-

gislativo que está en trámite, no se cumplió, por indi-
cación del señor Presidente de la República asistimos 

decisión gubernamental de darnos la protección jurídi-
ca que insistentemente se venía anunciando en razón a 
esto que se venía pactando con las Farc.

Advirtiendo una línea roja importante, ningún tema 
militar sería discutido en La Habana, ese día por peti-
ción del señor Ministro de Defensa hicimos una decla-
ración pública conjunta donde decíamos que la justicia 
transicional frente a las circunstancias del momento era 
la mejor opción, quizás no una maravilla para mane-
jar los procesos penales que tuvieran que ver con la 
situación sub judice de muchos miembros de la fuerza 
pública.

Así se hizo, partimos del principio de la buena fe 
doctor Yesid Reyes de que eso se iba a cumplir, no se 
cumplió, extrañamente a los pocos días en la renego-
ciación de los acuerdos y quienes estaban allí a nom-
bre del gobierno introdujeron un párrafo sobre el cual 
insistentemente algunas ONG y organizaciones de la 
extrema izquierda han venido a decir que es extrema-
damente indispensable para poder procesar con rigor a 
los miembros de la fuerza pública.

El artículo 28 del estatuto de Roma, ese estatuto o 
mejor ese artículo 28 no está en el bloque constitucio-
nal, y no está desde el año 2002 cuando apareció el 
famoso estatuto y no está porque hubo sentencias, y 
cuatro sentencias de la corte constitucional en que lo 
rechazó por ser nocivo y porque va en contravía de lo 
que es la legislación interna nuestra, nuestro derecho 
interno, nuestra carta política.

No es que es ahora, es desde esa época pero ahora 
insistentemente lo quieren introducir y ya nos lo dijo el 
doctor Reyes, eso ya está, eso quedó incluido dentro de 

que se ha escrito y en la normatividad que aparece en el 
Acto Legislativo, pero todo su contenido está, cosa que 
nos va a obligar a responder con todo el rigor a todos 
aquellos que han tenido responsabilidad de mando en 
los diferentes niveles.

Eso es muy amplio, es cierto todo, comandante, está 
en la obligación de saber, pero, si no sabe de malas por-
que ha debido saber y no se requieren pruebas, el solo 
hecho de tener la responsabilidad del mando va a tener 
que cumplir penalmente por cualquier actuación de sus 
subalternos.

Esto lo hemos discutido como muchos de ustedes 
señores Senadores, gracias y por fortuna hemos encon-
trado respaldo en el Congreso de la República, en las 
sesiones que se llevaron a cabo en los debates, mejor 
en la Cámara de Representantes, hubo respaldo de las 
diferentes bancadas, hubo respaldo de los ponentes, 
entendieron la necesidad de corregir estos textos pero 
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nos advirtieron, si el gobierno no lo hace nosotros no 
podemos hacer absolutamente nada.

Y el Gobierno para este caso era el Ministro del In-
terior quien advirtió que no le cambiarían una coma al 
capítulo séptimo, entonces ¿qué se nos dijo?, ¿que se 
nos ofrece?, Nos sentimos solos señores Congresistas, 
los soldados y los policías de este país que se la han 
jugado y se la siguen jugando, y se la seguirán jugando 
porque en eso somos muy profesionales que se sien-
ten solos, desamparados, si esto no se soluciona en los 
dos debates que vienen la moral y ese compromiso, ese 
acto de fe de nuestros militares y policías para defender 
estas instituciones no va a ser igual.

Se puede perder algo que es fundamental en cual-
quier institución armada, la voluntad de lucha, y eso 
es lo que está en riesgo en estas condiciones, y eso, 
pasada y sin las correcciones que hemos propuesto que 

país, todo está escrito señor Presidente, sé que ya están 
en poder de la Comisión estos planteamientos con ar-

El Estatuto de Roma que no está en el bloque Cons-
titucional, no es obra elegante, lo dijo la doctora aquí 
primer derecho interno, quienes delinquen en el territo-
rio nacional deben ser juzgados con nuestra legislación, 
con nuestro derecho y por nuestros Jueces naturales, 
los Jueces de la República que tienen su competencia, 
eso es lo que debe prevalecer, la Constitución, lo que 
peleamos, lo que defendemos, esa institucionalidad 
que está en riesgo.

Revise lo que usted tiene en sus manos, cambie-
mos las palabritas, cambiemos la redacción, usted es 
decisivo, es usted, usted conoció lo que pasó en Cuba 
y es una cosa arbitraria, a espaldas del mando militar, 
a espaldas del Ministro de defensa, el famoso mico y 
hubo un segundo mico en la última sesión que se dio 
en la cámara, una abogada que trató de meter a nombre 
del Ministerio de Defensa algo que nos puede causar 
mucho daño con la interpretación que se lee, eso del 
derecho penal internacional, abrir esa puerta es abrir la 
puerta a cualquier jurisdicción internacional, es abrir 
la puerta completa al estatuto de Roma y someternos a 
esta jurisdicción internacional que para nosotros no es 
ninguna garantía.

¿Quiénes nos van a juzgar? Cinco organismos im-
portantísimos, representativos, Naciones Unidas ¿A 
quién designó? Un funcionario peruano amigo de Sen-
dero Luminoso como Ministro de Justicia revocó cual-
quier cantidad de resoluciones que se dieron dentro de 
los procesos que se adelantaban contra esta organiza-
ción, después en su condición de integrantes de la Co-
misión Internacional de Defensa como juez y también 
fue Presidente, adelantó más de 12 procesos contra el 
Estado colombiano y contra miembros de la fuerza pú-
blica en que todos fuimos condenados o el Estado co-
lombiano fue condenado.

Él nos va a escoger los Jueces y Magistrados que 
nos van a juzgar, su posición sesgada es evidente, ¿qué 
garantías tenemos? Ninguna, la justicia transicional, 
organismo internacional, pensamos inicialmente claro 
nombraron a Camila Moreno que es la Representante 
para Colombia no destinaron a su Presidente mundial, 
militante de los Botoneros preso en Argentina por mu-
cho tiempo alegó vejámenes, torturas, Human Rights lo 

por cuestiones ideológicas, preso de conciencia, lo pro-

tegió con otras ONG en los Estados Unidos y ahora va 
a ser que nos va a seleccionar los Jueces y Magistrados.

¿Qué garantías tenemos señores Congresistas? 
¿Qué respuesta le podemos dar al país cuando le harán 
este tratamiento a estos militares y policías que día a 
día no han hecho otra cosa que defendernos? 

Muchas gracias.
La Presidencia ofrece el uso de la palabra a Mon-

señor Fabio Henao:
Muchas gracias señor Presidente Carlos Fernando 

Motoa, un saludo también para el señor Vicepresidente 
Armando Benedetti y a todos los señores Congresistas, 
los participantes en esta audiencia pública.

Quisiera hacer referencia a temas que tienen que ver 
con el sistema integral justicia y reparación y en espe-
cial con la jurisdicción especial para la Paz, llamando 
la atención sobre la necesidad de que se mantenga la 
centralidad de las víctimas en toda la discusión, a lo 
largo de estos años hemos hecho acompañamiento con 
otras organizaciones sociales como Codes con quienes 
hemos trabajado este texto y otros, o sea, la importan-
cia que las víctimas realmente se encuentran en el cen-
tro de la discusión sobre el sistema integral y sobre la 
jurisdicción especial para la Paz.

En segundo lugar, nos parece muy importante que 
se apunte hacia la garantía de la satisfacción de dere-
chos, la gran pregunta que nos hacemos desde muchas 
organizaciones es ¿cómo se va a llegar a establecer las 
verdaderas garantías para las víctimas? Y nos parece 

el estudio y el análisis de los acuerdos hechos con las 
Farc EP toda la discusión se rece entre nuevamente en 
el tema de las víctimas, garantizar el acompañamiento, 

-
nera se va a llevar a práctica el debido respeto por el 
enfoque diferencial que el país ha construido a lo largo 
de los años.

Para ello se requieren procedimientos legislativos 

efectivo y rápido ejercicio de los derechos de las víc-
timas, quería llamar la atención sobre algunos asuntos 
particulares, uno de ellos es sobre adicionar un Pará-
grafo al artículo transitorio 1° del Proyecto de acto 
Legislativo número 02 de la Cámara, acumulado con 
el Proyecto de acto Legislativo número 03 de Cámara 
2016 de la siguiente manera.

Que se garantizará la participación real y efectiva de 
las víctimas en el sistema integral de verdad, justicia, 
reparación y no repetición sin excepción de ningún me-
canismo u órgano que lo conforman y para tal efecto se 
creará una unidad de acompañamiento y participación 
de las víctimas en dicho sistema, una ley desarrollará 
las garantías sustanciales probatorias y de acceso enca-
minadas a que las víctimas para satisfacer sus derechos 
a la verdad, la justicia y la reparación en el marco de 
la jurisdicción especial para la Paz con medidas dife-
renciadas, especiales para aquellos que se consideren 
sujetos de especial protección constitucional.

Las leyes en la materia deberán atender como mí-
nimo a los principios rectores de la centralidad de las 
víctimas y sus derechos, tratamiento penal especial 
condicionado a las garantías y los derechos de las víc-
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timas, integralidad, debido proceso, no regresividad en 
el reconocimiento de los derechos y enfoque especial 
diferenciado.

Esto parece de una enorme importancia porque mu-
chas de las víctimas viven actualmente en condiciones 
muy difíciles de precariedad y muchas de ellas no lo-

no existe un conocimiento en el mundo de las víctimas 
de cuáles son las garantías establecidas para ellas y por 
lo tanto existiría que una medida central tendría que 
ser, garantizar la participación efectiva de las víctimas. 

En segundo lugar proponemos que se trabaje en 
tema de reparación integral en el Sistema de Verdad, 
Justicia, Reparación y No Repetición, el tema de las 
reparaciones es un tema que se ha vuelto muy sensible, 
hay un temor de que haya o se adopte un camino mini-
malista en la reparación a las víctimas es decir sin di-
ferenciar claramente lo que es reparación de lo que son 
medidas asistenciales y transitorias para establecer un 
sistema que de verdad se constituye en una reparación 

víctimas en discriminaciones.

Priorizando en el acceso a las víctimas a los objetos 
especiales de protección constitucional y garantizando 
progresivamente para el universo de las víctimas las 

-
teriales de reparación en un contexto de igualdad.

Son esas pues las propuestas señor Presidente con 
las cuales queremos llamar la atención sobre la necesi-
dad de mantener la centralidad de las víctimas en toda 
la discusión en favor de quienes han sufrido en este 

Muchas gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-
tor Odorico Guerra, Coordinador de la Mesa Na-
cional de Víctimas:

Muy buenos días para todas y todos los presentes, 
un saludo especial de parte de la Mesa Nacional de 
Participación Efectiva de las Víctimas, a todos los pre-
sentes y un agradecimiento, primero que todo a Dios y 
después a la Comisión que nos invitó a este escenario. 

-
to armado vemos con una enorme preocupación y de 
pronto yo había preparado algunas palabras que traía 
escritas aquí pero oyendo a los intervinientes, pues, que 
a uno como más lleno de dudas y preocupaciones sobre 
todo por el sector que representamos que es el de las 
víctimas, los que hemos sido los directamente golpea-

país.

Y escuchando a Monseñor Henao que me antecedía 
veía que teníamos muchas coincidencias digamos en 
las conclusiones que hemos encontrado para la reali-
zación de su intervención toda vez que seguimos cre-
yendo que en ese acto legislativo las víctimas no nos 
vemos como tan centrales, el gobierno a seguir insis-
tiendo y repitiendo que las víctimas somos el centro de 
este proceso de paz y más en el tema de la implementa-
ción de los acuerdos pero nosotros creemos que allí no 
hay reglas claras. 

Nos preguntamos por ejemplo ¿qué entidad sería la 
responsable de la implementación de la política públi-

ca para víctimas? Será la defensoría, será la unidad de 
víctimas, seguiremos divididos entre entidades que de 
una u otra forma no se ponen de acuerdo para lo que 
van a hacer y terminan haciendo actividades cada uno 
por su lado y que a la larga no representan un verdadero 
impacto para la vida de las víctimas este país.

¿Qué va a pasar con ese tema de la reparación in-
tegral? Se va a seguir reparando en el marco de la Ley 
1448 en donde creemos que es un modelo de repara-
ción absurda que de verdad no repara en nada a las 

tener en cuenta las distintas consecuencias e impactos 
desproporcionados de las violaciones en relación con 
los objetos especiales de protección y que sus órganos 
deberán conformarse con criterios de equidad, de géne-
ro y respeto a la diversidad étnica, religiosa y cultural.

Casi siempre que se pretende adoptar normas en 
este país se piensa de manera homogénea, pero es bien 
cierto que el país está lleno de enormes diferenciacio-
nes que son las que enriquecen a Colombia, está el 
tema del debido proceso que coincidíamos también con 
Monseñor, se van a brindar de verdad garantías proce-
sales para el victimario y que estas garantías deben ser 
ofrecidas a las víctimas en igualdad de condiciones.

Hemos visto en este proceso que hemos arrancado, 
que las víctimas seguimos en desventaja, no nos sen-
timos como tan protagonistas como creeríamos que lo 
íbamos a hacer, lo otro es que queremos que se garanti-
ce en un medio para hacer publicidad todos los proyec-
tos de acto legislativo, normas que se vayan a aprobar 
en el Congreso, porque es poco o nada lo que la víctima 
bien se entera de lo que está sucediendo en el Congreso 
y sin embargo los procesos van a pasos agigantados y 
no está ocurriendo nada con respecto nosotros.

En el tema para la centralidad de las víctimas pedi-
mos la participación de un elemento esencial tanto en la 
aplicación de la jurisdicción especial para la Paz como 
en el debate de la implementación y en la incidencia en 
políticas públicas por lo tanto deben existir procesos, 
protocolos y medidas administrativas que garanticen 
nuestra participación en condiciones de equilibrio, se-
guridad, acompañamiento institucional que satisfagan 
el goce efectivo de nuestros derechos como víctimas 

Por último, nosotros reiteramos el enfoque de dere-
cho planteado en el acuerdo y el principio de centrali-
dad de las víctimas, pues es a través de la satisfacción 
de nuestros derechos que se le abra el camino para la 
reconciliación de toda la ciudadanía colombiana y la 
construcción de una sociedad mucho más justa y equi-
tativa.

Debo decirles que hemos estado haciendo un llama-
do dentro de las víctimas a esa unidad o a esa unión que 
hay que hacer con todos los sectores que las víctimas 
representamos, entendemos que cada uno, digamos que 
es de su hecho victimizante o su victimización en el 
que tiene unos intereses personales, pero a la larga en 

paz y como lo decía la magistrada ojalá ya hayan los 
recursos para que esto pueda llevarse a cabo porque en 
este país estamos acostumbrados a crear y crear norma-
tividades a montones, pero a la larga nunca hay plata 
para aplicarlas.

Muchas gracias.
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La Presidencia ofrece el uso de la palabra a la 
doctora Paula Robledo, Delegada para Asuntos 
Constitucionales, Defensoría del Pueblo:

Buenos días, señor Presidente, señor Secretario, ho-
norables miembros del Congreso de la República, in-
tervinientes invitados a esta audiencia, en primer lugar 
quisiera excusar al señor Defensor del Pueblo Carlos 
Alfonso Negret quien por compromisos adquiridos 
previamente no ha podido asistir a esta audiencia, sin 
embargo, dada la trascendencia del tema ha delegado 
esta intervención en la Defensora Delegada para las 
Asuntos Constitucionales y Legales.

En los próximos minutos voy a compartir la posi-
ción, las observaciones, los comentarios de la Defen-
soría del Pueblo sobre el proyecto de acto legislativo, 
para la Defensoría del Pueblo este proyecto acto legis-
lativo reviste la mayor trascendencia, por eso no duda 
en destacar la necesidad en su aprobación, porque a tra-
vés de él se va a materializar el punto cinco del acuerdo 

Como presupuesto indispensable para la construc-
ción de una paz estable y duradera, con este proyecto 
se pretende entre otras cosas como ustedes saben crear 
el sistema integral de verdad, justicia, reparación y no 
repetición, sin lugar a dudas es la columna vertebral 
del acuerdo de paz y tiene como propósito la garantía 
y satisfacción de los derechos de las víctimas, el cum-
plimiento de las obligaciones internacionales en cabeza 
del Estado colombiano y en particular aquellas relacio-
nadas con el deber de investigar, juzgar y sancionar a 
los responsables de violaciones de derechos humanos 
y graves infracciones al derecho internacional huma-
nitario.

todas las personas dadas por desaparecidas en el con-

ideas la Defensoría del Pueblo celebra que este proyec-
to de acto legislativo establezca como fundamento de 

de la jurisdicción especial para la Paz, no solamente el 
derecho interno sino también las normas del derecho 
internacional de los derechos humanos, el derecho in-
ternacional humanitario y el derecho penal internacio-
nal. 

Ahora bien, la Defensoría del Pueblo llama la aten-
ción en el sentido de que este proyecto apenas es el so-
porte estructural para el funcionamiento de este sistema 
integral, tendrá que ser objeto de posterior reglamen-

internos del sistema, para poder garantizar los derechos 
de las víctimas.

Así las cosas son cuatro los comentarios que tiene 
la defensoría u observaciones sobre el articulado, en 
relación con el artículo transitorio quinto la defensoría 
llama la atención sobre la expresión, conductas estre-
chamente vinculadas al proyecto de dejación de armas 
porque considera que se está ampliando el ámbito de 
competencia de la jurisdicción especial para la Paz.

Y más adelante en el artículo 18 transitorio se exclu-
yen de extradición las conductas cometidas, conductas 
estrechamente vinculadas con el proceso de dejación 
de armas, para la defensoría es fundamental concretar 
el contenido de esta expresión y evitar que a toda costa 
comportamientos ajenos a ese proceso de dejación de 
armas puedan incluirse en esta categoría, es necesario 

entonces garantizar la seguridad jurídica y el principio 
de legalidad.

En relación con el artículo octavo transitorio esta 
disposición regula varios aspectos, en primer lugar la 
Defensoría del Pueblo comparte la necesidad de que 
las decisiones adoptadas por la jurisdicción especial 
para la Paz sean susceptibles de impugnación a través 
de acción de tutela, sin embargo llama la atención so-
bre la expresión utilizada por el acto legislativo que 
me permito leer “se establece que la acción de tutela 
procederá en contra de las audiencias judiciales solo 

del derecho fundamental sea consecuencia directa por 
deducirse de su parte resolutiva y se hubieran agotado 
todo los recursos al interior de la jurisdicción especial 
para la Paz, no existiendo mecanismo idóneo para re-
clamar la protección del derecho vulnerado”.

-
tegoría que guarde correspondencia con los requisitos 
generales y especiales de procedibilidad de la acción 
de tutela a la luz de la jurisprudencia de la corte cons-
titucional.

En ese sentido se sugiere reformular esa expresión, 
acoplaron a los lineamientos jurisprudenciales y evitar 
interpretaciones que generen inseguridad jurídica y que 
puedan resultar restrictivas respecto de la procedencia 
de este mecanismo de amparo.

Por otra parte, en consonancia con lo que presenta-
ba la Presidenta el Consejo superior el artículo también 
hace referencia a que la selección del fallo de tutela que 
será adoptado por la jurisdicción, la selección del fallo 
de tutela respecto de la decisión de la jurisdicción espe-
cial para la Paz debe ser aprobado por una sala confor-
mada por dos magistrados de la corte constitucional y 
dos magistrados de la jurisdicción especial.

Es decir, el proyecto de acto legislativo exige una-
nimidad, la Defensoría del Pueblo a partir de la expe-
riencia que ha tenido en las salas de selección de tutelas 
en la corte constitucional considera que efectivamente 
se estaría violando el derecho de acceso a la justicia y 

de decisiones se adopten por mayoría y no por unani-
midad.

Aunque el acto legislativo no lo señale, también 
es pertinente decir que bajo ninguna circunstancia los 
magistrados de la jurisdicción especial para la Paz que 
tomaron la decisión pueden hacer parte de la sala de 
selección de la tutela que se interponga contra dicho 
fallo, por último, en relación con este artículo la defen-
soría considera que es necesaria la presencia del minis-
terio público en la selección de dichas tutelas.

Es una medida que sin lugar a dudas contribuye a 
garantizar la transparencia y el control ciudadano sobre 
las decisiones que se adopten, el ministerio público adi-
cionalmente debe mantener la facultad de poder insistir 
ante la corte constitucional respecto de las decisiones 
que se impugnen a través de acción de tutela.

En relación con el artículo 12 transitorio, también 
la Defensoría del Pueblo echa de menos la presencia 
del ministerio público en los procesos que se adelanten 
ante la jurisdicción especial para la Paz, no considera 
razonable dicha exclusión, porque la participación del 
ministerio público en todos los procesos judiciales está 
garantizada constitucionalmente, es necesario garanti-
zar los derechos de las víctimas en estos procesos.
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Por otra parte, el inciso segundo del artículo 12 esta-
blece que cuando un testigo declare contra alguna per-
sona por una conducta, competencia de la jurisdicción 

probatorios, su testimonio estará supeditado a que el 
contenido del mismo se ha corroborado por otros me-
dios de prueba.

A juicio de la defensoría esta norma viola el prin-
cipio de buena fe y limita de manera exclusiva la sana 
crítica como mecanismo de valoración probatoria vi-
gente en nuestro ordenamiento jurídico, esta disposi-
ción llama la atención porque dadas las circunstancias 
en las que se dan las conductas que van a ser juzgadas 
por la jurisdicción especial para La Paz se podría obs-
truir el acceso a la administración de justicia si el valor 
de la prueba testimonial no se encuentra bajo las reglas 
de la sana crítica.

Por último, el artículo 15 transitorio de este proyec-
to de acto legislativo señala que el plazo para la con-
clusión de las funciones de la jurisdicción especial para 
la Paz será de 10 años, contados a partir de la entrada 
efectiva en funcionamiento de la totalidad de las salas 
y secciones de dicha jurisdicción y un plazo posterior 
de cinco años más para concluir su actividad jurisdic-
cional.

No obstante la norma dice lo siguiente, este plazo 
podrá ser prorrogado mediante ley a solicitud de los 
magistrados de la jurisdicción especial para la Paz, la 
Defensoría del Pueblo considera necesario que se seña-
le un término preciso para la última prórroga sobre la 

especial para la Paz, hay que blindar los procedimien-
tos de seguridad jurídica, hay que proteger los derechos 
de las partes y de las víctimas respecto a la expectativa 

dicha jurisdicción, el derecho a la verdad, la justicia y 
la reparación de las víctimas no puede quedar sujeto a 
una jurisdicción transitoria cuya duración máxima no 

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-
tor Javier Osorio López, ex Magistrado de la Corte 
Suprema de Justicia:

Buenos días señor Presidente de la Comisión, hono-
rables Senadores, amigos que nos acompañan, al igual 
que los anteriores trataré de ser lo más puntual en rela-
ción con lo que me corresponde, en relación con el ca-
pítulo sexto del acto legislativo número uno que tiende 
a complementar y a estatuir y a plasmar el pensamiento 
jurídico político que tuvieron los representantes del go-
bierno y de las Farc en La Habana.

En realidad, de verdad que vamos camino a la bús-
queda de la verdad, de la justicia, la reparación y no 
repetición, el estatuto como se encuentra después de 
haberlo leído concienzudamente a la luz de los trata-
dos internacionales y de nuestras disciplinas internas 
que observo que cumple a cabalidad con los estándares 
internacionales y por sobre todo se integran los prin-
cipios de la carta de las Naciones Unidas, de la con-
vención de Viena, de los protocolos internacionales de 
los protocolos de ginebra y por sobre todo el protocolo 
número uno precisamente del artículo cuarto que pro-
tege a las víctimas.

Ese estatuto de entonces, mirando la convención de 
Viena que recoge nuevamente a los principios de igual-
dad, de soberanía, de autodeterminación de los pueblos 

e independencia de los estados, y de allí a que como 
está redactado no necesita salvo unas poquitas correc-
ciones de aditamentos por sobre todo para la protección 
de las víctimas y para el juzgamiento de las personas 
que han incurrido en conductas antijurídicas violatorias 
de los derechos humanos, precisamente porque en él 
se recogen las obligaciones que Colombia se ha com-
prometido desde antaño cuando ha suscrito los tratados 
internacionales como por ejemplo en materia de juzga-
miento que se haga por los jueces con la constitución y 
las leyes o sea con la legislación interna. 

Desde que se criminalizan las conductas violatorias 
de los derechos humanos que, que se investigue a ca-
balidad los crímenes de guerra, de genocidio y otros, 
Colombia ya lo viene haciendo desde hace mucho rato 
con miras a proteger los derechos y con amparo en la 
legislación interna especialmente por nuestro código 
penal.

Igualmente, nuestra obligación es la de sancionar 

en contra de todos, llámense militares, o civiles, que 
han violado los derechos humanos, y además colabo-
rar con la corte penal internacional cuando asuma el 
conocimiento de algunos procesos por casos especiales 
extraordinarios o residuales o complementarios.

Esto para decir que el estatuto de Roma si bien es 
cierto que trae un artículo especial para la responsabi-
lidad del mando que es el artículo 28, ese artículo real-
mente para nosotros no es aplicable, que eso es lo que 
se ha pretendido por un grupo que he leído en los últi-
mos tiempos, traer ese artículo e incrustarlo en nuestra 
legislación colombiana. 

No es necesario precisamente porque Colombia tie-
ne sus estatutos propios, su disciplina propia, y como 
lo dice el mismo estatuto de Roma en su prólogo y en 
su artículo primero que hay que actuar y juzgar prime-
ramente con base en la legislación interna y solo por si 
alguna razón, porque no es capaz, porque nuestros jue-

la corte penal internacional a escoger el que considere 
que se le puede llevar para luego someterlo a un proce-
dimiento especial ante la corte penal internacional por 

Digo esto porque ha sido muy manido para muchos, 
que se debe plasmar en la responsabilidad del mando 
del artículo 28 del Estatuto de Roma, y no es necesa-
rio precisamente porque el mismo estatuto reenvía este 
país a que tenga en cuenta los parámetros que ha tenido 

-
mente con respecto a la Constitución Nacional en su 
artículo 29 que trae una serie de principios entre ellos 
el debido proceso.

Y se dice por algunos que es que pueden quedar 
conductas sin resolver que, queriendo decir que podría 
haber impunidad, todo lo contrario, el acto legislativo a 
aprobar esta blindando al pueblo colombiano para que 

Y se pone de ejemplo que es que la Corte Penal Inter-
nacional nos trae una jurisprudencia que es la del caso 
Bemba, en primer lugar, el caso Bemba no lo podemos 
tener como jurisprudencia porque apenas está haciendo 
tránsito a que se resuelva el recurso de apelación y aun 

-
dad que para nosotros no nos va a servir precisamente 
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porque primero tendríamos que mirar nuestra jurispru-
dencia, la jurisprudencia la Corte Constitucional.

Se ha dicho que se tendrá primero que atenernos al 
juzgamiento que trae en las disciplinas del código pe-
nal o mejor de la legislación interna, por consiguiente, 
el acto legislativo a aprobar se ajusta a todos los pará-
metros jurídicos nacionales e internacionales.

Muchas gracias.
La Presidencia ofrece el uso de la palabra a la 

doctora Gloria María Borrero Restrepo, Directora 
de la Corporación Excelencia en la Justicia:

Buenos días, mil gracias Mesa Directiva y señores 
Senadores por darnos este espacio, voy a hacer esta in-
tervención a nombre de la Corporación Excelencia de 
la Justicia y del Instituto de Ciencia Política que somos 
dos entidades que nos hemos unido para hacerles se-
guimiento a todo este proceso legislativo para la imple-
mentación de los acuerdos de paz.

Fuimos dos organizaciones que somos y seguimos 
siendo amigas de la paz pero hemos tenido observa-

pesar de eso lo damos por sentado y al analizar el acto 
legislativo que nos ocupa queremos primero agradecer 
este espacio, realmente no lo esperábamos, creíamos 
que el trámite legislativo iba a ser tan rápido que no 
íbamos a tener oportunidad de dar nuestras opiniones, 
esperemos que ellas sean escuchadas y ojalá, estamos a 

al acto legislativo y si no pues dejamos una constancia 
histórica de nuestras observaciones.

Lo primero que nos preocupa es que el acto legislati-

en el tema de víctimas, en la centralidad de víctimas, en 
una de las últimas ponencias ya hay una frase general 
pero creemos que se podría hacer mayor esfuerzo para 
realmente darle esa centralidad a las víctimas y no de-
jarlo todo a la ley.

Aunque sabemos que es una jurisdicción especial 
creemos que si se debe articular debida forma con la 
rama judicial, no en vano esa rama judicial ordinaria ha 

acuerdo por ejemplo como lo contiene el acuerdo de 
paz el tema de la revisión de tutelas. 

Las reglas que están previstas en ese proyecto de 
acto legislativo Sujetan el ejercicio de las competen-
cias propias de la corte constitucional a un derecho de 
veto de facto, y ahí creemos que realmente, que hay 
sustitución de la constitución, el tema de la revisión de 
las sentencias, también creemos que se puede ajustar el 
artículo sexto del proyecto que dice que procede contra 

-
to y en relación con este o con la protesta social.

Podría deducirse que la protesta social es un supues-
to independiente y creemos que es la protesta social 

haber alguna precisión al respecto, con respecto al mo-
delo de gestión nos pareció su diseño exagerado cree-
mos y nos hubiera gustado ver otro diseño de la juris-
dicción especial para la Paz.

Sabemos que van a terminar saliendo muchas de 

él por amnistía e indulto, si se va a quedar juzgando 
muy pocas personas íbamos a tener un gran aparato 

burocrático que va a ser muy difícil de reducir, igual-
mente ojalá el acto legislativo precisara como lo dice 
la Defensoría del Pueblo el término exacto en que va a 
durar esta jurisdicción y eventualmente en caso de que 
hubiera necesidad de ampliar la que fuera por una ley 
especial, por ejemplo por mayorías especiales para que 
sea realmente excepcional. 

En otros aspectos del modelo de gestión el régimen 
disciplinario, el proyecto de acto legislativo confunde 
el régimen, dice que puede ser el mismo de jueces y 
magistrados y son regímenes diferentes, entonces hay 
que hacer alguna precisión, quisiéramos que de entrada 
se prohibiera la puerta giratoria entre cortes y esa juris-
dicción porque creemos que eso va a suceder, que es de 
la meritocracia en el proceso de selección de los ma-
gistrados y que sea transparente, hay que aclarar esas 

se me está acabando el tiempo de dos puntos, el prime-
ro la participación de la Procuraduría, la corporación 
siempre ha dicho porque le ha hecho seguimiento sis-
tema penal acusatorio que la Procuraduría no debería 
estar en un sistema de partes, pero este seguimiento que 
le hemos hecho durante 10 años al sistema penal acu-
satorio hemos podido constatar muchos casos en que el 
papel de la Procuraduría es fundamental en los proce-
sos porque desafortunadamente hay muchas fallas aún 
y equilibra en muchos casos realmente los procesos y 
más en este momento.

Yo creo que es un debate que aún no está cerrado 
en el país, que vale la pena dar con tranquilidad y yo 
creo que en este momento en un caso tan importante 
como la Jurisdicción de Paz y debería tener un papel 
en el proceso en la Procuraduría, probablemente como 
participante en los procesos o como representante de 
víctimas en caso de que la víctima necesitó la represen-
tación para no confundir el papel de la defensa.

Y también y no porque hayan llegado aquí ni el Fis-
cal, ni el Procurador, porque fue un tema que discuti-
mos en unas reuniones de organizaciones de la socie-
dad civil ampliadas que estamos haciendo de diferente 
espectro ideológico que estamos haciendo del deber 
por lo menos de entendernos, estuvimos revisando en 

a la agenda y lo de la reincidencia y lo de los delitos 
continuados.

Consideramos que con respecto a las reincidencias 
si es un nuevo delito indudablemente eso es compe-
tencia de la jurisdicción ordinaria, y debe acarrear la 

a delitos continuados indudablemente para que la JEP 
-

do debe ser el reconocimiento de la JEP, pero se debe 
-

ción.
En lo que no nos pusimos de acuerdo y que yo creo 

que ese es un debate que podemos dar cuando estemos 
tramitando la ley es en la máxima sanción es la ordina-
ria o es la que contiene la JEP, hemos hecho entrega a 
la mesa de un comunicado conjunto que hicimos donde 
están todos los demás detalles de la jurisdicción espe-
cial para la Paz y para información de todos ustedes y 
elección visible, coalición de la que soy vocera vamos 
a hacerle seguimiento a la selección de los magistrados 
y también a la corporación para montar un observatorio 
de la jurisdicción especial para la Paz que esperamos 
que sea de utilidad para todos los colombianos.
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Mil gracias.
La presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-

tor Fernando Carrillo Flórez, Procurador General 
de la Nación:

Muchas gracias señor presidente de la Comisión 
Primera del Senado, señor Presidente del Consejo de 
Estado Jorge Octavio Ramírez, señor Fiscal General de 
la Nación, señora Presidenta de la Sala Administrati-
va del Consejo de la Judicatura, doctor Jaime Orlando 

invitados especiales.
Creo que debe tener la oportunidad de hacer algu-

nas precisiones sobre la justicia especial para la Paz en 
función de la misión que ha asumido hace escasamente 
cuatro semanas es un privilegio por lo que represen-
ta en términos de la institucionalidad del país, yo creo 
que el debate de fondo es exactamente ese, es la im-
plicación de lo que viene de atrás, de lo que estamos 
reformando y del futuro en términos de la preservación 
de unos controles establecidos en nuestra historia cons-
titucional, casi que desde las primeras constituciones.

Yo quisiera recordar aquí que la Procuraduría Gene-
ral de la nación es la primera institución de control que 
nace en nuestro ordenamiento constitucional, data de 
1830 y desde su instauración ha tenido una misión cla-
rísima desde el punto de vista de su participación en un 
primer lugar en los procesos judiciales, su naturaleza 
primigenia arrancaría y precisamente como posterior-
mente en la medida en que las funciones preventivas 

-
cionalidad colombiana.

Por eso diría que es un elemento esencial, vertebral 
de los frenos y contrapesos de nuestro sistema demo-
crático, creo que cualquier atentado para eliminarla de 
una actuación de carácter judicial es vulnerable el nú-
cleo de nuestra constitución, es poner en entredicho la 
parte dogmática de la misma y por eso independiente-

entorno de los organismos de control me parece que 
nadie como la institución de la Procuraduría está llama-
da a jugar un papel en la justicia especial.

Porque así lo ha jugado en los diversos intentos de 
justicia especial que se han puesto en marcha, yo quie-
ro recordarles que a mí me tocó ser el presidente de la 
Comisión de Justicia de la Asamblea Nacional cons-
tituyente que se ocupó de la justicia y del ministerio 
público, y lo que hicimos en el 91 fue dotar de mayor 
autonomía, de mayor presencia institucional y por su-
puesto de mayor efectividad como entidad que tiene la 
titularidad de los contrapesos en nuestro sistema demo-
crático.

Luego, desconocer el papel de la Procuraduría en 
esta instancia es desconocer el ordenamiento consti-
tucional, es desconocer los equilibrios que son funda-
mentales para nuestro sistema político y por eso quiero 
decirlo abiertamente estamos alertando como lo hemos 
hecho desde el comienzo al país sobre la exclusión de 
una institución que es crucial para el buen desenvol-
vimiento de esta justicia especial de paz, tanto en los 
procesos de paz del M-19 como en la justicia especial 
de paz, justicia y paz en el caso de los procesos de los 
años 90 y comienzos de este siglo, la Procuraduría ha 

-
tor equilibrador de los derechos intervinientes en el 

proceso máxime hoy en día cuando se ha dicho que las 
víctimas están en el corazón de este proceso de paz.

De tal manera que el riesgo es grande, se corre un 
riesgo cierto y potencial, para ponerle simplemente un 
ejemplo, si un magistrado de la justicia especial de paz 
impide al ministerio público participar, que tiene por 
antonomasia la defensa de los intereses de la sociedad, 
yo creo que perfectamente cabría todo tipo de acción de 
nulidad sobre un proceso de esa naturaleza.

Yo los invito señores Senadores a que no se corra 

institucionalidad ha jugado esta institución, porque ha 
sido garantía de transparencia, ha sido garantía para 
evitar el desbordamiento de los magistrados en algunos 
casos y casos o traer aquí a colación y sobre todo, in-
sisto, las víctimas van a tener una representación, van a 
tener una entidad que con todo el bagaje histórico que 
tiene va a velar por sus intereses en la justicia especial 
de paz.

Para desplazar a la Procuraduría de la justicia espe-
cial de paz sería cercenarle esa posibilidad a las vícti-
mas, la labor de representación del ministerio público 
en los procedimientos penales materializa los límites 
precisamente en el ejercicio de las funciones intervi-
nientes en el proceso penal, de los operadores judicia-
les, porque la defensa de los intereses de la sociedad 
que es precisamente el principal mandato constitucio-
nal permite que esa labor, ya lo he dicho, esté inserta 
precisamente en la razón de ser de nuestra constitución 
y no en un simple accidente de la historia de nuestro 
sistema constitucional.

El ministerio público en casos anteriores ha adver-
tido de errores en estas jurisdicciones, el ministerio pú-
blico ha evitado posibles nulidades en las actuaciones, 
el ministerio público a través de sus intervenciones que 
cada día por supuesto habrá que seguir resonando ha 
servido para legitimar por ejemplo etapas preclusivas 
de los procedimientos.

El ministerio público a su vez ha servido en las jus-
ticias especiales para sistematizar comportamientos 
dentro de las actuaciones procesales diversas que se 
dan dentro de esta jurisdicción, para retroalimentar con 
buenas y malas prácticas en ejercicios de innovación 
legal y jurisprudencial que han sido fundamentales, 
aquí estamos hablando de un actor que ha servido es 
para construir y no para obstaculizar los derechos de 
los colombianos y en este caso hacia el futuro lo hará 
con los derechos de las víctimas.

De tal manera que hemos coadyuvado de manera 
directa en la realización de los derechos de los colom-
bianos, esta institución de la Procuraduría no solo de 
las partes sino de todos los intervinientes, por eso señor 
Presidente, creo que esto sería no solamente una afren-
ta contra la constitución sino un gran retroceso demo-
crático en la medida en que de lo que se trata aquí es 
de respetar unos controles, de dotar de garantías a las 
partes y sobre todo, insisto, develar por los derechos de 
las víctimas.

Lo que está claro es que en el pasado, en estas ju-
risdicciones especiales de paz que esta institución ha 
obrado siempre con ponderación, con equilibrio, con 
sensatez, y ese es nuestro compromiso, que quede cla-
ro, señor Presidente, si algunos argumentos aquí se pu-
dieron ventilar en el sentido de que esta institución no 
cree en la paz o va a convertirse en un obstáculo para 
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el proceso mismo, que ese no es el caso, en el caso par-
ticular de la gestión que estoy desempeñando desde el 
pasado 16 de enero.

-

vocero de los derechos de las víctimas en esta jurisdic-
ción, muchas gracias señor Presidente.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-
tor Jorge Octavio Ramírez Ramírez, Presidente del 
Consejo de Estado:

Gracias señor Presidente, primero, en primer lugar 
quiero extender un saludo al señor Fiscal, al señor Pro-
curador, a la señora Presidenta del Consejo superior de 
la Judicatura, y a los señores Senadores y señoras Sena-
doras agradeciendo la invitación que nos hacen a esta 
audiencia pública para exponerle las observaciones y 
comentarios que el Consejo de Estado, que tienen rela-
ción con el proyecto acto legislativo para la organiza-
ción de la jurisdicción especial de paz.

Primario como en escenarios como es que a juicio 
del Consejo de Estado son propicios para que en el 
marco de la colaboración armónica entre los poderes 

órganos máximos de la rama jurisdiccional sobre los 
puntos que buscan desarrollar, pactados en el acuerdo 
de paz y concretamente en este caso sobre la jurisdic-
ción especial de paz.

Todo partiendo de una premisa fundamental de que 
buscamos aportar a esa aspiración de paz que anima a 
todos los colombianos garantizando los derechos de to-
dos y asegurando la vigencia de la democracia el Esta-
do social de derecho, de los elementos esenciales de la 
constitución política, del orden convencional en dere-
chos humanos y el derecho internacional humanitario.

Recuerden, el Juez, señores Congresistas, contri-
buye decisivamente al funcionamiento y preservación 
de la democracia y por eso en opinión del Consejo de 
Estado salvo en circunstancias excepcionales como 
ocurre con la jurisdicción especial de paz que es transi-
toria y temporal no parece conveniente ni ajustado o de 
derecho la creación de otros órganos jurisdiccionales 
sustituyendo así el modelo de organización jurisdiccio-
nal que trae la constitución política por razones de tipo 

Esa es la idea que inspira nuestra intervención, 
dado que un examen integral de la rama jurisdiccional 

pueda tener y que no dejamos de reconocer garantía 
de convivencia y de imparcialidad tanto en la justicia 
ordinaria como en la jurisdicción contencioso adminis-
trativa en nuestro caso y en relación con la Jurisdic-
ción Especial de Paz respecto de la responsabilidad del 
Estado me acordé naturalmente con los mandatos del 
Constituyente del 91 y en especial y en especial en re-
lación con la verdad, la justicia y la reparación de todas 
las víctimas de actuaciones estatales y por sobre todo 

superarse con el acuerdo logrado con la insurgencia.
-

tencioso administrativa con el Consejo de Estado a la 
cabeza es la autoridad judicial en América Latina que 
más experiencia que tiene sobre reparación de víctimas 

del control de convencionalidad y de la reconstrucción 
-

tizar la responsabilidad estatal sobre la base de estánda-
res internacionales en materia de reparación es tarea en 
la que se destaca la jurisdicción contencioso adminis-
trativa al aplicarla en los casos concretos que tiene por 
objeto, es decir aquellos que juzga o falla en materia de 
violaciones de derechos humanos o graves infracciones 
al derecho internacional humanitario, dando así cum-
plimiento a las obligaciones internacionales del Estado 
colombiano por ser el juez contencioso administrativo 
la autoridad judicial natural del derecho internacional 
en materia de responsabilidad estatal.

Hecho que además corrobora la solidez institucio-
nal del Estado colombiano en materia de justicia si se 
confronta con las experiencias en otros países que han 
iniciado procesos de transición hacia la paz, por lo an-
terior esta intervención tiene como objetivo destacar 
que la jurisdicción contencioso administrativa como 

a la misma como garante de esas pautas o estándares 
convencionales o jurisprudenciales como que ello, esto 
es mantener la competencia de la jurisdicción conten-
cioso administrativa en materia de reparación de daños 

-
ce los propósitos de la jurisdicción especial de paz a 
través del aporte que hemos hecho y podemos seguir 
haciendo en materia de verdad, justicia, reparación y 
garantías de no repetición. 

Mi intervención, señores Senadores y Senadoras, el 
horno girará en torno a tres aspectos fundamentales, los 
relacionados con el Sistema de Justicia Transicional, 
los relacionados con la Rama Judicial y los relaciona-
dos con la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

En relación con el Sistema de Justicia Transicional 
nos permitimos hacer los siguientes comentarios, pri-
mero, consideramos que se debe establecer con clari-
dad en qué estructura de Estado, en qué poder público 
mejor, se encuentra la jurisdicción especial de paz, a 
nuestro juicio la jurisdicción especial de parte de hacer 
parte de la estructura de la rama judicial como jueces 

constitucional de justicia o de organización jurisdiccio-
nal que trae nuestra Constitución, ello para preservar el 
poder para ello para preservar el equilibrio de poderes y 
la estructura del Estado consagrada en la Constitución 
del 91 que no quede como una rueda suelta para todos 
los aspectos constitucionales y legales.

Dado su carácter transitorio excepcional considera-
mos que esta jurisdicción especial está llamada a cono-
cer de las conductas por causa y con ocasión y en rela-

consecuencias que puedan derivarse de ello, pero man-
teniendo siempre la competencia que históricamente 
ha tenido la jurisdicción contencioso administrativa 
respecto del control de legalidad de las aportaciones 
estatales y la declaratoria responsabilidad del Estado 
por daños antijurídicos.

Si la razón de ser de esta justicia especial de paz 
tiene sentido tomando como referente a la justicia tran-
sicional debe tenerse en cuenta que la justicia transicio-
nal lo que busca es juzgar la conducta de las personas, 
de los seres humanos, de las personas que integran las 

-
sabilidad institucional del Estado colombiano por los 

En ese sentido consideramos que la jurisdicción 
especial de paz no puede sustituir la jurisdicción con-
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tencioso administrativa que es la que juzga la respon-
sabilidad del Estado, esto es al juez permanente no solo 
por razones jurídicas o de conveniencia sino poético 
constitucional y de derecho internacional.

Todo partiendo repito, que la premisa fundamen-
tal de la justicia transicional es el juzgamiento de las 
personas y no del Estado, además consideramos que la 
independencia e imparcialidad y autonomía que prego-
nan tanto nuestra carta política como todos los instru-
mentos internacionales como características esenciales 
del juez deben aplicarse en lo que tiene que ver con la 
elección y nombramiento de los Magistrados que inte-
grarán la jurisdicción especial de paz.

reglas mínimas, son unos criterios de mérito para la se-
lección de esos magistrados que integran la jurisdicción 
especial de paz con un procedimiento que garantice la 
publicidad a través de una convocatoria pública con la 
posibilidad de que la ciudadanía presente observacio-
nes y que la selección responda a la experiencia profe-
sional, la trayectoria y formación académica otros para 
asegurar la idoneidad de los relacionados más cuando 
ellos no están sometidos al régimen de carrera judicial.

Igual sugerencia hacemos sin desconocer la rela-
ción jerárquica propia del órgano acusador respecto de 

y/o acusación los cuales serán nombrados y posesiona-
dos por el director de la misma unidad.

Dada además la diferencia o la división del traba-
jo entre las diferentes salas y dependencias de la ju-
risdicción especial de paz consideramos que la puesta 
en funcionamiento de la jurisdicción especial de paz 
debe obedecer, debe ser gradual, no tiene sentido que 
se pongan a funcionar simultáneamente todas las salas 
en la medida en que todas no iniciarán funciones de 
manera inmediata.

La sala de apelaciones por ejemplo que solamente 
empezará a funcionar cuando las otras salas, la de ver-
dad y reconocimiento las otras salas de la jurisdicción 
especial de paz vayan produciendo decisiones que de-
ban llegar a la sala de apelaciones, por esa razón repito 
consideramos que debe obedecer a esa razón de gra-
dualidad.

Atendiendo además razones de celeridad y econo-
mía y razones de constitucionalidad consideramos que 
el reglamento de funcionamiento sobre todo las normas 
procedimentales de esa jurisdicción especial de paz de-
ben ser expedidas por el Congreso de la República, en 
esa materia consideramos que impera el principio de 
reserva de ley y en esa medida cualquier procedimiento 
o reglas del procedimiento que desconozcan ese prin-
cipio de reserva de ley podrían verse afectadas de in-
constitucionalidad.

 Cabe recordar aquí repito del principio del derecho, 
de la reserva de ley y el derecho al debido proceso de 
garantizar precisamente que sea el legislador quien dic-

que tiene sustento repito en nuestra Constitución y en 
los instrumentos internacionales más concretamente en 
la Convención Interamericana de Derechos Humanos.

En lo que tiene que ver con los asuntos relacionados 
con la rama judicial nos parece que la inclusión en re-
glamentación de la acción de tutela contra acciones u 
omisiones de la jurisdicción especial de paz puede faci-
litar o evitar los llamados choques de trenes que pueden 

agudizarse si se crean otros organismos jurisdicciona-
les por fuera del modelo judicial que existe hoy en día.

Mecanismo que incluso podría hacerse extensivo de 
manera permanente a las otras cortes como un medio 
o instrumento para solucionar los denominados cho-
ques de trenes, creemos además que deben precisarse 
los presupuestos de procedencia de la tutela contra las 
decisiones de la jurisdicción especial de paz y en ese 
sentido pensamos que lo más razonable es seguir las 
pautas que en esa materia, es decir, el de tutela contra 

-

y objetivas para la selección de las tutelas del sistema 
integral de verdad, justicia, reparación y no repetición 
selección que además consideramos debe hacerse en la 
audiencia pública.

Ahora, en relación con la jurisdicción contencioso 
administrativa, el constituyente del 91 y desde antes 
asignó a la jurisdicción contencioso administrativa la 
reparación de los daños causados por actuaciones ins-
titucionales y la reparación integral de los perjuicios 
sufridos por las víctimas tarea que viene cumpliendo 
esta jurisdicción repito desde antes de la Constitución 
del 91 y que armoniza además con los deberes interna-
cionales del Estado colombiano dentro del subsistema 
americano de derechos humanos y global del Derecho 
Internacional Humanitario.

Por eso hemos dicho que debe preservarse la com-
petencia de la jurisdicción contencioso administrativa, 
la jurisdicción contencioso administrativa ha contri-
buido al esclarecimiento de la verdad con los diversos 
fallos que en esa materia es decir, en la indemnización 

expedidas por jueces tribunales y Consejo de Estado, 

-
lativo se explicite que la responsabilidad derivada de 
la derivada de la actuación de los agentes estatales que 
comprometa la responsabilidad del Estado debe perma-
necer en cabeza de la jurisdicción especial de paz.

Tenemos también tenemos algunos comentarios en 
relación con la acción de repetición regular entre otras 
en las normas de amnistía e indulto, consideramos que 
el pensar que esta acción de repetición que del texto 
pueda colegirse que la regla general en la extinción 
de la acción de repetición puede vulnerar elementos 
esenciales de nuestra carta política concretamente del 
artículo 90 de la Constitución y afectar también los de-
rechos de las víctimas en la medida en que en la acción 
de repetición sería la responsabilidad personal de los 
agentes lo que es determinante para el esclarecimiento 

-
gral.

Otro aspecto que, otro aspecto que también debe 
dejarse muy claro son los efectos de las sentencias que 
se expidan en la jurisdicción especial de paz condena-
torias o absolutorias frente a la actuación de los agen-
tes del Estado y su relación con el servicio nexo que 
permite predicar la responsabilidad del Estado, garanti-
zando, creemos nosotros, en todo caso la inmutabilidad 
de la unidad e independencia de las sentencias de la 
jurisdicción contencioso administrativa al desligar la 
responsabilidad institucional del Estado de la respon-
sabilidad personal de sus agentes.

Hoy en día recuerden ustedes que considera la juris-
prudencia que esas decisiones de carácter penal, hablo 
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de la justicia ordinaria, no tienen carácter vinculante 
para efectos de la responsabilidad estatal dado que la 
jurisdicción contenciosa examina la responsabilidad de 
la institución y no la responsabilidad personal princi-
pio que a nuestro modo de ver se debe mantener ex-
plicitando repito las competencias en esa materia de la 

las que son propias de la jurisdicción contencioso ad-
ministrativa.

Porque consideramos que de resaltarse en la discu-
sión de este proyecto de jurisdicción especial de paz y 
en general en todos aquellos proyectos normativos que 
tengan que ver con el acuerdo de la Habana debe resal-
tarse repito el enfoque de género, que debe ser trans-
versal a la implementación de la justicia transicional, 
no solamente en la conformación de la jurisdicción es-
pecial de paz donde debe tenerse en cuenta ese enfoque 
de género sino lo que tiene que ver con el esclareci-
miento de la verdad y la participación pasiva o activa 

En relación con el artículo 17 del proyecto de acto 
legislativo guardamos serias reservas, el artículo 17 del 

la reparación de los daños causados y creemos que tal 
como está redactado atenta contra el derecho interna-
cional y los principios convencionales y las normas 
internas entre tanto no permite la reparación integral 
del daño.

Reparen ustedes qué hace referencia como pautas 
para la indemnización a la equidad en la distribución 
de la distribución en los recursos disponibles y otros 
más…

La Presidencia interviene para un punto de or-
den:

Cinco minutos más.
Recobra el uso de la palabra el doctor Jorge Oc-

tavio Ramírez Ramírez, Presidente del Consejo de 
Estado:

Gracias señor Presidente, trataré de ser muy breve 
para rematar la intervención, pero ustedes entenderán 
que esto es demasiado importante para la jurisdicción, 
trataré de ceñirme entonces señor presidente.

Con la venia de la Presidencia y del Orador, in-
terpela el honorable Senador Germán Varón Cotri-
no:

Muy rápida y muy sencilla, me parece que es de la 
mayor importancia poder oír todos los argumentos, un 
límite me parece que le puede impedir al Magistrado 
explicar con claridad temas que me parece que son ab-
solutamente claros dentro de la exposición que él hace, 
le pediría señor presidente que le permitiera terminar 

Recobra el uso de la palabra al doctor Jorge Oc-
tavio Ramírez Ramírez, Presidente del Consejo de 
Estado:

Trataré de ser muy breve, el artículo 17 del proyecto 
-

demnización de perjuicios que atienden a criterios más 

nosotros consideramos que en esa medida este artículo 
puede violar no solamente las normas internas que par-
ten del principio de la recta de reparación integral de 

las víctimas sino que también puede violar toda la nor-
mativa internacional en materia de derechos humanos 
y Derecho Internacional Humanitario.

Recuerden ustedes que uno de los puntos pactados 
en el acuerdo de La Habana es precisamente el acoger 
esos acuerdos o normas de carácter internacional, esta-
mos hablando de los principios del derecho internacio-
nal, de los derechos humanos, el Derecho Internacional 
Humanitario, del estatuto de Roma, de los fallos profe-
ridos por la corte interamericana de derechos humanos 
etcétera,

Donde el principio básico en principio, el preceden-
te incluso podemos decir que la reparación integral de 
las víctimas, entonces cualquier norma que limite la re-
paración integral de las víctimas a nuestro modo de ver 
no solamente pueden ser inconstitucionales sino que 
podrían ser aplicadas en virtud de que violan normas 
convencionales y apelando o acudiendo al instrumento 
de control de convencionalidad que saben ustedes ha 
sido reconocido no solamente por nuestra Constitución 
sino por la Corte Constitucional y por el Consejo de 
Estado en diversas sentencias.

Por eso cualquier decisión de los poderes públicos, 
constituyentes, legislativo, administrativo, o judicial 

-
nales pueden llevar a esas consecuencias, carecerían de 
fuerza vinculante, podrían ser objeto de excepción de 
constitucionalidad o de inaplicación, naturalmente con 

-
ramericana de Derechos Humanos.

a través de la historia y en especial nuestra historia 
republicana en el juez contencioso administrativo ha 
sido y es el llamado a defender con mayor amplitud la 
garantía de igualdad de la ley ante todas las personas, 

-
bia la jurisdicción contencioso administrativa ha actua-
do con imparcialidad, autonomía y publicidad defen-
diendo la protección activa de los derechos humanos, 
la aplicación de las reglas del Derecho Internacional 
Humanitario y de los derechos humanos en el orden 
interno contribuyendo al esclarecimiento de la verdad 

causados por los agentes estatales y contribuyendo a 
la consolidación de un orden justo y a la convivencia 

Esa es nuestra aspiración, ese es nuestro deber, ese 
es nuestro propósito y con ese ánimo concurrimos a esta 
audiencia pública y aquellas otras que en lo que tenga 
que ver con la implementación del acuerdo tengan a 
bien ustedes señores Congresistas invitarnos siempre 
bajo la idea de que el papel del juez imparcial, el juez 
independiente, el juez permanente es el que debe velar 
y regir la implementación de los Acuerdos de Paz.

Muchas gracias señor Presidente.
La Presidencia concede el uso de la palabra al 

honorable Senador Eduardo Enríquez Maya:
Muchas gracias señor Presidente, un saludo muy 

respetuoso al señor Procurador, al señor Fiscal, a los 
señores Presidentes de las Cortes, los señores Senado-
res, a los asistentes, muy rápido señor Presidente, usted 
doctor Motoa se ha caracterizado por ser un buen Pre-
sidente de la Comisión Primera Constitucional, en se-
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gundo lugar por la importancia del tema supremamente 
importante este tema.

Sugerirle más todavía cuando son 35 - 36 los inter-
vinientes y han intervenido 10, faltando 25 intervencio-
nes sugerirle que si no es posible continuamos mañana, 
es que es muy importante escuchar a estas personali-
dades quedan muchas luces, de ahí que concédales el 
tiempo necesario señor presidente, lo digo con todo 
respeto porque estos documentos van a ser de muchísi-
ma utilidad para este propósito esa es mi corta interven-
ción y mi sugerencia señor presidente, muchas gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-
tor Néstor Humberto Martínez Neira, Fiscal Gene-
ral de la Nación: 

Muchas gracias señor Presidente, un saludo muy 
especial Presidente del Consejo de Estado, a la seño-
ra Presidenta del Consejo Superior de la Judicatura, 
al señor Procurador General de la Nación, al Alto Co-
misionado Para la Paz, a las honorables Senadoras y 
honorables Senadores y los distinguidos invitados que 
hoy participan en esta audiencia pública.

Empiezo por reiterar una premisa de nuestra inter-
vención en esta audiencia, la Fiscalía considera que el 
tránsito hacia la reconciliación, hacia la paz, implica 

-
to, y eso comporta a apelar a mecanismos de justicia 
transicional que nos permitan en medio de seguridad 
jurídica, en medio de un modelo que el Estado colom-
biano tiene derecho a desarrollar dar ese paso hacia la 
reconciliación desde la perspectiva de lo legal, de lo 
jurídico, pero asegurando al mismo tiempo que esa paz 
sea estable y duradera.

Lo que quiere decir que en un Estado y en una na-
ción santanderista, no hagamos tránsito a un ciclo de 

desde el punto de vista de la confrontación armada.
En otras palabras el trabajo que muy respetuosa-

mente le invito a hacer a la Comisión primera del Sena-

jurídico a través de unas normas claras, que le den cer-
teza a la sociedad en su conjunto y no solamente a unos 

de lo que se trata justamente es de postular un sistema 
de justicia especial para todos los colombianos en el 
contexto de nuestra institucionalidad democrática, de 
la Constitución del 91, y de lo más preciado de nuestras 
instituciones jurídicas.

En ese sentido, quiero invitar muy respetuosamen-
te al señor apoderado de las Farc a que en este ciclo 
en que estamos aprendiendo a hacer un nuevo ejerci-
cio dialéctico de democracia mucho más profunda, no 
apeguemos a la intolerancia como recurso discursivo 
para imponer las ideas, sino apeguémonos al uso de la 
razón.

Y esto resulta ser necesario porque el abogado espa-
ñol en el día de hoy se ha ido lanza en ristre contra toda 
la justicia colombiana, contra los jueces de Colombia 
y contra la Fiscalía General de la Nación por el simple 
pecado de que los servidores del poder judicial se han 
empeñado en cumplir la Ley 1820 de 2016.

Yo no conozco cómo funcionan las instituciones 
de contramarca, pero lo que sí conozco es que en Co-
lombia los servidores de la justicia nos empeñamos en 

cumplir a pie juntillas con lo que dicta nuestra Cons-
titución y la ley, y se ha dicho que se ha impedido el 
desarrollo de la ley de amnistía por parte de los jueces y 

En primer lugar es imposible a estas alturas darle 
desarrollo a la ley contra la voluntad de la jurisdicción 
ordinaria, porque no se nos han dado los instrumentos 
para hacerlo, sabe el señor alto comisionado para la paz 
porque así lo hemos conversado varias veces que se 
necesita un decreto reglamentario que permita la cum-
plida ejecución de la ley y a estas alturas el señor alto 
comisionado para la paz podrá dar crédito de ello el 
decreto no se ha podido expedir por un desencuentro 
que hay en estas materias porque no solamente en ma-
teria de acto legislativo y de leyes sino en los decretos 
reglamentarios hay una atadura que impone contar con 
el consentimiento de las Farc.

Y está bien para que haya seguridad jurídica de to-
das las partes, pero no se ha podido lograr y no se ha 
podido expedir el decreto siendo hoy martes las 12 del 
día aun 40 días después no existe el decreto reglamen-
tario, pero es que además la ley impone que se expida 

-

proceso de dejación de armas en el cual intervienen las 
propias Farc.

Y ni las Farc ni el gobierno le han producido a los 
-

promiso de no repetición, entonces ese que es un requi-
sito sine qua non del artículo 18 de la Ley 1820 no lo 

señor Alto Comisionado Para La Paz, de los miembros 
de la antigua guerrilla que se están reinsertando, una 
vez ha sido el revisado el listado entregado por las Farc 

parte del Estado colombiano.
No podría ser menos, porque a veces nos refunden 

en estos listados, señor alto Comisionado, personas de 
un pasado muy oscuro que han sido comprometidos es 
con el delito ordinario particularmente con el narcotrá-

pasar en este proceso cuando como lo conoce el país se 
nos estaba intentando colar el señor Segundo Alberto 
Villota por virtud de lo cual hay cuatro capturados re-
cluidos intramuralmente, tres de ellos aceptaron cargos 
y ya expresaron ante la justicia que recibieron dinero 
para colarse en los listados de las Farc y que ni el Go-

Entonces cómo le van a pedir a los jueces y a los 
-

nador Barreras, se concedan las amnistías correspon-
dientes, que quede claro, aquí hay una institucionalidad 
que hay que cumplir, y unas leyes que juramos cumplir 
y que las vamos a cumplir no solamente por mandato 
constitucional sino porque tenemos convicciones de-
mocráticas que se deben cumplir.

Que cuando unas personas se reinsertan tienen dere-
cho a la amnistía, pero en los términos de la ley, en los 
términos de la ley, en su momento no participamos en 
la discusión de la Ley de Amnistía, se sometió aquí a un 
fast track, poco se discutió esto a las volandas en priva-

gobierno que iban a cometer errores graves como por 
ejemplo hacer intervenir a los jueces en estos proce-
sos, se confunden mecanismos de subrogados penales 
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con mecanismos de amnistía, quedaron en la misma ley 
esto pasó a las volandas por el Congreso de la Repúbli-

Es esa la razón por la cual de la manera más respe-
tuosa y le pedimos a esta célula congresional que se 
aproxime al acto legislativo de la jurisdicción especial 
para la Paz con mucho rigor jurídico, ese rigor jurídico 

-
ceso, y que no se gradúe, que no se nos gradúe como 
enemigos de la paz, a quienes estamos velando estric-
tamente por la seguridad jurídica del proceso de paz en 
Colombia.

Como me permito hacerlo en unas muy limitadas 
observaciones que quiero hacer, ¿qué es lo que ha di-

grueso, en lo esencial, en lo que tiene que ver con el 
corazón del proyecto, en primer lugar hemos dicho que 
el propio acuerdo dice que la jurisdicción especial para 
La Paz se aplicará solamente para aquellos que suscri-

-
mos dicho al gobierno y al Congreso desde el debate 
parlamentario de la cámara de la jurisdicción especial 
de paz en primer término no puede aplicarse a los disi-
dentes, porque se violaría, hemos salido es a la defensa 

acuerdo de paz en materia de justicia transicional
respecto de los competentes de grupos armados al 

margen de la ley y el componente de justicia el sistema 

de paz con el gobierno, los disidentes no suscribieron 
el acuerdo, no se les puede aplicar el sistema de jus-
ticia transicional, pero es que es apenas elemental, lo 
dicta el sentido común, los ilustrados delegatario que 
acudieron a la redacción de este acuerdo lo hicieron 
correctamente entonces hay que aplicarlo.

¿Y qué pasaba con el acuerdo? El acto legislativo 
decía que la jurisdicción especial de paz conocería con 
carácter excluyente de todas las conductas relacionadas 

-

resulta que los disidentes incurrieron en delitos relacio-

esa jurisdicción es excluyente la jurisdicción ordinaria 
no podía conocer de esos delitos.

El señor Alto Comisionado Para la Paz, me satisfa-
ce mucho dijo públicamente en un comunicado que en 
efecto los disidentes no podían ser parte de la agenda, 
tiene razón y eso es lo que dice el numeral 32, pero 
grave error el que se cometería de lesa humanidad es 
decir dejar la norma como estaba vigente porque si la 
competencia del agente era exclusiva para los actos del 

-
da de los disidentes señor alto Comisionado.

Porque ni él y esos conceptos podía conocer la JEP 
porque estaban por fuera de la JEP, ni la jurisdicción 
ordinaria porque de ellos solo podía conocer la JEP ese 
fue el pequeño error que nos atrevimos a mencionar 
en la Comisión Primera y que fue el prolegómeno del 
bautizo de los enemigos de la paz.

Segundo, los reincidentes, Colombia tiene una vieja 
tradición en materia de procesos de reconciliación, la 
historia de Colombia tiene que ver lamentablemente 

hemos generado felizmente consensos políticos para 

construir una sociedad democrática que nos permita 
avanzar en paz hacia el desarrollo.

Y en esos procesos siempre hemos establecido unas 
reglas que hasta hoy se habían respetado, y es que los 

que se reinsertan son condicionadas, bueno, lo dice el 
acuerdo, una de las premisas es el principio de no repe-
tición, que hay que honrar y que el propio alto comisio-
nado para los derechos de Naciones Unidas dice que no 
tienen ningun desarrollo en los acuerdos, el principio 
de no repetición, o bueno tal vez una notica que por 
ahí hay que hacer para la amnistía que todavía no se ha 
redactado.

Entonces, ¿qué hemos dicho respecto de los reinci-
dentes? Lo único que le hemos pedido al Congreso res-
pecto de los reincidentes es que quien reincida estará 
sometido a la jurisdicción ordinaria, si quien secuestró 
hace 30 años vuelve a secuestrar Dios no lo quiera el 
año entrante o dentro de cinco años pues de su conduc-
ta debe conocer la justicia ordinaria.

Pero en ese caso le hemos pedido al Congreso se 
procure que ese principio de no repetición le lleve a la 

-
dicción especial de paz, es que no es un asunto de sola 
competencia y jurisdicción, es que en esa jurisdicción 

-
cio del tratamiento frente a la cooperación judicial in-
ternacional excepcional.

Pero si reincidió, si violentó principio de no repe-

es que estoy anclado en el modelo de justicia y paz, 
no, todos los instrumentos jurídicos que hemos creado 
en el Estado de derecho castigan la reincidencia, por 
ejemplo en este mismo Congreso Senador Serpa con su 
puño y letra la Ley 418 usted recordará que ha sido la 
puerta de entrada a estos procesos de paz.

Tan útil que nos ha sido, establecía que el indulto 
y la amnistía estarían sometidos a condición, o sea se 

-
de repetir y no pasa nada, es decir se conserva el be-

criminal y de política pública y hay que decirlo, pero 
alea iacta est, así quedó esto.

Pues cuando se va a hacer la jurisdicción especial 
de paz no puede ocurrir lo mismo, o sea el mensaje 
para los reincidentes es que abra Patente de Corso que 
después de ese overhaul que les hace la sociedad co-
lombiana para reinsertarlos en la vida democrática, re-
incidan y no pasa nada, no, no puede ser, en justicia 
y paz evidentemente al reincidente se le expulsaba de 
justicia y paz.

Entonces, ¿que hemos dialogado con el gobierno? 
Mire, está bien que en caso de reincidencia se aplique 
la justicia ordinaria pero que se establezcan las penas 
altas, propias por lo menos de la jurisdicción especial 
de paz y en todo caso que el tratamiento penitencia-
rio para el reincidente sea el tratamiento ordinario, la 
sociedad colombiana no aspiraría a nada distinto, por-
que no podía decirse que como la JEP tiene tratamiento 
penitenciario especial y no se pueden perder sus be-

ordinario en ese tratamiento preferencial que establece 
la jurisdicción especial de paz.
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Y creo que en esa materia ha habido encuentros, y 
estamos totalmente de acuerdo felizmente con el Go-
bierno, ¿en contra de la paz? Nos van a estigmatizar a 
todos aquellos que pensamos que hacer el tránsito ha-
cia la reconciliación tener que ser en el marco de un 
orden jurídico donde a todos se les imponga el poder 
disuasivo del derecho penal, a unos y a otros, a todos.

Tercero, los delitos estrechamente vinculados al 
proceso de dejación de armas siguen en la JEP, fue la 
Fiscalía la que en una carta que le envió al doctor De 
la Calle le dijo, mire, si solamente habrá competencia 
de la JEP hasta cuando entre en vigencia el acuerdo, 
cuando vayan los grupos hacia las zonas veredales, 

-
-

biana está observando en estos días, si en ese caso, si 
en ese tránsito se llegan a encontrar con funcionarios 
de la jurisdicción ordinaria se producirían capturas, por 
favor arreglen esa situación, y felizmente en el segundo 
acuerdo de paz lo arreglaron, la iniciativa de la Fiscalía 
General de la Nación para no torpedear el proceso de 
paz.

Y entonces se dijo en el nuevo acuerdo que los de 
delitos estrechamente vinculados al proceso de deja-
ción de armas siguen siendo competencia de la JEP 
estamos totalmente de acuerdo, nos da claridad, nos 
evita contenciones entre la jurisdicción ordinaria y la 
jurisdicción especial, así debe ser, pero le hemos dicho 
al Gobierno y por su muy digno conducto a las Farc, 
necesitamos saber ¿cuáles son los delitos estrechamen-
te vinculados?

La Fiscalía considera que el porte de armas, el uso 
privativo de uniformes de la fuerzas militares, de pren-
das de las fuerzas militares de los instrumentos de co-
municación, es apenas natural, pero no puede ser nin-
gún otro tipo de delito, inclusive en estos diálogos se 
alcanzó a discutir si la extorsión sería un delito estre-
chamente vinculado al proceso de dejación de armas.

Y para perplejidad propia no faltó quien dijera pues 

proceso de desmovilización pues ¿de qué van a vivir? 
Eso es absolutamente inaceptable, entonces ¿cuál es la 
respuesta que se nos ha dado? La respuesta que se nos 
ha dado es que eso lo designa un juez, las reglas de 
competencia son objetivas, es decir ex ante, esa es una 
regla del debido proceso, es una regla que nace de un 
principio cautelar de la sociedad de occidente, el ciuda-
dano tiene que saber antes de cometer un ilícito cuál es 
la ley a la que está sometida y cuál es por supuesto el 
juez natural que va a conocer de su conducta.

No estamos pidiendo nada sino que se aplique el 
principio del debido proceso, entonces imagínense que 
hoy no sabríamos cuáles son delitos estrechamente vin-

eso lo resuelva un juez ¿cuándo? Después de cometido 
el delito, a nosotros no nos parece, y este es un tema de 
profundo respeto a los principios vertebrales del dere-
cho al debido proceso, el derecho constitucional a un 
debido proceso.

por una ley, cuáles son esos delitos estrechamente vin-
culados al proceso de dejación de armas, la ley estatu-
taria, lo debían hacer ustedes en el texto de la Constitu-
ción, ya se ha perdido el pudor, el rigor del constituyen-
te en la redacción de normas, ya estamos haciendo ver-
daderas leyes en el marco de la Constitución, porque no 

lo hacemos de una vez, llamo seguridad ¿a quién?, a los 
que se están desmovilizando.

La Fiscalía se encontró a cinco funcionarios, a cin-
co personas desmovilizadas de las Farc en el Guaviare, 
iban en motocicletas robadas, con 10 millones de pesos 
cada uno en efectivo, armados, ¿qué tiene que hacer un 

conducta estrechamente vinculada a la dejación de las 
armas, no, no lo creemos, y fueron capturados y fue-
ron llevados ante la jurisdicción ordinaria, ¿tenía que 

seguridad jurídica a los desmovilizados y por favor de-
-

dicción ordinaria, no es mucho pedir.
Por otro lado, y tal vez es este el elemento que está 

pendiente de que lleguemos a un entendimiento con el 
gobierno, yo esperaría a que esto quede y debo hacerlo 
público porque el gobierno ha entendido las observa-

-
-

vación gruesa tiene que ver con los delitos de ejecución 
permanente.

Hoy dice el abogado contratado por las Farc, dice 
que es que se nos ocurrió esto tarde, que esa es una pro-
puesta extemporánea, no, no, lo que pasa es que y hay 
que decir con claridad el señor abogado de las Farc le 
falló a sus clientes, porque si yo hubiera sido su aboga-
do al momento de los acuerdos hubiese tenido mucho 
cuidado con el tema de los delitos de ejecución perma-
nente, mucho más cuando la jurisdicción hoy transna-
cional frente a los delitos de lesa humanidad ha tenido 
desarrollos como el de Pinochet que 30 o 40 años des-
pués por un delito de ejecución permanente generó un 
pronunciamiento no de la jurisdicción chilena sino de 
la jurisdicción internacional.

Pero en esos acuerdos se les olvido que hay unas 
conductas punibles que se proyectan en el tiempo, 
que son muchas, por ejemplo el lavado de activos, 
por ejemplo la desaparición forzada, por ejemplo el 
secuestro, por ejemplo el enriquecimiento ilícito, por 
ejemplo el test hace rato, por ejemplo, podría darles 
muchos ejemplos de delitos de ejecución permanente, 
y resulta que el acuerdo que lo hicieron mal qué pena 
que lo hicieran mal honorables comisionados dice en el 
numeral noveno que es regla de oro, vamos a cumplir 
los acuerdos, cumplámoslos.

Se aplicará la JEP “se aplicará únicamente a con-
ductas cometidas con anterioridad a su entrada en vi-
gor” claro, no podría ser de otra manera, porque es que 

-
bianos nos hemos tomado de las manos en un proceso 
de reconciliación y todos somos iguales frente a la ley.

Y me parece que era un mandato categórico la JEP 
conoce solo de los delitos con anterioridad a la vigencia 

-
vo, estamos de acuerdo, allí empezó la vigencia, pero 

-
dado con los delitos de ejecución permanente, porque 
el desmontar esos delitos en el tiempo en esta ex épo-
cas de transición pues sería un fenómeno complejo, lo 
advierte en la más buena fe la Fiscalía General de la 
Nación.

Entonces se dice que esta es una propuesta extem-
poránea, no, la propuesta extemporánea es la que hacen 
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de que la JEP corra todos sus fronteras, corre la cerca, 
y siga invadiendo la competencia de la jurisdicción or-
dinaria, en estricto rigor si un delito que inició su eje-
cución antes del 1° de diciembre del año pasado se pro-
yecta en el tiempo y continúa ejecutándose de acuerdo 

que se cumpla el acuerdo, pues se está llevando a la 
JEP a conductas que se cometen con posterioridad a 
su entrada en vigor, entonces lo que nos quieren ha-
cer creer es que donde dice cometidas con anterioridad 
debe leerse cometidas con posterioridad, y no, eso no 
es lo que dice el acuerdo, qué pena pero les quedó mal 
hecho.

Y uno cuando hace mal una minuta en un contrato 
tiene que ir a ponerle la cara al cliente y decirle me 
quedó mal hecho, y entre todos porque todos queremos 
la paz tenemos que sentarnos a ver cómo resolvemos 
semejante problema que nos generaron en la redacción, 
así de simple, así de llano, de tal suerte que señor presi-
dente y honorables senadores con humildad democrá-
tica, con las profundas convicciones de que es en esta 

-
tos asuntos que van a trasar el futuro de la República, 
les pido es que se empleen a asegurar que los acuerdos 
se cumplan, no que se incumplan.

a última hora se nos menciona que se pretende intro-
ducir al proyecto en el artículo primero una adición al 
sistema integral de verdad justicia y reparación y no 
repetición, ese artículo primero dice lo siguiente, “el 
sistema integral estará compuesto por los siguientes 
mecanismos y medidas, la Comisión para el esclareci-
miento de la verdad, la convivencia y la no repetición, 
la unidad para la búsqueda de personas dadas por desa-

-
do, la jurisdicción especial para la Paz, las medidas de 
reparación integral para la construcción de la paz y las 
garantías de no repetición”.

Este artículo quinto ¿A que corresponde? Corres-
ponde exactamente y es tomado del numeral 5.1 del 

sistema integral tiene cinco mecanismos y medidas, y 
ahora se nos dice que sí ocurrió un adicional, que es 
la emasculación de la Fiscalía General de la Nación, 

con investigadores propios, que se dediquen como lo 

es la más alta en la historia, 32% contra personas que 
están afectando la integridad del estrecho de los líderes 
de derechos sociales y derechos humanos.

Lo estamos haciendo, pero además que tendrá por 
competencia conocer todas las conpulsas de copias 
que se han hecho a lo largo de este proceso de con-
frontación, honorables senadores estamos hablando de 
15.700 compulsas de copias que se hicieron a lo largo 
del proyecto, si eso se le entrega a una unidad quedará 
sepultada la unidad, y no habrá forma institucional de 
reaccionar judicialmente en la defensa de la integridad 
y de la vida de los defensores de derechos humanos.

Pero adicionalmente aquí se trascribió una compe-
tencia, para que todos los funcionarios públicos que 
resulten comprometidos con estas, llámese gobernado-

unidad autónoma de la Fiscalía General de la Nación y 

de las organizaciones paramilitares que tenemos que 
proscribir pero como sociedad en conjunto.

No puede ser que emascule la Fiscalía General de 
la Nación, ya se hizo para justicia transicional, es otra 

a la lucha contra la corrupción en la que estamos visce-
ralmente comprometidos, gracias Presidente.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-
tor Yesid Reyes Alvarado, Asesor del Gobierno para 
Asuntos de Justicia:

Muchas gracias señor presidente por la invitación 
y por permitirme exponer algunas pequeñas ideas so-
bre el proyecto que se está discutiendo aquí, quisiera 
comenzar por hacer una pequeña referencia al repaso 

-
te de este proyecto de ley, incluidas las observaciones 

aquí en relación con temas como los bienes, etcétera, 
pero sí quisiera dejar en claro que muchas de sus dos 
observaciones se atendieron en su momento e incluso 

la Cámara de Representantes como se puede ver en el 
proyecto aprobado en plenaria de Cámara.

Entonces no quiero que quede aquí la sensación de 
que temas como esos no fueron atendidos y discutidos 
con el señor Fiscal y su equipo en su momento, por 

decir que los disidentes, que cómo es posible que los 
disidentes vayan a caer en la jurisdicción, eso estaba 
claro desde que se presentó el proyecto y quedó aún 
más claro si se puede en el texto que se aprobó en la 
plenaria de la Cámara.

Ahí dice, y la verdad es que viene hecho desde el 
acuerdo, que quien quiera ingresar a la jurisdicción es-
pecial para la Paz tiene que contar la verdad, tiene que 
reparar a las víctimas, y tiene que comprometerse a no 
seguir delinquiendo, si un disidente quiere entrar a la 
jurisdicción especial para la Paz tiene que contar la ver-
dad, reparar las víctimas y comprometerse a no seguir 
delinquiendo.

Pero es que si hace todo eso ya no es disidente, en-
tonces es absolutamente claro que los disidentes no van 
a poder ingresar a la jurisdicción especial para la Paz, 
estaba claro en el acuerdo, estaba claro el proyecto que 
presentó el gobierno y así quedó declarado en el texto 
que aprobó la plenaria de la Cámara.

Los reincidentes, otro punto de válida preocupación 
-

do el tema, es verdad lo que él planteó al comienzo, que 
hay dos formas distintas teóricas de tratar a los reinci-
dentes, una se usó en justicia y paz y otra en el acuerdo 
con las Farc, ¿cuál fue la solución que se propuso y se 
encontró en justicia y paz? Como solo había diseñado 
en justicia y paz una sanción para los que se acogieran 
la única posibilidad de sancionar al que incumpliera los 
acuerdos, los compromisos de justicia y paz era exclu-
yéndolo de la jurisdicción.

No había otra alternativa y ese fue el mecanismo 
que se utilizó en justicia y paz eso explica que como 

las condiciones sale del sistema, esa es solo una posibi-
lidad teórica de tratar a los reincidentes, ¿que se acordó 
en La Habana?, Dos cosas sobre este punto, una que no 
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iba a haber una sanción única para las que se sometie-
ran a la JEP privilegiando los derechos de las víctimas, 
privilegiando la posibilidad de que se conozca al máxi-

diseñó un sistema progresivo de sanciones que privi-
legia a quien colabora con el sistema con una sanción 
muy reducida que son cinco a ocho años de restricción 
efectiva de la libertad y que se va endureciendo en la 
medida en que la persona incumpla.

Entonces el que más colabora con la jurisdicción 
especial para la Paz tiene una sanción de cinco a ocho 
años de restricción efectiva de la libertad, el que menos 
colabora tiene hasta 20 años de prisión que se cumplen 
en sitios ordinarios de reclusión según dice el acuerdo, 
entonces como hay ese abanico de sanciones, depen-
diendo de cómo se porte por decirlo de alguna mane-
ra sencilla el que va a la jurisdicción especial para La 
Paz, ¿cuál es la consecuencia para quien se porte mal? 
para seguir usando la expresión, pues pierde el dere-
cho a las sanciones pequeñas que son las propias y las 
alternativas, y recibe en consecuencia la sanción más 
grave prevista dentro del sistema que es hasta 20 años 
de privación efectiva de la libertad en sitios ordinarios 
de reclusión.

A uno le puede gustar más el sistema anterior que 
el nuevo más el nuevo que el antiguo, lo que uno no 
puede decir es que el único sistema válido es el de jus-
ticia y paz, este es un sistema sí perfectamente válido 
que decidió mantener dentro de la jurisdicción especial 
para La Paz a quienes no cumplan con las condiciones 
del sistema pero no dejándolos sin sanción.

La sanción por lo que las condiciones del sistema 
llegan hasta la imposición de 20 años de prisión en con-
diciones privativas de la libertad, entonces en resumen 
¿qué le pasa a quien comete un nuevo delito después 
de terminado o cerrado el acuerdo de paz? Y lo dice el 
texto aprobado en plenaria de cámara, este tema no está 
abierto este tema está cerrado en plenaria de cámara, 
por supuesto no puede decir que no se pueda debatir 

el texto, el que comete un delito después de terminado 

responder por ese nuevo delito.
Entonces, el señor que secuestró pues se va a la jus-

ticia ordinaria y le pueden imponer hasta 60 años de 
prisión por secuestrar, pero hubo, eso no es todo, si la 
jurisdicción especial para la paz llega a considerar que 
secuestrar supone desconocimiento de una condición 
del sistema como lo es, pues le aplica 20 años de pri-
sión más dentro de la jurisdicción especial para la Paz 
como sanción por no haber cumplido las condiciones 
del sistema.

De tal forma que no veo cómo esa forma de tratar a 
los reincidentes estimulen la reincidencia o promueva 
la impunidad, en cuanto a los delitos de ejecución per-
manente, hay un tema especial y un tanto sensible para 

que es el que tiene que ver con los bienes, absoluta-
mente cierto que ese era un tema que había quedado en 
el vacío en el acuerdo, aprovecho para decir doblemen-

de los bienes, todo el tema de los delitos permanentes 
pesqueros sin tratar.

¿Qué excusa se puede dar? Fiscal no lo trataron en 
La Habana, y hay que darle una solución porque quedó 

-

-
do acuerdo quedaron dos obligaciones por parte de las 
Farc.

Una, que se iban a sentar con el gobierno o se van a 
sentar durante el gobierno durante todo el tiempo que 
dure el proceso de dejación de armas para hacer un in-
ventario de todos sus bienes, y segundo en el acuerdo 
quedó claro que cualquier bien que no quede relacio-
nado en el acuerdo va a estar sometido a la legislación 
ordinaria, eso quedó en el acuerdo.

¿Que pide el Fiscal ahora? Pues que eso que está 
en el acuerdo se precise dentro de este acto legislativo 
para que quede absolutamente claro sin lugar a discu-
sión que cuando se cometan delitos sobre esos bienes 
que no han sido inventariados dentro del período acor-
dado, esos delitos cometidos con posterioridad a la 
entrega de ese inventario serán de conocimiento de la 
jurisdicción ordinaria.

Eso que pide el Fiscal no es una crítica al señor Fis-
cal si no es aterrizar en el proyecto de acto legislativo 
algo que de manera ya general se acordó en La Habana 
con las Farc, hasta donde entiendo en ese punto concre-
to se centra la preocupación de la Fiscalía y no en otros 
ejemplos de delitos de ejecución permanente.

Quisiera hacer una última referencia que me llamó 

se enteró de que se pretende incluir en el artículo pri-
mero del acto legislativo a la unidad de lucha contra 
organizaciones sucesoras del paramilitarismo, yo sim-
plemente crearía una precisión, esa propuesta la hizo el 
abogado Enrique Santiago en una reunión con la Vice-

estuvo de acuerdo.

de acuerdo con la inclusión, yo lo que digo es simple-
mente es que nos queda la sensación de que una mano 
negra intento meter esa unidad en el artículo primero 
porque fue una reunión donde estuvo la señora Vice-

-
ca en la minuta le pone la cara al cliente, no le echa la 
culpa a la contraparte, muchas gracias.

La Presidencia concede el uso de la palabra a la 
honorable Senadora Claudia López Hernández:

Gracias Presidente, solo un minuto para decir que 
yo apreciaría mucho que las instituciones aquí presen-
tes a quienes agradezco su participación en esta au-
diencia nos dijeran por qué insisten en que un sistema 
de la justicia ordinaria lleva 100 años funcionando en 
Colombia sus niveles de impunidad en particular en lo 
penal están en el nivel del 98%, en todos los temas que 

proponer que se mantenga lo que ya existe, es decir la 
impunidad.

Francamente me parece un despropósito, si no han 
podido hacer por lo menos dejen hacer, la justicia ordi-

a decirnos que ni hacen ni dejan hacer, y segundo que 

todos los temas que están impunes en Colombia, pero 
mientras en unos temas como Odebrecht y la corrup-
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ción se lavan las manos y dicen que no son competen-
tes en este sí vienen a hacer exigencias de mantener 
funciones que no les corresponden. Muchas gracias.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Germán Varón Cotrino:

Muchas gracias Presidente, yo, es obvio que den-
tro de la audiencia pues se hacen observaciones que 
no todas deben de ser pertinentes a lo que estamos dis-
cutiendo, yo preguntaría si en esos casos de delitos de 
ejecución permanente, si terminan sometidos a la juris-
dicción especial para la Paz con penas que en ella están 
consignadas con un máximo de 20 años, si a esas penas 

con buena conducta, con estudio, con trabajo, se pue-
den reducir esas penas.

Eso nos llevaría y por eso lo pregunto, no conozco 
el tema doctor Yesid eso nos llevaría que una pena por 
ejemplo de secuestro que es de 60 años puede quedar 
en la JEP reducía a una pena de 20 que con buen com-
portamiento, con estudio y con las normas que habi-
tualmente se aplican termina en una pena de 12 años, 
no tengo los cálculos precisos pero terminan siendo pe-
nas mucho más bajas.

Para mí esa sería la evidencia de que resulta con-
veniente y que resulta estimulante para quien reincidió 
para quien ejecuta un delito, una reducción de la pena 
de casi un 60%, 70%, no sé si esté en lo cierto o no y 
por eso le pregunto al doctor Yesid. 

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Jaime Amín Hernández:

En la vida hay un tiempo para todo, hay un momen-
to para todo, hay una oportunidad para expresar los te-
mas y las cosas y esto no es un tema menor, esto es 
nada más y nada menos que la sustitución del andamia-
je jurisdiccional colombiano como yo mismo se lo dije 
a la entonces o actual todavía Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia y al doctor Danilo Rojas asesor 
Presidente del Consejo de Estado.

Les dije cuando discutíamos aquí señor Presidente 
y usted lo recuerda y los honorables Senadores que es-
tán en el recinto también, estamos discutiendo temas 
relacionados con el presupuesto de la Rama Judicial, 
y cuando terminó la intervención yo les dije, quizá por 
fuera del tema, acaso no se están dando cuenta que, 
señores Presidentes de la Corte Suprema y del Consejo 
de Estado, que ustedes van a pasar al congelador.

No se han dado cuenta que con lo que viene, estoy 
hablando de seis meses atrás de la justicia especial de 
paz, la justicia y el aparato jurisdiccional de Colombia 
van a pasar al congelador por cuenta de la creación de 
ello, y vino un pequeño debate que se está dando hoy y 
que va a continuar, es que todo tiene una oportunidad, 
yo he visto aquí por ejemplo partiendo de la delegada 
de la Defensora del Pueblo hacer unas observaciones 
muy juiciosas a esto.

El señor Procurador General de la Nación poniendo 
el grito en el cielo porque lo quieren mandar para el 
cuarto de San Alejo a una institución que funciona des-
de el año de 1830, al señor Fiscal General de la Nación 
diciendo nada más y nada menos que por cuenta de la 
unidad que se denomina autónoma de la jurisdicción 
especial de paz también van a entrar en contradicción 
las competencias funcionales que tiene la Fiscalía Ge-

neral de la Nación como máximo órgano de justicia cri-
minal en Colombia.

Qué decir, qué lástima que lo haya dicho tarde, el 
señor Magistrado el Consejo de Estado, donde le soli-
cita al Gobierno y sobre todo al Senado de la Repúbli-
ca que la Justicia Contencioso Administrativa preserve 
las competencias que la Constitución y la ley le tienen 
¿dónde estaban estas voces señores altos Magistrados 
del Estado? ¿Dónde estaban estas voces cuando se es-
taba discutiendo que venía este orangután que echa por 
la borda, doctor Yesid Reyes, la tradición constitucio-
nal del país?

Históricamente muy rica si la comparamos con el 
resto del patio latinoamericano, nadie dijo nada señor 
presidente de esta Comisión, luego hay un tiempo para 
todo, yo agradezco mucho porque además a nombre del 
partido solicitamos que se diera la oportunidad en me-
dio de esa prisa del Gobierno Santos porque todo suene 
a aplanadora en aras de la paz, que no de la justicia, 
de la paz, aquí no hay justicia esto es un remedo de 
justicia.

hora como estamos haciendo hoy quiero sumarme a 
las expresiones del Senador Varón Cotrino del Senador 
Enríquez Maya, esto no debe terminar hoy señor Presi-
dente, por la salud pública de la justicia en Colombia o 
lo que quede de ella debemos tomarnos todo el tipo que 
sea necesario el día de hoy, aquí está el Presidente del 
Congreso, o de mañana o de los días que sea necesario 
para que quede algo de esta Constitución que en aras de 
la paz que no de la justicia están haciendo giros.

Muchas gracias señor Presidente.
La Presidencia concede el uso de la palabra al 

honorable Senador Roy Leonardo Barreras Mon-
tealegre:

Solamente Senador en esta Comisión señor Presi-
dente han hablado los ponentes, muchas gracias por 
su generosidad, yo no soy Ponente de este proyecto, 
de este proyecto por virtud suya y de otras voluntades, 
pero solo quiero en 30 segundos recoger la frase del Se-
nador Eduardo Enríquez, hizo un llamado digamos al 
ordenar el procedimiento y usted también lo ha dicho, 

enriquecedoras, tenemos para escuchar, yo rogaría a su 
señoría que continuemos en la escucha de estas tan im-

Celebro que el Senador Amín quiera adelantar el 
debate, yo también quiero anunciar que tengo observa-
ciones y muy de fondo sobre las distintas intervencio-
nes, quiero preguntarle en su momento y en el debate al 
señor Fiscal General de la nación algunas precisiones 
conceptuales sobre este asunto de los delitos continua-

Pero para eso es el debate, escuchemos en la audien-
cia las voces que nos permitan enriquecer el que será 
el debate porque de lo contrario echamos a perder la 
audiencia anticipando nuestras intervenciones, muchas 
gracias señor Presidente.

La Presidencia interviene para un punto de or-
den:

De acuerdo Senador Roy con su observación así 
vamos a proceder, sin embargo, en esta Comisión se 
les permiten también a estas audiencias públicas a los 
Senadores y a los voceros del movimiento paz y re-
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conciliación hacer las preguntas pertinentes como eso, 
como preguntas, el debate vendrá una vez se citen para 
la discusión y aprobación de este Acto Legislativo.

Ha hecho una observación la Senadora Claudia 

Varón para el ex Ministro Yesid Reyes. Señor Fiscal 
para contestarle de manera muy concreta a la Senadora 
Claudia López.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-
tor Néstor Humberto Martínez Neira, Fiscal Gene-
ral de la Nación:

Gracias Presidente, quiero apelar a la integridad de 
la Senadora Claudia López para que en estos ejerci-
cios de dialéctica parlamentaria invoquemos siempre 
la verdad, porque por ejemplo en el día de hoy en una 
publicación de la revista Semana dice obviamente para 
controvertir el abogado de las Farc dice, que nosotros 
hemos propuesto por ejemplo que los procesos frente a 
terceros sean preservados.

Semejante insensatez a quién se le ocurre, eso es 
absolutamente falaz ese señalamiento, aquí están los 
señores Ministros del Interior, está el señor ex Ministro 
el doctor Yesid Reyes, está el Alto Comisionado ¿cuán-
do ha dicho semejante insensatez la Fiscalía General 
de la Nación? Pero apelan a todos esos recursos para 

ese ejercicio tenemos que irlo aprendiendo todos.
Y por eso apelo a su integridad honorable Senadora 

porque se ha referido usted al caso de Odebrecht con 
una fantasía que está haciendo carrera, que el señor Fis-
cal General de la Nación y su entidad se lavó las ma-
nos, quiero leerle y le voy a mandar a su chat que usted 
me honra con una comunicación telefónica lo que dije 
textualmente el día de la conferencia.

constituye un delito en Colombia, eso es de meridiana 
claridad, sin perjuicio de que en estas actividades se 
pueda haber cometido delitos colaterales, que no son 
propiamente electorales, por ejemplo puede haber la-
vado de activos, por ejemplo puede haber conductas de 
enriquecimiento ilícito, podría haber falsedades come-
tidas desde el punto de vista documental.

Esos temas que son hipótesis de la investigación 
que continúa son objeto del conocimiento y de la inda-

quedar claro entonces que en estas circunstancias lo 
-

pulsar las copias y eso es lo que se ha hecho frente a la 
existencia de una prueba testimonial, prueba testimo-
nial obrante en el Odebrecht que por supuesto continúa 

con relación a todas las hipótesis investigativas”.
Colombia, honorable Senadora fue el primer país 

en el mundo en tomar decisiones judiciales en capturar 
sindicados de los graves delitos que estamos investi-
gando en este caso de corrupción, y continúa la inves-
tigación, de tal manera que no es cierto decir que la 
investigación de Odebrecht se acabó.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-
tor Yesid Reyes Alvarado, Asesor del Gobierno para 
Asuntos de Justicia:

Gracias Presidente, solo hacer una declaración, en 
los reincidentes, si la persona reincide y si comete un 
nuevo delito yo mencionaba el ejemplo del secuestro 

va a ser juzgado por la jurisdicción ordinaria, sanciona-
da por la jurisdicción ordinaria de acuerdo con los códi-

Varón se le van a aplicar 60 años de prisión.
Lo que dije es que además de los 60 años de prisión 

que le cabrían por el secuestro, además dentro de la 
jurisdicción especial para la Paz lo pueden sancionar 
por haber incumplido las condiciones que el sistema le 
impone, entonces no es que la pena del nuevo delito de 
secuestro se le disminuya o se le reduzca, es que a parte 
de la pena que se le impone por el nuevo delito que son 
60 años puede tener hasta 20 años más de sanción por 
haber incumplido las condiciones del sistema.

Entonces no solo tiene una sanción por el nuevo de-
lito, realmente tiene una doble sanción que se acumula.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Alexánder López Maya:

Presidente muchas gracias, un saludo a todos los 
asistentes, yo solo quería pedirle un favor Presidente 
para que en su orientación y en la coordinación de la 
discusión de cada uno de los proyectos que están traba-
jando las comisiones primeras manifestarle esta preo-
cupación que tengo hoy.

El Presidente del Consejo de Estado desarrolló una 

de la realidad jurídica del país y argumentó una serie 
de vacíos constitucionales en este tema, el procurador 
se ha manifestado en el sentido de no estar partícipe del 
ministerio público en cada uno de las etapas procesales 
que se acordaron.

ley de amnistía hay una serie de vacíos que él advirtió 
y no fueron tenidos en cuenta, yo creo señor Presidente 
que a efectos de superar este tipo de posturas y posi-
ciones, que pueden conllevar inclusive a entorpecer el 
desarrollo del acuerdo de paz y a generar una división 
profunda más adelante en el país y a una desinstitucio-
nalización de cada una de las cortes.

En este caso de los actores del Estado colombiano 
yo sí le sugeriría que por favor en lo que resta de las de-
más normas que se van a traer al Congreso pues las Al-
tas Cortes, el Fiscal, el procurador, y los demás actores 
que han estado participando con antelación le informen 
al Congreso sus preocupaciones, sus observaciones o 
sus comentarios con sus posturas.

como violadores de la Constitución, del DIH y de todas 
las normas que han dirimido aquí el día de hoy cada 
una de los entes del Estado que se han pronunciado, sí 
es muy importante tener en cuenta esas apreciaciones 
a efectos de en los debates fortalecer cada uno de los 
aspectos, de los acuerdos que se construyeron en La 

-
cados y lograr un mayor consenso.

Yo creo que es absolutamente pertinente Presidente 
que usted dirija esa preocupación y podamos entonces 
resolver esto de la mejor manera.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra a la 
doctora Juanita Goebertus Estrada, Directora para 
Colombia del Instituto para las Transiciones Inte-
grales:

Señor Presidente, honorables Senadores y Senado-
ras muchísimas gracias por la invitación a esta audien-
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cia pública, como lo dijimos en la Cámara de Repre-
sentantes estamos convencidos de que este tipo de es-
pacios permiten balancear la agilidad que necesita este 
tipo de procesos de implementación de un acuerdo de 
paz con la legitimidad que va a garantizar su sostenibi-
lidad jurídica y política.

Hemos radicado ante la Secretaría un comunicado 
que suscribimos enteramente del cual hacen parte una 
serie de organizaciones de sociedad civil incluidas de 
justicia, la MOE, la Comisión colombiana de juristas 
de la facultad de Derecho de la Universidad de los An-
des, Universidad Rosario, Universidad Nacional entre 
otros, haré referencia únicamente a algunos de los te-
mas que están en ese comunicado por razones de tiem-
po.

Una primera introducción y es que no se nos puede 
olvidar que este es el primer acuerdo de paz en el mun-
do en donde dos partes en una mesa de negociaciones 
toman la decisión de crear un mecanismo de justicia 

Usualmente lo que ha pasado en el mundo es que 
dos partes en una mesa de conversaciones acuerdan 
una amnistía y solo después las cortes nacionales, cor-
tes ad hoc que entran a juzgar lo sucedido, por eso no 
estamos hablando de un mecanismo de justicia ordina-
ria, estamos hablando de un mecanismo pactado en una 
mesa de conversaciones que es distinto y eso no se nos 
puede olvidar.

En la opinión del Instituto sobre la base de esa pre-
misa es lo que permite asegurar y lo que está plasmado 
en este Acto Legislativo que se balanceen de manera 
correcta, de un lado por supuesto la satisfacción de los 
derechos de las víctimas, el deber de investigar, juzgar 
y sancionar aquellos crímenes más graves y represen-
tativos pero del otro también las garantías de que haya 

-
tías de seguridad jurídica para todos quienes cometie-

Dicho eso me referiré únicamente a tres de los te-
mas que tenemos en el comunicado en primer lugar el 
tema de selectividad, en segundo lugar el tema de con-
dicionalidad y en tercer lugar el tema de garantías de 
seguridad jurídica para miembros de la fuerza pública.

Sobre el tema de selectividad, el acuerdo de manera 
en nuestra opinión adecuada en el numeral 48t esta-

debe centrarse en aquellas personas que tuvieron una 
participación determinante en los crímenes más graves 
y representativos.

Nosotros creemos que eso es adecuado porque eso 
es lo que permitirá evitar que suceda como ha venido 
sucediendo en los inicios de justicia y paz y el tribunal 
ad hoc alrededor del mundo y es que la justicia colapse 

-
to armado y a todos los responsables en vez de concen-
trarse en lo más grave.

Hasta la Ponencia para segundo debate este tema 
estaba en el acuerdo pero no estaba en el Acto Legisla-
tivo, no era quizás necesario pero no se había incluido, 
sin embargo nos preocupa mucho que en la Ponencia 
para Segundo Debate y el texto como fue aprobado en 
segundo debate esta lógica de concentración es lo más 
grave y representativo y quienes tienen participación 
determinante quedó únicamente establecido para terce-

ros civiles, no así para la guerrilla ni para agentes del 
Estado.

Esto genera además un riesgo de inseguridad jurídi-
ca porque parecería como si en los casos de la guerrilla 
y agentes del Estado si correspondiera que la jurisdic-
ción investigase y todo en vez de concentrarse en los 
más graves y representativos y en quienes tienen una 
participación determinante en el comunicado que he-
mos presentado le estamos haciendo una propuesta al 
tipo de reacción que creemos puede resolver este pro-
blema.

Segundo tema muy rápidamente, el tema de con-
dicionalidad, el acuerdo establece de manera general 
como principio de condicionalidad según el cual ac-
ceder y mantener cualquier tratamiento penal especial 
debe estar condicionado a la contribución a la satisfac-
ción de los derechos de las víctimas, sin embargo ese 
principio general requiere de desarrollo en el texto del 
Acto Legislativo sobre cuáles son las consecuencias 
del incumplimiento de estas condiciones.

Porque no necesariamente el incumplimiento de las 
condiciones es el mismo en todos los casos, el texto 
aprobado en el segundo debate genera un paso en esa 
dirección, porque para resolver, en nuestra opinión, de 
manera adecuada los comentarios presentados por el 
Fiscal lo que hace el texto del Acto Legislativo es ga-

sean en efecto Juzgados por la jurisdicción y que sea la 
jurisdicción la que evalúe si hubo o no incumplimiento 
sobre las condiciones de verdad, de justicia y de repara-
ción para efectos de decidir cuál es el tratamiento penal 
que le da.

Pero no establece qué tratamiento penal le da, no 
establece si una persona que es reincidente por ejem-
plo puede recibir la jurisdicción especial para la Paz la 
pena ordinaria de 60 años, porque lo que establece el 
acuerdo es que acceder y mantener el tratamiento penal 
especial está condicionado.

Por lo tanto incluso la pena de 15 a 20 se podría 
perder en algunos casos, entonces establecer una ex-
posición que diga que la ley establecerá cuáles son las 
condiciones para evaluar el incumplimiento de con-
diciones y cuáles son las consecuencias, es necesario 
para hacer efectiva la condicionalidad.

Y último Presidente ya para terminar el doctor 
Uprimny ya hizo referencia a este tema pero para noso-
tros es de mayor importancia esa referencia también es 
la seguridad jurídica sobre agentes del Estado, más allá 
de la discusión jurídica sobre si el artículo 28 hace o 
no parte del bloque de constitucionalidad y en qué cir-

-
lía y la Corte Penal Internacional es que Colombia está 
haciendo la tarea y que Colombia cumple y que por eso 
es que la Corte Penal Internacional no debe intervenir.

Pero si Colombia lo que le dice a la Corte Penal 
Internacional es vamos a cumplir en todo menos en 
aquellas disposiciones que permitirían buscar aquellos 
comandantes que tenían un conocimiento inferido que 
tenían control efectivo sobre las fuerzas más no sobre 
la conducta y que sobre esas personas no vamos a bus-
carlas entonces le estamos dejando abierta la puerta 

la que intervenga.
En ese sentido insistimos desde el instituto un res-

paldo absoluto a la importancia de este Acto Legisla-
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tivo, la constitucionalización del sistema integral y la 
jurisdicción pero hacemos énfasis en la importancia de 

la seguridad jurídica y política de este acuerdo.
Muchas gracias.
La Presidencia ofrece el uso de la palabra a la 

doctora Martha Luz Hurtado Arango:
Buenas tardes señor Presidente, miembro de la mesa 

principal, Senadores y Senadoras, me referiré en mi in-
tervención a la protección del derecho de las víctimas 
en el proyecto.

El concepto de justicia transicional como su nombre 
lo indica que contempla normas de transición, que son 
derivadas precisamente del acuerdo de paz celebrado 

ha vivido Colombia por más de 50 años y normas que 
se tienen que adaptar a la transformación que está vi-
viendo Colombia.

Por ello es procedente y en razón de ello el proyecto 
contiene decisiones no solo jurídicas sino también po-
líticas que son las que le van a permitir al Estado y a 

verdadero estado de derecho y de democracia política.
Los preceptos del Proyecto del Acto Legislativo son 

normas de transición, y tenemos que entender es eso, 
que permiten que transitoriamente se suplan los me-

búsqueda de la paz estable y duradera pueden obstacu-
lizar como mecanismos ordinarios la salvaguarda de la 
propia Constitución.

Pero esas normas de transición si empezamos a ha-
cer un análisis vemos que contienen los principios, de-
claraciones y convenciones internacionales además de 
los principios constitucionales los cuales están orienta-
dos directamente al fortalecimiento del Estado de dere-
cho, el reconocimiento del derecho de las víctimas, no 
podemos decir que ese derecho no está protegido con 
el acuerdo.

Igualmente a la reconciliación y cuando hay viola-
ciones masivas de derechos humanos o Derecho Inter-
nacional Humanitario, como parte de esa estrategia de 
la justicia transicional precisamente se incluyen unos 
mecanismos propios para poder satisfacer las garantías 
entre las cuales encontramos la reparación a las víc-

actores directos no sean llamados a responder econó-
micamente no podemos decir que no haya protección 
a las víctimas.

El proyecto las protege, lo que hay que revisar es 
el desarrollo de las normas contenidas en el mismo a 
través del procedimiento respectivo para hacer esas 
reclamaciones, entonces no vamos decir que todo ese 
desarrollo esté dentro de la reforma constitucional, el 
Estado se compromete a hacer unas reparaciones eco-

-
bién se están obligando a hacer reparaciones.

Si bien es cierto no son reparaciones de índole eco-
nómico, Sí se están comprometiendo a proporcionar lo 
que es la verdad de lo ocurrido, y a reparaciones no 
económicas, garantizando con el estado al unísono la 
no repetición de los hechos que han acaecido.

Podemos ver que en relación con los agentes del Es-

a medidas simbólicas o complementarias que permiten 
la transformación de las víctimas y su situación, enten-
diéndose que las víctimas muchas veces no están pen-
dientes de esa reparación económica sino del recono-
cimiento de su dignidad, el derecho a saber la verdad.

¿Por qué? Porque son ciudadanos que tienen dere-
chos, esto nos lleva a concluir que la reparación por 
parte de las víctimas cobra importancia y la mayor en 
el momento en que se admite la responsabilidad por el 
hecho cometido, ellos a su vez deben expresar en forma 
concreta, material y simbólica el compromiso de lograr 
o de ayudar a que las víctimas superen las secuelas, y se 
tienen que responsabilizar de no cometer nuevos actos 
violatorios a los derechos humanos.

Así queda consagrado en el proyecto, entonces no-
sotros no como seguir insistiendo, no, no podemos de-
cir que las víctimas no están protegidas en el proyecto, 
sí están protegidas, lo que hay que revisar es en el pro-
yecto, en el código procesal o en los códigos procesales 
que se dicten cómo va a quedar garantizado ese acceso, 
esa reclamación que se haga, pero considero que no es 
objeto de la norma constitucional. 

Ahora bien, en cuanto a la repetición de la que nos 
hablaba el señor Presidente del Consejo de Estado, no 
se vulnera la no inclusión del artículo 90, ¿Por qué? 
Porque es que precisamente estamos en una norma de 
transición, una norma que busca terminar con un con-

penas, en disminuciones no de reparaciones porque 
las reparaciones tiene que haberlas, ¿Por qué? Para no 
volver a revictimizar a quienes ya han sufrido con el 
delito.

Es todo, mil gracias.
La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-

tor Jean Carlo Mejía Azuero, Perito de la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos:

Muy buenas tardes para todos y para todos, es un 
placer estar con ustedes agradeciendo su oportunidad 
vamos brevemente a exponer tres premisas, siete pun-

recomendaciones generales respecto al articulado de 
este Proyecto de Acto Legislativo.

Lo primero que quisiéramos indicar es que el Pro-
yecto de Acto Legislativo habla del sistema integral 
de verdad, justicia, reparación y garantías de no repe-
tición, desde esa perspectiva los enfoques que se han 
dado en toda la mañana como todos igualmente valio-
sos han estado casi que circunscritos a la jurisdicción 
especial para la Paz.

Esta misma audiencia pública es en sí misma una 
garantía de no repetición frente a posibles hechos de 
violencia, desde esa perspectiva entronizamos tres pre-
misas de forma respetuosa advirtiendo lo siguiente, es 
en Colombia en donde en la práctica no solo en lo for-
mal debemos satisfacer los derechos de las víctimas a 
la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición, 
si esto no sucede no solo estamos abocados como se 
cree equivocadamente a la activación de la Corte Penal 
Internacional sino también a la aplicación del derecho 

extradición por jurisdicción universal en los temas tan 
importantes como el de los delitos continuados aquí es-
bozados.
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Esa primera premisa indica que nosotros debe-
mos aplicar el laude dere ad judicare o laude dere ad 
uniere
del derecho internacional, una segunda premisa que 
también es aplicable en esta discusión, la principal mi-
sión de estándares se entroniza en un crisol llamado 
el cumplimiento de los deberes del Estado en realizar 
una investigación seria frente a las conductas y hechos 
más graves en juzgar a los máximos responsables, y 
coadyuvo en la posición de Juanita Goebertus frente al 
criterio de selección y especialidad.

Y uno tercero que es fundamental, sancionar en el 
caso en que haya que hacerlo, esta premisa es esencial 
porque se enlaza desde la perspectiva de un sistema que 
se pretende integrar, garantizando los derechos de las 
víctimas y en la práctica y su centralidad y la seguridad 
jurídica y el tiempo y espacio, y la tercera premisa tal 
vez la más importante desde la perspectiva de la discu-
sión de este día que se extingue.

El principio de complementariedad, incluso desde 
su perspectiva positiva ante la CPI así como el de sub-
sidiaridad propio de los mecanismos e instrumentos de 

-
nacional de los derechos humanos tiene unos límites 

-
bre del año próximo anterior y esos límites están mira-
dos desde el punto de vista de la institucionalidad que 
tenga el Estado colombiano.

Entre más institucionalidad haya más autodetermi-
nación de las naciones y desde esta perspectiva más 

-

un sistema de justicia transicional en el coadyuvó to-
talmente la posición de la Senadora Claudia López res-
pecto a cuál es la naturaleza de una justicia transicional 
frente a otros temas.

La segunda parte de lo que quisiera plantear en 
esta tarde ya, es que resulta pertinente mostrar desde 
el punto de vista el capítulo séptimo relacionado con 
los agentes del Estado siete puntos esenciales respec-
to a lo que denominan reglas operacionales que así se 
acordó en La Habana pero que realmente es lo que se 
denomina el derecho operacional y fuera de eso da una 

-
to como el colombiano.

Toda actuación de la fuerza pública en Colombia, 
toda está respaldada constitucional y legalmente por 
eso no se podría jamás extinguir la aplicación eventual 
del artículo 28 del estatuto de Roma como lo recuerda 
claramente la Sentencia Cayedsu del Tribunal.

Desde esa perspectiva el derecho operacional o las 

a los agentes del Estado todo lo relacionado con ga-
rantías de no repetición y demás ayuda a entender cla-
ramente cómo se sucedieron los hechos respecto a una 
eventual condición de victimización por parte de algu-
nos agentes de la fuerza pública.

Desde esa perspectiva nosotros proponemos que se 
limite en el artículo 21 y 23 del Proyecto de Acto Le-
gislativo aquella parte que dice que las reglas operacio-

de la conducta siempre y cuando no sean contrarias a la 
normatividad legal.

Pues, el mandato constitucional expresado en el tí-
tulo sexto capítulo séptimo de la fuerza pública hace 

alusión precisamente aquí todo lo que realizan las 
Fuerzas Armadas está blindado de la presunción de le-
galidad en este caso solamente podrían desvirtuar un 
juez de la jurisdicción especial para La Paz.

sistema el tratamiento que se está dando y esto lo ha di-

dando a la extradición, si nosotros que queremos prote-
ger este sistema de verdad, justicia reparación y garan-
tía de no repetición se debe pensar muy bien teniendo 

dónde se debe extender la protección para los agentes 
del Estado, para los desmovilizados y para los terceros 
en el tiempo relacionado con la extradición.

Creo que todo el debate aquí se centró en el tema 

procesos de transición la mayoría de extradiciones no 

Estados a la persecución de delitos.
La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-

tor Jorge Mario Gómez:
Muy buenas tardes honorable Presidente y demás 

Senadores, yo quisiera exponer ante este auditorio una 
circunstancia que he escuchado a lo largo de la ma-
ñana, ustedes aquí han escuchado en diferentes opor-
tunidades dos falacias fundamentales que quisiera yo 
debatir y son las siguientes.

Que la no implementación literal del artículo 28 del 
estatuto de Roma genera una impunidad, y que al no 
imponerse literalmente ese artículo 28 esto llevaría a 
la inseguridad jurídica, honorables Senadores esto no 
es cierto por varias razones, la primera frente a esta ley 
de justicia transicional se valora en el criterio de que se 
están privilegiando los derechos de las víctimas y todo 
este acuerdo ha gravitado precisamente en ese entorno.

Ya lo han dicho aquí los diferentes intervinientes, 
es un escenario novedoso frente a que nuestro país está 
juzgando conductas graves y está creando un tribunal 
de investigación de juzgamiento en ese sentido, ¿y qué 
valor tiene eso? Que fundamentalmente dos importan-
tes referencias tienen que hacerse y vamos a demostrar-
le a la comunidad internacional que existe un sistema 
de justicia comprometido con la verdad y la no impu-
nidad.

Y segundo que existe un sistema de justicia autó-
nomo e independiente, entonces se parte falsamente de 
la premisa que la creación o la no expresión literal del 
artículo 28 en los acuerdos genera impunidad, eso no es 
cierto, la obligación de los estados de acuerdo al pacto 
de Roma es de investigar, juzgar y sancionar los hechos 
constitutivos de graves violaciones de los derechos hu-
manos.

Le pregunto yo a ustedes honorables Magistrados 
¿será que esto no se está haciendo con el Acto Legisla-
tivo? Creo yo que sí se está haciendo, se está constru-
yendo un sistema de justicia para ese sentido, no sig-

lleve a que tampoco la aplicación literal del estatuto de 
Roma se tengan que derogar las leyes y se tenga que 
adoptar una legislación de carácter internacional o mo-
dulada para nuestro entorno.

En ese sentido también tiene que decirse que con 
ello no se puede renunciar a los parámetros de auto-
nomía y de legislación interior, y adicional que la 
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adopción de esos tratados de carácter internacional sin 
ninguna condición o esa aplicación del artículo 28 sin 
ninguna valoración vaya a generar circunstancias de 
impunidad jurídica.

Es más, el propio estatuto de Roma en su preámbulo 
advierte que se privilegia el juzgamiento de la investi-
gación de las naciones o de los Estados parte, lo que 

sistema de justicia un componente de justicia al interior 
de nuestro Estado y esa justicia complementaria indi-
ca que cuando fallen los controles de nuestro Estado, 
cuando falla el sistema juzgamiento pues podrá inter-
venir la Corte Penal Internacional.

En ese horizonte, si lo que se busca es el cumpli-
miento de los estándares internacionales no tenemos 
que ir a otra legislación distinta que a la propia conven-
ción americana de derechos humanos, el artículo uno y 

implementar disposiciones en el derecho interno para 
garantizar los derechos, eso es lo que se está haciendo 
en el acuerdo.

Por lo tanto el estatuto de Roma o la no aplicación 
del literal del artículo 28, no deroga la legislación inter-
na, en el articulado, ni las expresiones literales que se 
contienen allí por no establecerse en este Acto Legisla-
tivo, en conclusión podría decirse que esa competencia 
es de carácter subsidiario y complementario, ¿y por qué 

repito a lo largo de la mañana que se corren riesgos de 
inseguridad jurídica sino se aplica ese artículo 28 de 
manera literal.

Pero además, como último argumento, la Sentencia 
528 del año 2000 de la Corte Constitucional que le hizo 
el control de constitucionalidad del estatuto de Roma 

dentro de los ámbitos de juzgamiento del estatuto de 

estén juzgadas por la Corte Penal Internacional se so-
meterán a ese articulado.

-
ma que artículos hacen parte del bloque de constitu-
cionalidad, entre ellos el 6, 7, 8, 20, 19.3, 65.4, 68, 75, 
84.4 por ninguna parte en esa sentencia de la Corte 

del bloque de constitucionalidad, en ese sentido hono-
rables Senadores yo les pido a ustedes que consideren 
que el estatuto de Roma es una fuente complementaria, 
no es una fuente principal que nos venga a nutrir a no-
sotros.

Si bien hemos escuchado las cartas de las interven-
ciones de la Fiscal de la Corte Penal Internacional eso 
no obsta para que nosotros construyamos nuestra pro-
pia legislación, en el entendido que estamos haciendo 
un sistema de justicia transicional y en ese sistema de 
justicia transicional sí cumplimos el estándar de la pro-
tección de las víctimas, que no haya impunidad, que se 
formulen garantías de no repetición, estará salvaguar-
dado ese Acto Legislativo.

Muchísimas gracias.
La Presidencia ofrece el uso de la palabra a la 

doctora Sandra Sofía Chacón:
Un cordial saludo para todos, al señor Presidente, a 

los honorables Senadores que están presentes y que me 
hubiese gustado que en este momento estuvieran todos 

para poder expresar algo bien importante, durante todo 
el camino que se ha vivido con la jurisdicción especial 
para la Paz ha habido una constante preocupación, y es 
el tema con relación a la investigación y juzgamiento 
para los miembros de las Fuerzas Militares.

Es entendido que si vamos a estar en un proceso 
transicional, tanto la guerrilla como los militares se les 
debe brindar unas garantías procesales, unas garantías 
jurídicas, nosotros tenemos que partir del hecho que en 
Colombia llevamos más de 50 años en una guerra de 
carácter irregular, una guerra que ha traído demasiados 
excesos, defectos, y que por demás se hace necesario la 
aplicación de esas normas de carácter transicional para 
poder llegar a lograr una paz estable y duradera.

La preocupación, o lo que yo vengo con el propósito 
es de señalarles acerca de lo contemplado en el artículo 

jurídica de la conducta para los miembros de las Fuer-
zas Militares, allí se dice que en esa valoración de las 
conductas de los miembros de la fuerza pública se de-
ben de tener en cuenta las reglas operacionales vigentes 
al momento de la comisión del hecho.

Y este a puño señalar lo que así debe ser señor 
Presidente y honorables Senadores, porque las reglas 
operacionales son las lex artis de los miembros de las 
Fuerzas Militares, en Colombia no existe ninguna ope-
ración militar, ninguna actividad militar que no esté de-
bidamente reglada, ellos tienen unos protocolos y unos 

-
trinas y reglamentos que están dentro de la legalidad.

Aquí no se puede pensar o presumir la falta de lega-
lidad de esos reglamentos y esas reglas operacionales, 
y cada militar deberá responder si dentro de su activi-
dad o en el desarrollo de esta actividad militar incum-
plieron esas reglas militares, a ustedes Senadores no les 
debe preocupar porque la valoración de la conducta sea 
con reglas operacionales para los militares, es que esas 
reglas operacionales están investidas de legalidad y de 
legitimidad.

Porque ahí se consagra todo lo concerniente a una 
operación militar, cómo debe ser el planeamiento, qué 
se entiende por la ejecución de una operación militar, 

-
plió, y dar las explicaciones correspondientes bajo los 
parámetros de verdad, pero lo que no podemos preten-
der que no se les juzgue o no se les investigue con esas 
reglas operacionales.

Porque si lo aceptamos prácticamente que estaría-
mos en desconocimiento de todo el actuar que durante 
todos estos años se ha dado, las reglas operacionales ya 
tienen un sustento legal, van hacer si así ustedes lo se-
ñalan elevadas a rango constitucional, pero quiero de-
cirle que bajo el período del Presidente Santos a través 
del Decreto número 1070 del año 2015 se estableció el 
reglamento único del sector administrativo de la De-
fensa Nacional.

-
racional y en ese decreto se estableció que habían dos 
pilares fundamentales que debían tenerse en cuenta, 
el primero entender que estamos bajo un principio 
de especialidad, y el segundo entender que ahí está el 
conjunto de la integración de normas de carácter del 
Derecho Internacional Humanitario y de los derechos 
humanos.
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Y la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitu-
-

dió todo lo relacionado en los protocolos y demás ha 
-

no y ha establecido cómo debe ser o cómo se debe ope-
rar esa fuerza pública, también lo establece el Decreto 
número 124 de 2014, donde señaló que deben operar 
bajo los sistemas integrados de un Derecho Internacio-
nal Humanitario en su caso de unos derechos humanos.

De tal manera que no se puede pensar que por estar 
valorando la conducta de un militar con reglas opera-
cionales se vaya a poner en riesgo la impunidad, no 
señor, acá los militares han respondido y tenemos con-
denas muy altas para militares, para los señores mili-
tares que han incumplido, porque si solamente basta 
revisar el código penal para saber que tenemos la con-

omisión, la responsabilidad directa, todo está comple-
tamente diseñado en la legislación colombiana para 
poder establecer la responsabilidad penal de los actores 

Pero lo que hay que entender acá es que el derecho 
de operacionalidad es una disciplina jurídica y que esa 
disciplina jurídica por ser transversal busca a través de 
sus normas establecer qué se entiende por el uso de la 
fuerza, cuándo es que el militar debe utilizar el uso de 
la fuerza y no el de entrar a un uso desmedido, cuan-
do en su legitimidad tiene porque cumple una misión 
constitucional, qué se entiende por el soporte legal de 
todas las etapas de una operación militar, porque ir al 
escenario de un combate es muy diferente al estar en 
escenarios normales.

Ellos tienen que serles valorada esa conducta a tra-
vés de lo que en ese momento se entendió por la ope-
ración militar, cuáles serán los riesgos, hasta dónde iba 
su capacidad, qué debían hacer y si lo hicieron bien, 
y si no lo hicieron responder, yo con esto quiero ex-
presarles a ustedes que la necesidad de que esas reglas 
operacionales estén es muy importante.

En desacuerdo que se establezca que siempre que 
no sean contrarios a la normatividad legal, yo quiero 
dejar constancia y quiero hacerles a ustedes una voz, a 
que se quite ese siempre que no sean contrarias a la nor-
matividad legal, porque es que esas normas son legales, 
esas normas tienen un sustento jurídico, y no queremos 
someter a riesgo que cualquier juez considere que esas 
normas no son legales y por eso se hace necesario y 
obligatorio que se brinden esas garantías para los mili-
tares y se desecha a la parte donde dice siempre que no 
sean contrarias a esa normatividad.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-
tor José Luciano Sanín, Corporación Viva La Ciu-
dadanía:

Muy buenas tardes, agradezco la posibilidad para 
participar en esta audiencia y voy a tratar dos puntos de 
todos los posibles que podríamos hacer comentarios, 
colocando primero el énfasis en que si es cierto que 
este Acto Legislativo va dirigido a satisfacer de manera 
concreta el derecho de las víctimas pues debería esta 
Comisión y el Senado contemplar o tener en cuenta 
estas dos propuestas que queremos ser muy puntuales 
para mejorar el Acto Legislativo que crea el sistema 
integral de verdad, justicia, reparación y garantías de 
no repetición.

El primer punto tiene que ver con algo que ya ha 
mencionado Monseñor Héctor Fabio Henao y que tam-
bién mencionó el representante de la mesa nacional de 
víctimas y otras personas que han pasado por esta Co-
misión, y tiene que ver con el tema de la participación 
de las víctimas en todo el sistema.

A nosotros nos parece que el Acto Legislativo avan-
zó muchísimo desde la ponencia de Primer Debate en 
Comisión de Cámara a Plenaria en el sentido de intro-
ducir el principio participación de las víctimas en el 
sistema, pero nos parece que hace falta tres aspectos 
puntuales que puede mejorar este tema, el primero tie-
ne que ver con la garantía a cargo del Estado, de las 
garantías materiales, de las condiciones materiales para 
que las víctimas puedan participar en todas las instan-
cias del sistema integral.

No va a ser posible, no hace realidad si el Estado 
no se hace cargo de estas garantías para las víctimas 
poder participar en las audiencias, poder acopiar la in-
formación, poder llegar y prepararse para participar en 
la Comisión de la verdad o en la unidad de búsqueda de 
personas dadas por desaparecidas o en la justicia espe-
cial de paz. Se requerirá un apoyo decidido del Estado 
para que esas condiciones materiales se puedan dar y 
creo que es muy importante que el acto legislativo que 
es obligación a cargo del Estado, y habrá que ya en el 
desarrollo del acto legislativo mirar el mejor dispositi-
vo institucional para hacerlo.

Lo segundo tiene que ver con algo práctico y es que 
la información, las declaraciones, los documentos que 
aporten a las víctimas en cualquiera de las instancias 
del sistema integral para ser usado en otras instancias, 
no hacer que la víctima tenga que ir a la Comisión de la 
Verdad, la justicia especial, o a la unidad de víctimas o 
personas dadas por desaparecidas.

Y lo tercero tiene que ver con un debate que propu-
so el Procurador y que algunas instituciones, algunas 
personas le quieren dar una salida y es la siguiente, sin 
elevar a la Procuraduría como sujeto procesal, ni como 
tercer interviniente de la justicia especial de paz se le 
podría asignar por este acto legislativo una función de 
representación de las víctimas.

Y creo que eso haría compatible, o podría acercar la 
posición que tiene la Procuraduría con la que se tiene 
en el proyecto acto legislativo, y así les daríamos a las 
víctimas algo que reclamar al representante de la mesa 
nacional de víctimas, un doliente en la institucionalidad 
del Estado por el derecho a las víctimas en ser parte, sin 
ser tercero, sino como representante de las víctimas, y 
creo que podría ser una fórmula que ayude.

Ese, digamos, es el primer punto que tiene que ver 
con unas garantías para la participación de las víctimas, 
condiciones materiales, el tema de la utilidad de las de-
claraciones y documentos, y el tema de la Procuraduría 
como representante de las víctimas.

Y lo segundo tiene que ver con algo que no le costó 
al Fiscal, pero que a nosotros nos parece vital, absolu-
tamente importante, y también está en el capítulo uno 
del acto legislativo y tiene que ver con el tema de las 
garantías de no repetición. Este acto legislativo es un 
acto que crea el sistema integral de verdad, justicia, re-
paración y garantías de no repetición.

para las garantías de no repetición es la que se ha deno-
minado la Unidad Especial de Investigación para Des-
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monte de Organizaciones Criminales y sus Redes de 
Apoyo, y los grupos paramilitares establecían el punto 
4.4 esa institución, que es un instrumento fundamen-
tal para las garantías de no repetición, debería tener a 
nuestro modo de ver el mismo nivel jurídico y político 
que tiene la Comisión de la Verdad, la justicia especial 
de paz, la Unidad de Personas Dadas por Desapareci-
das.

Y por eso pensamos que debe quedar dentro del 
acto legislativo este tema, entre otras cosas porque es 
un compromiso del acuerdo; y si no se hace en este acto 
legislativo, habrá que hacerlo en otro, y por economía 
legislativa debería estar incluido a cara, y la consecu-
tividad no se rompe porque esto ha estado planteado 
por varios Congresistas desde la Comisión Primera de 
la Cámara y así tendríamos la posibilidad de que no 
tengamos que hacer un acto legislativo para prohibir 
el paramilitarismo y para crear la Unidad, porque así 
lo dice el acuerdo, sino que lo tengamos dentro de este 
acuerdo.

Por eso nosotros queremos enfatizar en estos dos 
puntos que somos parte de un grupo de organizaciones 
que quieren ayudar en este proceso de implementación 
de los acuerdos y tenemos una ponencia muchísimo 
más larga, señor Presidente, que vamos a dejar en la 
que se exponen, digamos, de mejor manera estos temas 
que no veo posible extenderlos acá, pero también hacer 
un llamado muy importante en lo siguiente y es que el 
hecho fundamental de este acto legislativo es que se 
rehaga o se restablezcan los derechos de las víctimas y 
no se produzca más víctimas en esta sociedad.

Y por eso nosotros pensamos que es vital que el acto 
legislativo contemple los mecanismos de participación 
y las garantías de no repetición. Muchas gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra a la 
doctora Judith Maldonado, Movimiento Voces de 
Paz y Reconciliación:

Muy buenas tardes a todos y todas. Pues debo de-
cir que ejercicios como estos son absolutamente nece-
sarios para ampliar la comprensión, el contenido, los 
argumentos de tantos grupos que tienen interés sobre 
este tema.

Sin embargo, hay una cosa que me preocupa, yo 
creo que acá han hecho como una intervención de 
pronto algunos en términos de debates personales y 
de argumentos y citaban la frase de que los llaman los 
enemigos de la paz. Yo francamente ahí en ese terreno 
no me quiero meter, pero lo que sí estoy absolutamente 
convencida es que si no hay enemigos de la verdad, por 
lo menos la verdad sí es una de las grandes víctimas en 
todos estos ejercicios.

se han debatido, los he escuchado a todos de manera 
atenta y he procurado tomar nota de los puntos preo-
cupación de todos, pero el punto es que muchos por 
ejemplo se han enfocado en el tema del artículo 23, es 
decir, la responsabilidad del mando y por qué no aplica 
el Estatuto de Roma y otros. Entonces también la preo-
cupación sobre el tema de lo importante que es que no 
aparezca mención al artículo 28 del Estatuto de Roma 
y etcétera.

Pero yo voy un poquito más atrás, y ustedes saben 
que nuestro papel aquí es tratar de ser veedores de la 

normativos estén de acuerdo con el texto de lo acorda-

do, y francamente el capítulo siete, todo en su integra-

no debería estar en este acto legislativo.
¿Por qué? Porque el acuerdo ha hablado de manera 

reiterativa y uso cuatro palabritas, decía que el trata-
miento a los miembros de la fuerza pública iba a ser 
simétrico, equilibrado, equitativo y simultáneo, pero 
resulta que en el texto del acuerdo yo les invito y ojalá 
que de allí para constancia o por lo menos para curio-
sidad de los que quedan en esta audiencia, si ustedes se 
remiten a la página 279 del acuerdo, lado 79 de fecha 
del 9 de noviembre, hay 10 puntos, expresamente 10 
temas que deben estar tratados y desarrollados en el 
acto legislativo.

Es el numeral tres; si me permiten, dice así: “Las 
partes acuerdan que el Gobierno nacional presentará 
ante el Congreso un proyecto acto legislativo de crea-
ción de jurisdicción especial para la paz”. Y en esos 10 
puntos ustedes no encuentran ahí el compromiso de las 
partes de que se reglamente sobre fuerza pública. Que 
debe haber algo introductorio que hable sobre el artí-
culo transitorio, que las normas constitucionales deben 
referirse a esto, a las estructuras, a la sala, el reconoci-
miento de que los magistrados puedan expedir su regla-
mento; bueno, 10 puntos, pero no hay uno.

Así es de que los que hablan del gran mico y oran-
gután, yo sí lo veo, pero lo veo en sus reales dimensio-
nes, es decir, que nos están metiendo en un acto legis-
lativo un acápite especial para la fuerza pública, que 
no es un compromiso acordado, pero hay un párrafo, 
uno, diría será de aquí que se agarraron: “Además de 
las anteriores normas, las partes podrán incluir otras en 
el mencionado acto”, pero da un ejemplo, tales como el 
tratamiento de sentencias impuestas.

Listo, ahora resuelto eso, a nuestro modo de ver el 
asunto es ¿pero y cuál es la preocupación? Yo siento 
que le hacen una reverencia y un altar y creo que debe 
ser así; yo soy una estudiosa y convencida de esos te-
mas del derecho penal internacional, de la incorpora-
ción de todos sus avances. Entonces para unas cosas 
eso sí funciona muy bien, pero para lo que no les con-
viene entonces no; y yo quedé como sorprendida y dije 
miércoles, aquí cómo es el cuento que el Estatuto de 
Roma no aplica acá en Colombia.

Eso es un tratado internacional, y ustedes, señores 
Congresistas, además de eso, de todo el trámite por el 
que tiene que pasar algo para incorporarlo acá y el Es-
tatuto de Roma está en la Ley 742 del 5 de junio de 
2002, incorporado incluso a través de un decreto, del 
2764 del 26 de noviembre de 2000. O sea, el Estatuto 
de Roma sí aplica, y no por pedacitos, no por pedacitos, 
en su integralidad.

Pero yo sí quiero compartirlo y aprovecho las cá-
-

prensión de todos los colombianos, pero ese parece 
aquí que está haciendo el factor de mayor tensión, y 
de presión de los militares, entonces resulta que ellos 
tienen la propuesta de redacción así, esto, ¿y saben por 
qué voy a hacer énfasis en esto? Porque esto es una 
preocupación muy sentida de las víctimas en Colombia 
y del movimiento de víctimas de crímenes de Estado y 
de quienes hemos luchado contra la impunidad.

Y contra la impunidad, especialmente de agentes 
del Estado y de miembros de la fuerza pública. Resulta 
que ellos queden en el texto y han hecho una redac-
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ción donde dice que para que tengan responsabilidad 
de mando tiene que haber unas cuatro condiciones con-
currentes, es decir, que sin eso yo no tuve nada que ver, 
cuatro condiciones concurrentes: 1. Que los delitos se 
hayan cometido en el área donde yo, pero tengo res-
ponsabilidad. 2. Que yo haya tenido la capacidad legal 
y material para emitir esas órdenes. 3. Que yo como 
superior jerárquico tenga la capacidad efectiva de de-
sarrollar y ejecutar operaciones en el área, y 4. Que hu-
biera tenido la capacidad material de tomar las medidas 
de precaución.

Yo les voy a decir que es eso y se lo digo al pueblo 
colombiano, esto no es otra cosa que la síntesis de to-
dos los argumentos de defensa en los que en los falsos 
positivos los militares se han escudado, porque es que 
a mí cómo me va a responsabilizar de los dos jóvenes 
que desaparecimos en el Parque Centenario de Bucara-
manga, los de su Soacha y llevamos a Ocaña, si es que 
esa área no es de mi competencia, si es que yo cómo iba 
a emitir una orden así de ilegal, desaparecer, entregar 
y rematar a tiros y simular una operación militar. Esos 
son los argumentos.

¿Y cuál es el miedo o la preocupación? Es que el 
Estatuto de Roma en el artículo 28 habla de la respon-
sabilidad de mando, y presenta un panorama completa-
mente diferente; ¿como un panorama garantiza el que 
no deberían tenerle miedo los militares? Porque yo sí 
creo que ahí hay gente que está convencida de respetar 
y salvaguardar los bienes y derechos de la población 
colombiana.

Pero entonces el artículo 28 plantea otro panorama, 
dice mire, hay responsabilidad de mando, control efec-
tivo, pero es responsable si hubiera sabido o en razón de 
las circunstancias debería haber sabido. Entonces uno 
dice bueno, eso es evidente, si a uno como comandante 
de la Brigada Móvil número 15, que reportan 383, es 
una cifra que recuerdo, falsos positivos cometidos bajo 
mi jurisdicción, yo le decía no, qué guerra quiera de 
tropa la que yo tengo hoy y miro qué es lo que está 
pasando ahí.

Con todas esas denuncias y N. N. y todo, entonces el 
Estatuto de Roma dice ojo, debería saber o haber sabi-
do lo que está ocurriendo ahí, que no hubiere adoptado 
las medidas necesarias y razonables a su alcance para 

falseada en un poco de documentos recibiendo pagos 
de denuncias.

Pero eso era como uno de los ejemplos. Entonces 
quería compartir en esta audiencia esa preocupación, 
pero la preocupación nuestra es anterior; es que ese ca-
pítulo no debería estar ahí, no hace parte de lo acorda-

reglas procedimentales a la investigación de esos casos 
y elevar gratis que a rango constitucional y meterlas en 
el acto legislativo.

Bueno, ahí, como dijo alguien, le quita uno de pron-
to la emoción de su primera intervención; dijeron no, 
bueno, adelantemos el debate y lo damos en sesiones 
como por supuesto que tenía opiniones sobre cada una 
de las intervenciones que han hecho, y lo que sí antici-
po ya para cerrar es que o no estamos leyendo el mismo 
acuerdo; hubo el mismo texto que está en debate, pero 
lamento profundamente que muchas de las intervencio-
nes no estén sustentadas en la velocidad del acuerdo y 

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Alexánder López Maya:

Mientras llega, señor Presidente, con todo respeto, 
el siguiente orador, yo sí quisiera saber por Secretaría si 
la intervención del señor Fiscal General, la del Procu-
rador y la del Presidente del Consejo de Estado dejaron 
un escrito sobre su intervención. Si dejaron escrito, yo 
le solicitaría que nos lo haga llegar el escrito; y si no 

lo dejaron o no, porque es muy importante que en este 
momento justo de implementación de los acuerdos en 
el Congreso nosotros sepamos a profundidad cuáles 

que tiene cada uno de estos entes del Estado para saber 
a qué nos estamos ateniendo en esto. Presidente, enton-
ces yo sí quisiera saber eso. Muchas gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-
tor John Fernando Vásquez Orjuela:

Buenas tardes. Muchas gracias y muy pertinente mi 
intervención a raíz de la persona que me antecedió. Ho-
norables Senadores, respetados expositores y asisten-
tes, vengo en representación de la Defensoría Militar, 

a militares en procesos penales, disciplinarios y admi-
nistrativos. 

Para la defensoría militar es una valiosa oportunidad 
la participación en esta audiencia pública en la medida 
en que con base en una experiencia litigiosa acumu-
lada de más de dos décadas el proceso seguido contra 
miembros del Ejército nacional, le permite contribuir 
en la construcción y mejor entendimiento de una solu-
ción jurídica para los integrantes de la fuerza pública en 

armado entre el Estado colombiano y las FARC.
En la actualidad, la Defensoría Militar cuenta con 

-
vicio activo y de la reserva activa, de los cuales asisten 
jurídicamente a 9.866 en 5.022 procesos penales, como 

-
trativos.

Del número total de los asistidos, 7.506 correspon-
den a miembros del Ejército involucrados en investi-

Debido al límite de tiempo y agradeciendo que a pesar 
de lo avanzado de la hora todavía continúan acompa-
ñándonos, centraré mi exposición en dos puntos esen-
ciales, la responsabilidad del mando al interior de la 
fuerza pública y, la segunda, lo concerniente a la im-
portancia de las reglas operacionales a las cuales ya se 
ha hecho alguna alusión de los anteriores intervinientes 
como fuente de interpretación especial y obligatoria 
para los operadores de la justicia especial.

-
ción propia de la responsabilidad de los comandantes 
militares y superiores policiales por las acciones de los 
funcionarios bajo su mando, basada en la prohibición 
expresa de la responsabilidad por estructura, esto es, la 
fundada mera posición jerárquica o ámbito de jurisdic-
ción asignada.

En efecto, el Gobierno nacional y las FARC han 
previsto como eje de la responsabilidad del mando mi-
litar y policial el control efectivo sobre la conducta de 
sus subordinados, por lo que no basta la simple relación 
de subordinación para atribuirle responsabilidad penal 
por hechos de estos. Contrario a lo que equivocada-
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mente algunos sectores de la opinión alegan, la respon-
sabilidad de mando en estructuras legales jerarquizadas 
como las fuerzas militares y la policía no puede cons-
tituirse como una fórmula que facilite la imputación de 
responsabilidad de los superiores por toda clase de con-
ductas cometidas por sus subordinados.

Tanto en la jurisprudencia de los tribunales penales 
internacionales como la de nuestra Corte Suprema de 
Justicia, ha quedado claro a partir de la proscripción de 
la responsabilidad objetiva en materia penal que la de-
terminación de la responsabilidad de los comandantes 
militares y superiores policiales atiende la construcción 
compleja, que va más allá de la simple posición de je-
rarquía.

En el connotado caso Celebici, en el tribunal pe-
nal para la ex-Yugoslavia se advirtió que la respon-
sabilidad del mando tiene tres elementos: primero, la 
existencia de la cadena de mando, la capacidad de dar 
órdenes e imponer acciones y, tercero, tal vez el más 
trascendental, el control efectivo sobre las acciones de 
los subordinados.

Sobre este último elemento, dicho tribunal conside-
ró que el mando efectivo corresponde a la capacidad 
real, efectiva, que el superior puede y debe ejercer so-
bre sus tropas a efectos de imponer órdenes y sancio-
nes. Claramente, esta posición de la jurisdicción penal 
internacional varió tesis como la esgrimida en el Tri-
bunal de Tokio en el caso del teniente general Matsui y 
general Yamashita.

La Defensoría Militar debe resaltar que la jurispru-
dencia internacional más reciente, derivada de la reso-
lución de casos que involucran la responsabilidad de 
mando en organizaciones legales, jerarquizadas, hace 
énfasis en que su fundamento está en el control efec-
tivo del superior sobre las acciones y la conducta del 
subordinado y no en la simple posición jerárquica que 
esto ostenta.

Quiere decir esto nada más y nada menos que la 
determinación de la responsabilidad del mando debe 
fundamentarse en la capacidad material de prevenir o 
castigar la conducta criminal de los subordinados. Esto 
supondrá desde luego el conocimiento preciso de la 
comisión de la conducta y la capacidad real de impo-
ner correctivos, insisto, la jurisprudencia internacional. 

dominio de la conducta de los subordinados, no en la 
simple superioridad formal o simplemente estructural.

Esto no es extraño en la jurisprudencia colombiana; 
recientemente, en la sentencia el 12 de octubre de 2016 

que la atribución de la responsabilidad penal teniendo 
en consideración solo el cargo dado y la condición de 
superioridad de un funcionario sin analizar los porme-
nores de los acontecimientos conduciría a aplicar una 
forma de responsabilidad objetiva que está proscrita en 
el artículo 12 de nuestro Código Penal.

Esto es absolutamente diferente a lo que ocurre con 
la responsabilidad de los superiores en organizaciones 
o estructuras ilegales, como en un reciente fallo en con-
tra del ELN por la masacre de Machuca. El segundo 
aspecto anunció para la intervención corresponde a la 
importancia de las reglas operacionales de la fuerza pú-
blica que están contenidas en manuales, reglamentos, 
directivas e instructivos, reglamentos estos que por su 
valor vinculante deben tener un valor vinculante para 

-
minación de la responsabilidad por parte de los opera-
dores de la justicia para la paz, representando un acier-
to de mayor importancia.

Consideramos fundamental que todos los operado-
res judiciales y no solo los de la justicia especial a la 
hora de examinar la legalidad de una operación militar 
o de un operativo policial y determinar las provenientes 
responsabilidades que deban tener en consideración las 

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-
tor Jesús Orlando Gómez:

Muy buenas tardes, honorable Presidente de la Co-
misión, distinguidos Senadores de la República. Co-
lombiano en Ruanda, colombiano en la ex-Yugoslavia, 

-
nacional. Por lo tanto, no estamos creando ni el Con-
greso está creando una corte, un tribunal internacional 
que consiste o llame a la aplicación de estatutos pena-
les internacionales. Ha dicho la Corte Constitucional, 
y es jurisprudencia que obliga a las autoridades, que 
a quien delinque al interior del territorio nacional, sea 
quien sea, comandante guerrillero, comandante militar, 
civil o particular, se lo juzga con aplicación de las leyes 
preexistentes.

Sentencia C-578 del 2002, que declaró la exequi-
bilidad del Pacto de Roma. Aquí se viene ventilando 
una posición discutible y que merece ser analizada, que 
es que los pactos internacionales son obligatorios, que 
Colombia los suscribe, y esa es una verdad a medias, 
honorables Senadores.

El Pacto de Roma es la única legislación penal in-
ternacional propiamente dicha, no hay otra, y princi-
pios y hay estatutos de tribunales ad hoc, el de Ruanda 
y el de la ex-Yugoslavia. Este es el único estatuto que 
hay, y es un derecho en construcción, en construcción.

Pues bien, el sistema del Pacto de Roma, honorable 
Senador, es que quien juzga, investiga con sus propias 
leyes son las autoridades del país donde se cometió el 
hecho; ese es el sistema actual y no hay otro. Quien 
investiga, juzga por sus propias leyes y con sus propios 
jueces son las autoridades del lugar donde se cometió 
el hecho; así lo dice el párrafo seis del preámbulo, el 
párrafo penúltimo del preámbulo, el artículo 17 y el ar-
tículo 80 del Estatuto de Roma.

O sea que Colombia es la llamada a investigar y a 
juzgar, pero con aplicación de su jurisdicción interna 
y de sus leyes internas. El Pacto de Roma, ha dicho la 
Corte Constitucional en esa sentencia, en la C-801 del 
2009 y en la 290 del 2012, en la que es obligatorio solo 
cuando la Corte Penal Internacional asuma su com-
petencia, o sea, que su obligatoriedad del Estatuto de 
Roma, honorable Senador Serpa, en los procesos que 
adelante la Corte Penal Internacional solo allá. 

Cuando un juez colombiano inicia un proceso, juz-
ga con las leyes penales internas; ese es el sistema y no 
otro. Por eso el artículo 80 del Estatuto de Roma dice 
que no se opone a la aplicación de las leyes internas 
por los jueces de la jurisdicción nacional, entonces es 
cuando la Corte Penal Internacional asume competen-
cia cuando el Pacto de Roma cobra obligatoriedad y 

Política, que estamos olvidando.
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Les recuerdo que este honorable Congreso para 
hacer posible la vigencia del Pacto de Roma, hubo de 
introducir mediante acto legislativo 2 del 2001 una adi-
ción al artículo 93 de la Constitución. En esa visión 
en el último párrafo se dijo lo siguiente: La admisión 
de un tratamiento diferente en materia sustancial por 
parte del Estatuto de Roma con respecto a la garantía 
consagrada en la Constitución tendrá efectos exclusi-
vamente en los procesos que se tramiten ante la Corte 
Penal Internacional.

No nos podemos olvidar de este acto legislativo, 
que limita la obligatoriedad del estatuto de la Corte 
solo a procesos que tramite la propia Corte Penal Inter-
nacional. Y es que aquí, honorables Congresistas, hay 
un punto que debe ser aclarado: la Corte Constitucio-
nal, cuya sentencia debe considerarse porque se trata de 
un fallo de exigibilidad y nada menos que cuando inter-
pretó el contenido y el alcance del Estatuto de Roma, 
señaló que en su Estatuto de Roma contiene siete trata-
mientos contrarios a la Constitución.

O sea, que vulnera la Constitución; dentro de esos 

del mando, o sea, que según la Corte Penal Internacio-
nal ese artículo es contrario al sistema constitucional 
colombiano y a las garantías que establece la Constitu-
ción para cualquier colombiano.

¿Qué dijo la Corte para declararlo exequible? Que 
en consecuencia por contener un tratamiento diferente 
al que contiene el que consagra la Constitución, que es 
un sistema de culpabilidad subjetiva, dijo que solo era 
aplicable ante la Corte Penal Internacional y que los 
jueces aplicarían un deben aplicar las leyes internas.

Finalmente, y gracias a la brevedad del tiempo, ma-

civiles y a militares, guerrilleros y comandantes de las 
fuerzas, y señaló en la sentencia CU-1184 del 2001 que 
el juzgamiento era a través del delito de omisión, o sea, 
por la violación de la función de garante, por omisión, 
artículo 25 del Código Penal. Por lo tanto, no necesita-
mos traer legislaciones para tribunales internacionales 
para juzgar hechos cometidos en Colombia, porque te-

No en vano nótese que en este estatuto especial no 
-

nal, y en esta intervención lo que estamos pidiendo es 
remitirnos a la ley penal vigente previa al acto que se 
imputa. Muchas gracias, Su Señoría. 

La Presidencia, ofrece el uso de la palabra al 
doctor Juan Carlos Ospina, Comisión Colombiana 
de Juristas:

Buenas tardes. La Comisión Colombiana de Juristas 
durante 25 años ha promovido el respeto y la garantía 
del Derecho Internacional Humanitario y el derecho in-
ternacional de los derechos humanos. Esta es una nue-
va evocación en la que ante el Congreso de la Repúbli-
ca donde la Corte Constitucional estamos debatiendo 
si las normas de derecho internacional son aplicables o 
no en Colombia.

Históricamente hemos sostenido que sí, la razón la 
dan las sentencias de la Corte Constitucional y los dis-
tintos pronunciamientos que se han dado en este Con-
greso y en otras autoridades internacionales. Dado el 
tiempo, quisiéramos adherirnos, uno, al comunicado 
que el día de ayer estuvimos en conjunto con Minis-

terio Justicia, con la Universidad de los Andes y con 
otras organizaciones en las que proponemos algunas 
soluciones que permitan resolver algunos de los asun-
tos que hoy en día son más complejos en este proyecto 
de acto legislativo.

Adicionalmente, un documento que hemos radicado 
en la Secretaría de la Comisión y que permite esbozar 
de manera más amplia lo que quisiera mencionarles, 
por el tiempo entonces movía (…) dos asuntos: uno, la 
búsqueda de personas desaparecidas y, dos, las referen-
cias del derecho internacional de los derechos humanos 
en tratamiento a agentes del Estado.

Sea lo primero, en Colombia ya existe una comisión 
de búsqueda de personas desaparecidas que no ha cum-
plido con su objeto, y no lo ha podido cumplir porque 

-
supuestal; no tiene autonomía, no tiene independencia 
y en suma es una comisión asesora.

Si queremos que ese desafío en relación con la bús-

desaparecidas sea efectivo, necesitamos que la Unidad 
de Búsqueda también tenga las capacidades para poder-
lo hacer. En esa medida lo que solicitamos al honorable 
Congreso es que la naturaleza jurídica que se otorgue 
a la unidad de búsqueda de personas desaparecidas sea 
propia, sea especial de acuerdo con el artículo 113 de 
la Constitución.

¿Qué quiere decir eso? Que como hoy se está garan-
tizando la autonomía e independencia de la Comisión 
de la Verdad y asimismo de la jurisdicción especial para 
la paz, que son los otros dos mecanismos del sistema 
integral, pues al tercer mecanismo también lo dotemos 

que vigorosamente pueda cumplir con sus propósitos, 
porque de otra manera caeremos bajo el ejercicio ante-
rior que se promovió y que no cumplió con las expecta-
tivas de las víctimas y pues en este caso de la sociedad, 
que es un conjunto que espera aún sus desaparecidos. 

Segundo, hace menos de un año mediante la sen-
tencia C-084 la Corte Constitucional señaló que el de-
recho internacional de los derechos humanos y el De-
recho Internacional Humanitario son complementarios 
y son convergentes, ¿qué quiere decir eso? Que los dos 
se relacionan en todas las actividades de justicia. No 
obstante, esa declaración de la Corte fue con ocasión de 
una omisión del Congreso en relación con el acto legis-
lativo del fuero penal militar; hoy en día en esta nueva 
instancia se quiere generar nuevamente esa omisión.

Hace menos de un año la Corte dijo que ese no era 
el camino, que omitiendo las referencias de derecho na-
cional de los derechos humanos no que decir que no se 
aplique, y nuevamente en este proyecto se está omitien-
do el derecho internacional de derechos humanos con 
el interés que no aplique para efectos de determinar la 
responsabilidad de mando.

Contrario a lo que han manifestado algunas otras 
personas en esta audiencia, claro que el Estatuto de 
Roma es obligatorio para el Estado colombiano; es más: 
hay una ley aprobada por este Congreso que incorporó 
el Estatuto de Roma a la constitución, de acuerdo con 
el artículo 93, y sigue mencionando la audiencia que no 
es posible que se juzgue a partir del Estatuto de Roma; 
pero adicionalmente se quiere que se dé un trato dis-
tinto si esa gente de Estado en el tratamiento debe ser 
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hoy, como está en el acuerdo, pues hoy va conforme al 
artículo 28 del Estatuto de Roma.

¿Qué creemos nosotros? En que esta omisión en re-
lación con el cumplimiento de los parámetros que ha 

responsabilidad de mando, de la ampliación de la com-
petencia que se está dando, perdón, la reducción de la 
competencia que se está dando de la JEP con ocasión 

de los agentes del Estado, pues lo que hace es activar la 
competencia internacional; no va a pasar nada distinto.

Porque lo que no se juzgue de acuerdo con nuestro 
derecho, que son las conductas más graves, la humani-
dad en su conjunto se ha puesto de acuerdo, después de 
la Segunda Guerra Mundial para que las conductas más 
graves siempre sean juzgadas, y con el proyecto de acto 
legislativo como se quieren relación con el tratamiento 
en estado las conductas más graves, algunas de esas 
conductas más graves no van a ser juzgadas, ¿qué va 
a hacer la humanidad, representada por la Corte Penal 
Internacional? Pues abrir competencia, no hay otra op-
ción.

En esa medida quisiéramos complementar adhirién-
donos a la posición del Consejo de Estado en relación 

17 señala que las medidas de reparación serán distri-
buidas entre las víctimas teniendo en cuenta el univer-
so de las mismas, y adicionalmente que se buscará la 
igualdad y equidad de la reparación de acuerdo con los 
recursos disponibles.

Es decir, no solamente concedemos amnistía, trata-
mientos especiales en relación con la responsabilidad 
civil, prohibimos a las víctimas interponer acciones ju-
diciales para acceder a indemnizaciones, sino que les 
decimos que si alcanza la plata con mucho gusto los 
podemos reparar y que adicionalmente las medidas de 
reparación, como no alcanzan para todos, se van a dis-
tribuir entre ellos de manera equitativa.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-
tor William Rozo, Cinep:

Buenas tardes. Señor Presidente, honorables Sena-
dores, invitados especiales, en aras del tiempo, me voy 
a referir únicamente al artículo tres del acto legislativo 
02 en relación con la Comisión de búsqueda, la Unidad 
de Búsqueda de Personas Dadas por Desaparecidas en 

La persona que me antecedió citó varios de los as-
pectos; uno de ellos, quiero reiterarlo, es la importan-
cia de que esa unidad tenga fuerza, porque así como 
está redactado el artículo, es otra unidad de búsqueda 
de personas desaparecidas que no tiene poder ni facul-

vamos a tener otro aparato muy parecido al que ya se 
tiene, con un agravante: en el Cinep desde 1972, y en 
especial desde 1988, llevamos un banco de datos que 
registra los casos de violaciones de derechos humanos 
que ocurren en el país y a los que tenemos acceso, se 
pueden consultar en www.nocheyniebla,org. Ahí van a 
encontrar el compendio de casos.

La gran mayoría de casos de desaparición forzada 
en Colombia no se circunscriben en lo que el espíritu 

casos de desaparición forzada en Colombia son presun-
tamente atribuibles a agentes del Estado en ciudades y 
lugares donde no hay una confrontación armada.

Y esta Comisión se circunscribe a buscar los desa-

está redactada; por eso sugerimos que se adicione, no 
que se cambie, sino que se adicione que además de los 

-
to armado, se busque a los desaparecidos de agentes 
del Estado; por ejemplo, el caso de los estudiantes de la 
Universidad Nacional o cualquiera de los otros casos. 

pero están desaparecidos. O sindicalistas desapare-
cidos, por citar un ejemplo. El Senador conoce muy 
bien el tema, no es dentro de un marco de la confronta-
ción armada, es dentro del marco de la protesta social, 
dentro de otros contextos; entonces esta unidad para 
quedar con esa limitación y quisiéramos sugerir que se 
adicione ese aspecto.

Y para terminar, reiterar también ya la solicitud por 
la intervención anterior de que esta unidad debe tener 
un carácter de rango constitucional en términos de au-
tonomía administrativa, porque así como está creada, 
está en el acto legislativo, se reglamenta a través de una 
ley, y lo más seguro es que va a terminar dependiendo 
de un ministerio otro tipo de instituciones del nivel eje-
cutivo y entonces va a quedar muy parecido a la unidad 
de víctimas en la continuación del Esnarif. En palabras 
del director, decía eso es un cabo dándole órdenes a un 
coronel, no funciona.

Esa es la invitación puntual que queremos hacer en 
este punto. Muchas gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra a la 
doctora Linda María Cabrera Cifuentes, Sisma 
Mujer:

Muchas gracias a Senadores y Senadoras, yo repre-
sento a la alianza cinco claves que es una alianza de 
organizaciones de mujeres que ha hecho una apues-
ta por la incorporación de los acuerdos de paz de un 
tratamiento diferencial para las mujeres víctimas de 
violencia sexual; a continuación quisiera presentar al-
gunas observaciones de manera muy breve y dejar el 
documento para su consideración estudios sobre estas 
observaciones y sobre las propuestas que tenemos de 
ajuste normativo. 

Lo primero que quisiera destacar es que en efecto 
hemos encontrado que no hay un criterio claro para 
desagregar las normas entre las de rango legal y las de 
rango constitucional, pareciera ser que únicamente el 
interés de la fuerza pública es el que está determinando 
el rango al cual quedan asignadas las normas en este 
caso rango constitucional.

Y como aquí bien se dijo creemos que eso no era 
objeto del acto legislativo en relación con la Jurisdic-
ción Especial para la Paz, la primera observación dicha 
esta claridades que nosotros tenemos preocupación so-
bre las conductas a las cuales se aplica la Jurisdicción 
Especial para la Paz y nótese que cuando uno mira la 

aprobados en la 1820 que se pretenda las conductas re-

Y la JEP dice también que se aplica a las conductas 

haber una diferencia clara no solo por la legalidad sino 
por el debido proceso tanto de los responsables como 

y se aplica la Jurisdicción Especial para la Paz, aquí 
creemos que no hay claridad y por eso nuestra propues-
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ta es que la competencia de la JEP se circunscriba a 
la competencia que prevé el acuerdo que es para los 
crímenes graves que es la que amerita ese andamiaje 
institucional para juzgar en un proceso de justicia tran-
sicional los crímenes más graves.

Tal cual está hoy el artículo 22 podrían incluso in-
cluirse delitos como de corrupción en materia de con-
tratación de armamento, porque los criterios del artícu-
lo 22 del proyecto de acto legislativo permite la inclu-
sión de ese tipo de delitos justamente porque no hay 
claridad de cuáles son los delitos a los cuales se aplica 
la JEP.

Lo segundo que quisiera decirles para compartirles 
una preocupación de las más graves que tenemos noso-
tras y es en relación con varias de las normas que tie-
ne el proyecto de acto legislativo sobre la Jurisdicción 

-
rias de las normas del proyecto de acto legislativo una 

de las necesidades de la fuerza pública.
E insisto mucho de la fuerza pública porque noso-

tras hemos sido vehementes en también denunciar la 
violencia sexual cometida por las FARC, pero este pro-
yecto claramente tiene un énfasis en fuerza pública y 
por eso no puedo omitir el tema; en ese sentido quisiera 

trae el acuerdo, el proyecto de acto legislativo al mo-
mento tanto en el artículo quinto como en el artículo 22 

-
do que no se compadece con la que hemos trabajado de 
cara a la Corte Constitucional en los autos 092 de 2008 
y 08 de 2015.

Por ejemplo, a modo solo de ejemplo se cita en el 
proyecto de acto legislativo que se considera acto re-

habilidades en el responsable para generar el delito, yo 
me pregunto qué tipo de habilidades va a determinar 
un juez el día de mañana para demostrar si la violen-

eso hemos hecho una propuesta ajuste normativo ese 

contravía con los estándares jurisprudenciales de vio-

Asimismo y en esto no voy a detener personas no 
voy a mencionar en relación con los estándares nor-
mativos que se aplican, proponemos obviamente elimi-
nar las reglas operacionales porque no tenemos ningún 
sustento jurídico para relacionar las reglas operaciona-
les con la violencia sexual y es que claramente como 
no hace parte de las competencias de la fuerza pública 
pues no se puede admitir esta norma como referente de 
valoración normativa de conductas como la violencia 
sexual.

El otro punto es sobre las garantías para incentivar 
la denuncia, a propósito de estos proponemos una serie 
de reformas en el artículo quinto, en el artículo pro-
duce, sobre la reglamentación que se hará de la JEP, 
el sentido de incluir mecanismos para incentivar la de-
nuncia de las mujeres víctimas de violencia sexual y 
su participación procesal, hasta el día de hoy vamos 
a llegar a la puerta de la JEP y de ahí para adelante no 
los puede representar una mujer víctima de violencia 
sexual en el proceso y por tanto está todo hecho para 
que no haya denuncias ni de las FARC ni de la fuerza 
pública sobre hechos de violencia sexual.

Y por eso estamos queriendo insistir en un meca-
nismo de intervención integral para la atención de las 

-
mente destacar algo en relación, primero, con la pari-
dad en la composición de las instancias del sistema, ya 
está previsto que tiene que ser con criterios de constitu-
ción equitativa entre hombres y mujeres, pero nosotros 
le seguimos apostando a la pérdida y creemos que es el 
momento para regular este tema en el sistema integral 
que se creó.

Y en relación con la Comisión de la Verdad simple-
mente decirles que una de las ganancias que tenemos 
las organizaciones de mujeres en el acuerdo de paz fue 
la creación de un grupo especializado de género en esta 
Comisión de la Verdad y este grupo fue excluido en el 
proyecto acto legislativo que ustedes tienen a su consi-
deración, por tanto, creemos que es importante que así 
como ya se avanzó en Cámara, y se incluyó en la Juris-
dicción Especial para la Paz, el equipo especializado en 
la investigación de violencia sexual en la Comisión de 
la Verdad también se tiene que avanzar en la inclusión 
de este grupo especial de género para la investigación 
de toda la violencia contra la mujer.

Muchas gracias.
La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-

tor Fernando Vargas Valencia, Codhes:
Buenas tardes, señor Presidente, señores Senadores 

y señoras Senadoras, asistentes, desde las consejería 
para los Derechos Humanos y el desplazamiento que-
remos exponer brevemente cuál es nuestra visión frente 
al acto legislativo, frente al proyecto acto legislativo 
que actualmente cursa, nuestras referencias estarán 
centradas básicamente frente al tema de las víctimas 
que es nuestra preocupación; en este sentido vamos a 
resaltar dos aspectos que son centrales, particularmente 
el tema de la participación de las víctimas como está 
actualmente concebido dentro de la JEP y el tema de 
la reparación.

Nos preocupa de manera particular la referencia o la 
ausencia de referencias la participación de las víctimas 
en las escogencia de los altos cargos de funcionarios de 
la JEP, de manera particular es muy relevante señalar 
como se han dado algunos avances en el Congreso con 

actualmente la posibilidad de que las víctimas actúen 
como intervinientes.

Sin embargo, esa condición de intervinientes nos 
parece que demerita la concesión que otorga el acuerdo 
de paz a las víctimas como centrales dentro del acuer-
do, ellas y a sus derechos, la comisión de intervinientes 
nos parece que es precaria, que puede redundar en una 
participación que se vuelva accidental en la cual su par-
ticipación está incluso condicionada a que sea potesta-
tivo del juez llamarla para que participe o no.

Y en ese sentido entendiendo que la participación 
de las víctimas como es concebido en nuestro ordena-
miento constitucional, como lo ha expresado la Corte 
Constitucional es un derecho de las víctimas y dado 
que los acuerdos de paz contemplan de manera expre-
sa que los mismos no se presentarán para que existan 
menguas, que retrocesos en los márgenes en los niveles 
de protección alcanzados creemos que esa concepción 
puede derivar en un retroceso de los estándares de par-
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ticipación actuales de las víctimas existentes, incluso 
en el marco de ley de justicia y paz.

Expresamente el acto legislativo consagra las posi-
bilidades de la existencia de un reglamento de la JEP, 
en el cual se habla del apoyo para las víctimas si no se 
habla de participación, creemos que eso también puede 
redundar en un menoscabo de los derechos actualmen-
te concebidos, creemos necesario contratar de manera 
expresa garantías del orden sustancial o de acceso, ga-
rantías que son procesales o de participación y garan-
tías probatorias para las víctimas tendientes a que su 
participación sea del orden efectivo y no sea solo del 
orden formal.

Sobre la reparación a las víctimas nos preocupa la 
concepción actual que tiene el proyecto de acto legis-
lativo en la medida que no hay menciones expresas, no 
hay garantías expresas para la reparación material de 
las víctimas, en esta medida o en la medida en que se 
están desplazando las esferas estatales toda la respon-
sabilidad de reparación dado que se excluye en algunos 
sentidos a los victimarios, por ejemplo de las acciones 
de repetición, de la no indemnización judicial en caso 
de que haya amnistías, la no extinción de dominio lo 
cual redunda en que con los actuales recursos, con los 

hacer exiguos, que van a ser escasos deban priorizarse, 
nos encontraremos con unas víctimas que podrán ser 
objeto de medidas de reparaciones económicas y vícti-
mas que no van a poder acceder a las indemnizaciones, 
lo cual marca una suerte de discriminación y un trato 
desfavorable a las víctimas y contradiría las obligacio-
nes internacionales del Estado y contraría los sentidos 
mismos del acuerdo que otorga una supuesta centrali-
dad de las víctimas y sus derechos.

Por ello creemos que si no se incluyen estas garan-
tías de manera expresa, la aludida centralidad de las 
víctimas y sus derechos no se convierte sino meramen-
te en un argumento retórico, con el cual pretendemos 
obtener legitimidad del proceso que se está adelantan-
do pero en el cual no hay una real y verdadera satisfac-
ción de los derechos de las víctimas.

No existe ningún tipo de condicionamiento, un trato 
-

nado al que los agentes del Estado entreguen bienes y 
reparen a sus víctimas, por el contrario, como ya he 
mencionado se hace un énfasis en que la reparación y 
la indemnización se desplazarán exclusivamente a las 
esferas estatales.

No hay tampoco dentro de la JEP ninguna instancia, 
órgano o institución que represente a las víctimas, no 
hay una contemplación expresa de quién va a represen-
tar a las víctimas y quién actuará dentro de estos proce-
sos en nombre de las víctimas, y no hay tampoco una 
mención expresa a la participación de las víctimas den-
tro de las sanciones, al momento de terminar las vícti-
mas no sabemos qué papel van a jugar las víctimas, creo 
que en términos generales ese recoge un poco la visión 
de Codhes, hay un documento que hemos emitido, está 
radicado, hemos socializado el documento con algunos 
Senadores, y pues hacemos un llamado al Congreso y a 
ustedes honorables Senadores en el sentido de atender 
el texto del acuerdo y realmente la centralidad que de-
ben tener los derechos de las víctimas y no meramente 
a su formalidad o utilizarlas como un argumento.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra a la 
doctora Esther Marina Gallego Zapata, Ruta Pací-

Buenas tardes Senadores y Senadoras, muchas gra-
cias por la invitación a escuchar las voces, en este caso 
las voces de las mujeres respecto al acto legislativo, 
nosotras partimos de que el acto legislativo es integral 

todos los acápites que tienen el acto, la verdad, la repa-
ración, la unidad de búsqueda de personas.

Y por lo tanto, pues nos parece que se ha centrado el 
debate básicamente en la justicia de la JEP en el sentido 
de la parte penal, creemos que debe mantenerse el es-
píritu de los acuerdos entre las partes, trasladado pues 
al acto legislativo por ser un tema trascendental para el 

También porque en este punto, el punto cinco puso 
a las víctimas en el centro lo que hace que sea un buen 
acuerdo respecto a los procesos pactados en el mun-
do, se hace entonces necesario que el texto del acuerdo 
se traslade al acto legislativo sin interpretaciones para 

lograda en el país.
Este apoyo será una oportunidad para avanzar en la 

verdad, la justicia y la reparación y muy especialmen-
te la no repetición que esperamos frente a los hechos 
que han golpeado gravemente a las mujeres, en sus 
vidas, en sus cuerpos, los cambios e interpretaciones 

podrían poner en riesgo y tener repercusiones en la re-
paración y la reconciliación del país.

Las organizaciones de mujeres que hemos trabaja-
do durante décadas por la salida negociada y por las 

enfoque de ciudadanos de derechos hemos constatado 
la importancia que tiene para sus vidas la verdad y la 
reparación en un marco de no repetición que está ex-
presado en su deseo, porque se termine la guerra y las 
violencias que esta trae donde sus vidas están altamen-
te impactadas por esta situación.

Comisión de la Verdad desde las mujeres, una Comi-
sión hecha expresamente por mujeres con 1.000 tes-
timonios de mujeres cuyo informe fue presentado en 

mujeres es importante, pero debe ir acompañada de 

adecuada reparación, debe reconocer los daños a las 
mujeres, especialmente la violencia sexual, un delito y 
una victimización emblemática, sin estas premisas no 
puede hablarse de justicia, a la justicia especial llega-
rán sólo algunos casos, hechos y perpetradores, no po-
drá juzgarse el universo de los hechos que ha habido, 
por ello llenar este proceso de verdad y reparación, así 
como la incidencia para que efectivamente en Colom-
bia no vuelva a haber guerra es un elemento de justicia 
para las mujeres que además contribuye al proceso de 
reconciliación que como país debemos avanzar.

En este sentido también nos parece importante que 
el enfoque restaurativo de la pena y lo vemos en dos 
sentidos, uno es una pena alterna por los crímenes co-

función de ser elementos reparadores para las mujeres 
víctimas, y en especial las comunidades directamente 
afectadas.
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En ese sentido las restauraciones para los delitos de 
violencia sexual, debe contar con la voz y propuesta de 
las mujeres víctimas, reiteramos que es imprescindible 
la autonomía de las diferentes ramas de la JEP, la Co-
misión de la Verdad, los tribunales especiales de paz 
incluyendo la Secretaría Ejecutiva, así como lo relacio-
nado con la Unidad de Búsqueda de Desaparecidos y 

-
cientes facultades para el desarrollo de estas.

-
-

tantes a la Cámara que dice que “el sistema integral 
tendrá un enfoque diferencial, género que correspon-
de a las características particulares de la victimización 
de cada territorio y cada población y, en especial, a la 
protección, hay atención proletaria de las mujeres, los 

-
formación de todos estos componentes en el sistema 
integral debe tener en cuenta la participación equitativa 
entre hombres y mujeres”.

Nosotras impulsamos que sea paritaria como lo dijo 
Linda, este punto no puede convertirse en una retóri-
ca, es una obligación constitucional del Estado y los 

mujeres aportaremos a los diferentes mecanismos de 
la JEP, pues tenemos metodologías probadas de exper-
ticias para lograr que las mujeres sean las principales 
protagonistas en el desarrollo de las jurisdicciones.

Esta hará la diferencia mostrará el avance en esta 
materia para el país en el mundo, también proponemos 
que haya una referencia explícita a los grupos étnicos 
lo que es un elemento que puede reglamentar en falta 
de aplicación del enfoque excepcional en favor de las 
mujeres afrodescendientes, indígenas y ROM.

Para lo anterior debe tenerse en cuenta en todo el 
sistema integral los procesos organizativos y territoria-
les de las mujeres existentes y los aportes que tiene, no 
se parte de cero para poder demostrar en el sistema que 
las mujeres víctimas y las organizaciones de mujeres 
serán protagonistas de la convivencia y la reconcilia-
ción del país.

Muchas gracias,
La Presidencia ofrece el uso de la palabra a la 

doctora Soraya Gutiérrez Argüello, Colectivo de 
Abogados José Alvear Restrepo:

Buenas tardes, un saludo respetuoso a la Comisión 
Primera, esta intervención la hago a nombre del Colec-
tivo de Abogados José Alvear Restrepo y a nombre del 
movimiento de víctimas de crímenes de Estado, debido 
a los límites del tiempo voy a referirme a tres temas, 
uno a la necesidad de que la implementación normativa 
del acuerdo debe cumplir y ser respetuosa con el princi-
pio de buena fe, con el principio de bilateralidad y con 
el principio de autenticidad que fue acordado por las 

En ese sentido solicitamos que frente al punto uno 
artículo transitorio 1°, en relación con la incorporación 
del sistema integral de verdad, justicia y reparación se 
incluya dentro de este artículo que este sistema tendrá 
un enfoque diferencial y de género, en relación con el 
artículo transitorio 2°, comisiones de restablecimiento 
de la verdad, consideramos que es importante que se 
incluya el plazo de funcionamiento de la Comisión, así 
como se hace en la jurisdicción especial para la paz.

Es decir, los tres años que podrán ser prorrogables 
si de ser necesario y este tiempo debe ser independien-
te del tiempo que se requiera para la preparación, para 
el alistamiento de lo que es la Comisión de la Verdad, 
igualmente si bien entendemos que la Comisión de la 
Verdad no tiene funciones judiciales o disciplinarias y 
debe constituir un complemento para la administración 
de justicia y, en general, para la jurisdicción especial 
para la paz.

Por tanto, creemos que sí se debe incorporar que sus 
informes interinos que enrosca la Comisión y su infor-

también deben ser entregados a la jurisdicción especial 
para la paz como una contribución al esclarecimiento 
de violaciones graves a los Derechos Humanos y Dere-
cho Internacional Humanitario y asimismo conforme a 
los principios internacionales que guían y establecen el 
tema de la Comisión de la Verdad. 

En relación con el mecanismo extrajudicial de la 
búsqueda de personas desaparecidas también es nece-
sario que se establezca que la Comisión de Esclareci-
miento de la Verdad podrá tener facultades para recibir 
y enviar la información sobre el paradero de las víc-
timas personas dadas por desaparecidas que reciba de 
esa unidad.

Y en virtud de la centralidad de las víctimas se de-
berá establecer que la Comisión deberá diseñar un me-
canismo para garantizar la participación efectiva de las 
víctimas y de las organizaciones que la acompañan. Y 

incorpore lo que dice el acuerdo en relación con el ac-
ceso a archivos, es decir, que el Gobierno nacional se 
compromete a facilitar la consulta de la información 
que requiera para el cumplimiento de sus funciones.

En el punto sobre unidad de búsqueda de personas 
desaparecidas consideramos que sí es importante lo que 
quienes me antecedieron y señalaron que es necesario 
que este tenga una independencia como la capacidad 

entregar personas por desaparecidas y que se incluya 
que estas personas dadas por desaparecidas debe in-
cluir personas desaparecidas forzadamente y que vin-
cula la responsabilidad de agentes del Estado.

Finalmente, en relación con la JEP, reconocemos 
los avances que hubo en esta ponencia que va a ser de-
batida en Senado en el sentido de la participación de 
las víctimas y que quienes serán sancionadas no pue-
dan ocupar o hacer parte de organismos de seguridad 
del Estado, sin embargo, para nosotros subsisten varias 
preocupaciones, uno el tema que tiene que ver con el 
tema de competencias sobre terceros, consideramos 
que en ese artículo 16 se establece claramente que para 
acceder al tratamiento especial de la JEP, los terceros 
deben cumplir con verdad, justicia, reconocimiento de 
responsabilidad, responsabilidad y garantías de no re-
petición.

Por tanto, que se excluya de ese artículo que frente 
a investigaciones que involucran la responsabilidad de 
terceros digamos se establezca que haya reserva, no-
sotros solicitamos que se elimine esa reserva que se 
quiere imponer frente a la responsabilidad o investiga-
ciones que involucran a terceros.

En relación con el punto sobre agentes del Estado, 
que si bien el acuerdo establece el tratamiento penal 
diferenciado, simétrico, simultáneo y liberado nosotros 
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consideramos que precisamente este tratamiento simé-
trico y diferenciado no puede llevar a que se busque 
introducirles un tratamiento de privilegios inequitati-
vos en su obligación de rendir cuentas a las víctimas 
y desequilibrado con el trato que se hará frente a los 
demás sujetos que se someten al sistema en lo referente 
al marco legal aplicable, los criterios de responsabili-
dad de los mandos implicados y mucho más favorable 
para los agentes estatales en cuanto a la obligación de 
reparar a las víctimas y consideraciones mucho más 
favorables en cuanto a las sanciones aplicables y sus 

En ese sentido insistimos en que la exclusión injus-

monetaria que se predica en agentes estatales sea elimi-
nada, igualmente insistimos que se vincule el tema del 
artículo 28 Estatuto de Roma y la responsabilidad de 
los agentes de mando, en ese sentido que se incluya en 
este artículo el tema del Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos y el Derecho Penal Internacional 
en el sentido del principio de igualdad que tanto prego-

-
ticipación de las víctimas, es decir, participación sig-

para aportar pruebas para ser oídas en un foro público 
y para presentar recursos, entre otros, esa participación 
también implica en que sean invitadas especialmente 
las víctimas de crímenes de Estado dentro de los deba-
tes de la implementación normativa del acuerdo.

Dar voz a las víctimas, todas las víctimas deben es-
tar en el debate y especialmente las víctimas de críme-
nes de Estado, muchísimas gracias.

La Presidencia ofrece el uso de la palabra al doc-
tor Alberto Yepes Palacio - Observatorio de Dere-
chos Humanos:

Muchas gracias señor Presidente, señores Senado-
res, en primer lugar, me parece muy importante que se 
pueda aprobar rápidamente este acto legislativo que 
espera darle piso constitucional al Sistema Integral de 
Verdad Justicia y Reparación.

En segundo lugar queremos mencionar que a nues-
tro modo de ver la Coordinación Europa- Colombia Es-
tados Unidos una red que reúne 270 organizaciones de 
Derechos Humanos de algunas falencias, algunas asi-
metrías y desequilibrios que pudieran mejorar el texto 
del acto legislativo.

Estas asimetrías básicamente se hacen a favor de la 
fuerza pública creando una situación en la cual los de-
rechos de las víctimas no se garantizan en igual medida 
que con otros actores, se generan desequilibrios que 
también vulneran principios básicos del Derecho Inter-
nacional y crea una situación de inseguridad jurídica 
para los miembros de la fuerza pública.

Menciono rápidamente, la primera tiene que ver con 
el marco legal que cabe, que en general entre todos los 
actores se proyecta el derecho interinstitucional públi-
co pero en el caso de la fuerza pública en primer lugar 
se consagra que se tengan que tener en cuenta las reglas 
operacionales vigentes al momento de la comisión del 
hecho.

Para nosotros estas normas de derecho operacional 
no han sido avaladas por ninguna autoridad, ninguna 
instancia autorizada, aplicación o liquidación del De-

recho Internacional público, su compatibilidad con el 
Derecho Internacional Humanitario es bastante cues-
tionable, se basa en principios como el blanco legítimo, 
los daños colaterales, la vinculación de civiles y ope-
raciones militares, o la institución de la reconversión 
por bajas.

Y esto en general ha conducido a prácticas siste-
máticas y generalizadas de vulneración de Derechos 
Humanos que ha sido constatada nacional e internacio-
nalmente, en este sentido las normas operacionales o 

-
cho vinculante en el orden interno y, por lo tanto, mal 
puede pensarse para juzgar la conducta de miembros de 
la fuerza pública.

Este derecho operacional además está inscrito en 
manuales, y directivos de instrucciones de operaciones 
contrainsurgentes que sustenta la doctrina de la seguri-
dad nacional, gran parte de ellos de carácter secreto y 

-
clusive por órdenes de autoridades judiciales alegando 
o con el argumento de que están todavía vigentes.

Recordemos que los falsos positivos se bajaron en 
gran parte en una directiva operacional que es la Di-
rectiva 029 que establecía incentivos de bajas o recom-
pensas que hacen parte de este hecho operacional, en 
segundo lugar creemos que para los miembros de la 
fuerza pública se omitió mencionar el Derecho Interna-
cional de los Derechos Humanos y se omitió también el 
Derecho Internacional público dentro del marco legal 
para valorar la conducta de los miembros de la fuerza 
pública.

Estas normas están establecidas para los otros acto-
res pero se omitió tanto en Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos, Derecho Internacional público en 
la valoración de que las conductas de la fuerza pública 
y en el marco legal aplicable a ellos, esto debe corregir-
se y debe suprimirse.

También en cuanto al derecho penal aplicable a los 
miembros de la fuerza pública, tiene una simetría con 
los otros actores, en tanto al derecho penal se plantea 
de manera íntegra para los demás actores con la fuerza 
pública se hace la salvedad que es el derecho aplica-
ble al momento de los hechos, esta expresión no está 
contenida para los demás actores y eso implica que las 

-

el genocidio, los delitos de desaparición forzada que 

entonces no ser aplicables con estos criterios para la 
fuerza pública.

En cuarto lugar en cuanto a la aplicación del De-
recho Internacional Humanitario también se establece 
una salvedad para los miembros de la fuerza pública, 
y se preparan los miembros de la fuerza pública, el 
Derecho Internacional aplicable se aplica en su face-
ta de ley especial que esta disposición contenida para 
los mismos miembros y esto hace que si solamente se 
toma el Derecho Internacional Humanitario como ley 
especial para los miembros de la fuerza pública querría 
decir que solamente se aplicarían aquellas circunstan-
cias muy excepcionales en las que el Derecho Inter-
nacional Humanitario se aplica como ley especial, es 
decir, cuando es difícil aplicar el Derecho Internacional 
Humanitario.
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Nosotros entonces proponemos que se consagra ex-
presamente el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos y el Derecho Internacional público dentro 
del marco legal para valorar la conducta de la fuerza 
pública, que se suprima la mención de ley especial al 
Derecho Internacional Humanitario, la aplicación del 
marco para la fuerza pública y que se suprima también 
que la aplicación del derecho penal para los agentes del 
Estado será el derecho penal aplicable al momento de 
los hechos.

Porque digamos que mencioné qué normas tardía-
mente aplicables, entonces no tendrían la posibilidad 
de las víctimas de acudir a eso, en quinto lugar es im-
portante mencionar que en el caso de los agentes de la 

en ámbitos que no deberían ser concedidos en el ámbito 
de justicia transicional.

Es decir, para los agentes de la fuerza pública se 
-

tido con ánimo de enriquecimiento personal indebido, 
esto no está concebido para los otros actores mientras a 
los agentes de la guerrilla para la amnistía se pide que 
los delitos políticos serán ejecutados sin ánimo de lucro 
personal o que los delitos conexos sean aquellos que no 
fueron cometidos con ánimo de lucro personal o como 

delitos han sido cometidos con el ánimo de enriqueci-
miento personal indebido.

Esto que está mencionado en el caso de los agentes 
de la fuerza pública creemos que debe también supri-
mirse, un aspecto tiene que ver con el hecho de la du-
ración de la pena que es diferencial y asimétrica con 
respecto a los otros agentes, en el caso de los agentes de 
la fuerza pública se plantea expresamente que los agen-
tes de la fuerza pública en las penas ordinarias que por 
sí son ya reducidas de cinco a ocho años se plantea que 
se podrán obtener redenciones, subrogados penales, o 

través de la capacitación, trabajo o estudio durante el 
tiempo que permanezca privado de la libertad.

Es decir, la pena de cinco años podría reducirse a 
dos en el caso de los agentes estatales, pero se man-
tendría intacta para particulares y para miembros de la 

-
mente otro aspecto tiene que ver con la reparación a las 
víctimas, se plantea expresamente que los agentes del 
Estado para ellos se excluye la exclusión de acciones 
de repeticiones, llamamiento en garantía y que la única 
reparación posible para agentes del Estado sería la de 
reparaciones no monetarias, esto no debe suprimirse.

mando recordemos que no solamente lo que está conte-
nido en el artículo 28…

La Presidencia interviene para un punto de or-
den:

Muchas gracias, doctor, muchas gracias a todos los 
participantes a esta audiencia pública y se le agradece a 
todos los que concurrieron a ella y participaron.

La Secretaría informa que no hay más inscritos pre-
sentes.

De conformidad con la Ley 5ª de 1992, se publican 
los documentos radicados en la Secretaría de la Comi-

sión Primera del Honorable Senado de la Republica y 
se envía copia a los ponentes.
Las ponencias radicadas son las siguientes:
– Ángel Alirio Moreno Matéus
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– Doctor Jorge Octavio Ramírez Ramírez
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– Doctora Martha Lucía Olano de Noguera, 
Presidenta Consejo Superior de la Judicatura
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– Doctora Paula Robledo- Delegada para Asun-
tos Constitucionales – Defensoría del Pueblo
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– Doctor Odorico Guerra, Coordinador de la 
Mesa Nacional de Víctimas

– Jaime Ruiz Barrera



G  109  Miércoles, 1º de marzo de 2017 Página 51

– Mayor General Ruiz Novoa
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– Doctora Marta Luz Hurtado Arango Abogada
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– Doctor Javier Osorio López ex Magistrado 
Corte Suprema de Justicia Especialista en Derecho 
Constitucional
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– 16 Doctor Jean Carlos Mejía Azuero Phd. 
Docente, Investigador y Doctrinante Perito Corte 
Interamericana de Derechos Humanos
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– Doctor Jorge Mario Gómez Abogado Litigante
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– Doctor Jesús Orlando Gómez Abogado Liti-
gante
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– Doctora Sandra Sofía Chacón Abogada Litigante – Doctor John Fernando Vásquez Orjuela Subdi-
rector de Defensa Técnica Defensoría Militar
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– Doctora Luz Stella Aponte
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- Doctor José Luciano Sanín Vásquez Corporación 
Viva la Ciudadanía

– Doctor Juan Carlos Ospina Comisión Colombia-
na de Juristas
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– Doctor William Rozo CINEP

– Doctor Andrés Molano Rojas Director Académi-
co Instituto de Ciencia Política Hernán Echavarría 
Olózaga
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– Doctora Linda María Cabrera Cifuentes Subdi-
rectora Sisma Mujer
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– Doctor Marco Romero Silva Director General 
Consultoría para los Derechos Humanos (COD-
HES)- Doctor Fernando Vargas Valencia Asesor 
Legal Consultoría para los Derechos Humanos 
(CODHES)
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– Doctora Esther Marina Gallego Zapata Coor-
dinadora Nacional Ruta Pací

– Doctor Rodrigo Uprimny de Justicia
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– Doctora Soraya Gutiérrez Arguello Integrante 
Junta Directiva Colectivo de Abogados José Alvear 
Restrepo. Doctora Jomary Liz Ortegón Osorio, 
Presidenta Colectivo de Abogados José Alvear Res-
trepo
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– Alberto Yepes Palacio Coordinador del Ob-
servatorio de Derechos Humanos Coordinación 
Colombia- Europa-Estados Unidos
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– Monseñor Héctor Fabio Henao Gaviria
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– Doctora Juanita Goebertus Directora para 
Colombia Instituto para las Transiciones Inte-
grales
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Los originales de esta Gaceta reposan en la Secretaria 
del Senado par asu consulta

Siendo las 3:15 p. m., la Presidencia da por termina-
da la Audiencia Pública.

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2017


